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		Resumen. Este documento analiza el origen y el cambio del valor agregado externo (VAE) de las exportaciones manufactureras de México entre 1995 y 2020. Se utiliza la metodología desarrollada por Borin y Mancini (2019) aplicada a las matrices de insumo-producto interpaíses de la OCDE. Se muestra que la mayor parte del VAE total proviene de Estados Unidos y que el cambio más significativo es la creciente presencia de China. Los hallazgos sugieren que el diseño de políticas industriales orientadas a sustituir las importaciones de China requerirá tiempo para producir resultados. De igual manera, las respuestas de política pública al nearshoring deben abordar los desafíos que implica el desarrollo de medidas efectivas para fortalecer la posición de México en las cadenas globales de valor.
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		Breakdown of value added in Mexico’s manufacturing exports: origin and change, 1995-2020

		Abstract. This paper analyzes the origin and change in the external value added EVA of Mexico’s manufacturing exports between 1995 and 2020. It uses the methodology developed by Borin and Mancini (2019) applied to the OECD’s inter-country input-output matrices. The analysis shows that the majority of total EVA comes from the United States and that the most significant change is the growing presence of China. The findings suggest that designing industrial policies aimed at substituting imports from China will take time to produce results. Similarly, public policy responses to nearshoring must address the challenges involved in developing effective measures to strengthen Mexico’s position in global value chains.
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		1. Introducción

		Las recientes disrupciones en las cadenas globales de valor (CGV), como la pandemia de COVID-19, las crisis geopolíticas y los conflictos bélicos, los nuevos requerimientos de materias primas asociados a cambios tecnológicos y los eventos relacionados con el cambio climático, entre otros, han evidenciado la vulnerabilidad de un mundo cada vez más interconectado. Estas situaciones han llevado a cuestionar las estrategias de producción segmentada internacional y los vínculos comerciales asociados. 

		En este escenario, las tensiones geopolíticas entre Estados Unidos y China han puesto en primer plano las implicaciones de la participación de los países en las CGV. A la cuestión de conocer la importancia del valor agregado externo (VAE) en las exportaciones de un país, se ha añadido la preocupación por el ori-gen de ese VAE. Para México, una característica de las exportaciones es que necesitan una cuantía importante de importaciones, esto es, en las exportaciones mexicanas, sobre todo en las manufactureras, hay una presencia creciente de VAE. Para el seguimiento de esa cuantía y de sus cambios a lo largo del tiempo, ahora hay que agregar los países que originan ese valor. Las implicaciones de un mayor VAE en las exportaciones mexicanas son muy distintas si el país de origen es, por ejemplo, China o Estados Unidos. 

		La organización de la producción internacional y el comercio que involucra a través de las CGV se está transformando. Estos cambios repercuten en las opciones que las actividades productivas mexicanas tienen para generar mayor valor agregado (VA) y, con ello, un mayor impacto en el desarrollo económico y en el bienestar de las personas. Esto se debe a que, como se muestra en este documento, la disminución del VAE con origen en Estados Unidos no se ha acompañado de un incremento en el valor agregado doméstico (VAD). En ausencia de un incremento del VAD, se pierden las ventajas de una mayor articulación productiva interna con las actividades ligadas a las exportaciones y una mayor generación de empleos locales (Pérez-Santillán, 2019; Rivera-Basques e Higuera-Cota, 2026).

		Dado lo anterior, este trabajo explora cómo ha evolucionado la cuantía del VAE en las exportaciones mexicanas y ofrece una desagregación por países de origen, por tipo de producción y por sector. El análisis de estos cambios es necesario para plantear alternativas en momentos en que se presentan iniciativas como el nearshoring y la sustitución de importaciones. Para cumplir con este objetivo, el trabajo se organiza de la siguiente manera. Luego de esta introducción, el segundo apartado contiene una revisión de la literatura reciente sobre el tema; enseguida se presenta la metodología y la fuente de los datos utilizados en el análisis. En el cuarto apartado se examinan los resultados y, por último, se presentan las conclusiones y recomendaciones.

		

		2. Revisión de la literatura

		Desde finales del siglo pasado, algunos hechos vinculados al comercio internacional de bienes han comenzado a suscitar inquietud en los ámbitos teóricos, de investigación y de diseño de políticas. Antrás (2024) explora el estado de la investigación sobre el comercio internacional. El autor señala que el siglo XX vio cómo la teoría neoclásica construía un marco sólido para analizar el comercio internacional, sustentado en el concepto de ventaja comparativa y en la crítica a las políticas mercantilistas. Esta teoría permitió analizar cómo interactuaban el cambio tecnológico, la dotación de factores, la especialización y el diseño de políticas para la búsqueda de beneficios del comercio. Luego, a finales del siglo XX, el análisis incorporó el papel de la competencia imperfecta, las economías de escala y la diferenciación de productos, entre otros, en la denominada Nueva Teoría del Comercio. En años recientes, el autor destaca los avances en la investigación sobre comercio internacional, los cuales combinan la mayor disponibilidad de datos, metodologías y teorías. Resalta la perspectiva del análisis basada en las empresas y no en las industrias y/o productos, con autores como Bernard y Jensen (1999) y Melitz (2003), lo que ha permitido estudiar cómo estas unidades participan en las exportaciones e importaciones, en las actividades multinacionales y en la organización de las CGV. 

		A lo anterior, hay que añadir que ya en el siglo XXI, el comercio internacional cada vez se entendía menos como el intercambio de bienes finales y, en palabras de Mattoo, Wang, y Wei (2013), la divergencia entre el país que exporta un bien y el país o países que generan el VA incorporado en dicho bien, cada vez se hacía más amplia. Esta situación se ha explicado por la creciente segmentación internacional de la producción (SIP), en la que varios países de distintos niveles de desarrollo participan en alguna de las diversas etapas de la cadena de producción, de modo que cada país involucrado se especializa en una fase de la cadena de producción internacional.

		La SIP ha generado cuestionamientos que requieren reformulaciones teóricas. La tradicional pregunta de en qué lugar debe llevarse a cabo la producción de un bien se ha reformulado para determinar dónde debe realizarse una etapa específica de la producción internacional. Ahora, la pregunta sobre los efectos del comercio internacional en los precios de los factores y la distribución del ingreso ha cambiado a qué efectos tiene participar en una fase específica de la producción y a las posibilidades de avanzar hacia una de mayor generación de VA con mejores resultados para los factores de la producción involucrados. Por ejemplo, el modelo gravitacional es un marco empírico muy exitoso en sus aplicaciones y sus resultados suelen ser compatibles con lo expuesto por diversas teorías del comercio internacional; pero cuando el análisis se amplía para incluir el intercambio de bienes intermedios o partes y componentes, la compatibilidad resulta limitada (Baldwin y Taglioni, 2011). Las teorías se han movido de explicar las ganancias de participar en el comercio internacional a aquellas derivadas de involucrarse en la producción segmentada internacional (Grossman y Rossi-Hansberg, 2008), así como evidenciar cómo cambian los beneficios del comercio al considerar o no el intercambio de bienes intermedios, partes o componentes (Costinot y Rodríguez-Clare, 2014; Caliendo y Parro, 2015). El avance en el tratamiento teórico de estos problemas también ha exigido cambios en la medición de los intercambios internacionales de bienes y servicios, y de ahí surgió la importancia de medir el comercio internacional en términos de VA (Grossman, 2013). 

		

		El reconocimiento de que la principal medida de la actividad económica, el PIB, se mide en términos de VA, frente al comercio internacional, que se mide en valores brutos, llevó a intentar medir este último en VA. Varias circunstancias motivaron este hecho, entre ellas la creciente SIP y la preocupación por la medición más adecuada de los balances comerciales entre países. Un primer acercamiento a la medición del comercio en términos de VA fue introducido por Hummels, Ishii y Yi (2001) con el concepto de especialización vertical, el cual se refería a la SIP, indicando que el rasgo esencial era el uso de insumos importados para producir bienes de exportación, de modo que la producción se segmenta u ocurre en al menos dos países y el bien en cuestión cruza al menos dos fronteras durante su generación. Un aspecto destacable del enfoque metodológico de estos autores es el uso de las matrices insumo-producto (MIP). Los autores encontraron que la especialización vertical en las exportaciones de 10 países de la OCDE representaba el 21% y que había aumentado alrededor del 30% de 1970 a mediados de los noventa del siglo XX.

		Por otra parte, a inicios del siglo XXI, una mayor disponibilidad de MIP nacionales e interregionales permitió la aplicación de diversas propuestas metodológicas que partían del trabajo de Hummels, Ishii y Yi (2001) y otros autores como Daudin, Rifflart y Schweisguth (2010) y Johnson y Noguera (2012), pero los refinaban y adecuaban a la información estadística disponible o a los instrumentos que los autores diseñaban exprofeso como en Koopman, Powers, Wang y Wei (2010). Para entonces, estos últimos autores desarrollaron una medida unificada de las fuentes de VA en las exportaciones brutas, basada en la construcción de una MIP interpaíses. La propuesta incorporó las medidas existentes en la literatura sobre especialización vertical y comercio en VA en ese momento, al tiempo que tuvo en cuenta el comercio de ida y vuelta de productos intermedios a través de múltiples fronteras. En los siguientes años, como resultado de amplios esfuerzos de diversas instituciones (Automated Integration tool for creating Systems of Harmonised Accounts [AISHA]; Global Trade Analysis Project [GTAP]; Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos [OCDE]; World Input Output Database [WIOD], en-tre otros), la disponibilidad de matrices multirregionales se amplió y varios trabajos refinaron e integraron las metodologías para medir el comercio en VA como Stehrer (2012; 2013); Johnson y Noguera (2012; 2017) y Los et al. (2012), quienes en general analizan el contenido externo de las exportaciones y las cuantías de VAD y VAE en las exportaciones. El uso generalizado de MIP globales ha permitido continuar con el refinamiento e integración de propuestas metodológicas. En años recientes, el marco presentado en Borin y Mancini (2019) extiende, refina y concilia las contribuciones principales en la literatura (ver Johnson y Noguera [2012]; Wang, Wei y Zhu [2013]; Borin y Mancini [2015]; Los, Timmer y de Vries [2016]; Nagengast y Stehrer [2016]; Johnson [2018]; Miroudot y Ye [2018]; y Los y Timmer [2018]). El esquema propuesto por los autores plantea que diferentes preguntas empíricas requieren métodos contables distintos, junto con diferentes niveles de agregación de los flujos comerciales, lo cual también mejora en Borin, Mancini y Taglioni (2021).

		

		Para México, la literatura que examina la relevancia y los alcances de medir el comercio en VA es amplia y estudia el uso de indicadores como los de especialización vertical o las proporciones del valor según su origen (doméstico o externo) en el valor de las exportaciones brutas, como en el trabajo pionero de De la Cruz et al. (2011). Tal investigación, con MIP nacionales como fuente de información, señala que la inserción en las CGV por parte de México se ha caracterizado por concentrar las exportaciones en pocos sectores manufacture-ros que, a su vez, se caracterizan por su alto contenido de VAE. De la Cruz et al. (2011) también fueron pioneros al distinguir las exportaciones entre las denominadas normales y las de la industria maquiladora. Con esta distinción, el VAE superaba el 70% en las exportaciones de maquila y bajo el Programa de Importación Temporal para Producir Artículos de Exportación (Pitex). Es relevante señalar que las implicaciones del elevado VAE en las exportaciones han sido un tema central en el análisis de la industria maquiladora en México. Desde el inicio del Programa de la Industria Maquiladora de Exportación en 1965, la importación de partes y componentes provenientes de Estados Unidos se permitió siempre y cuando se procesaran y reexportaran a ese país (Gómez Vega, 2004; Dussel Peters, 2013). Ello explicaba el alto VAE, con origen principalmente en Estados Unidos. Por su parte, Blyde (2013) con datos a nivel de firma estima que, en promedio, las empresas exportadoras que participan en el programa IMMEX (que incluye maquila y Pitex) en 2013 lograban en sus exportaciones 24% de VAD. Además del bajo nivel de VAD de las exportaciones mexicanas, el autor señalaba su ligero declive frente a los resultados de años anteriores, aspectos que contrastaban con los de países como China. Otros estudios con conclusiones similares a las anteriores y que, además, destacan la escasa articulación productiva interna de las actividades de exportación son Fujii y Cervantes (2013); Castro y Cardozo (2020); Fuentes, Brugués y González (2020). Otro aspecto del análisis del comercio internacional en términos de VA consiste en mejorar la evaluación de los flujos comerciales entre países. Aguirre y Cardozo (2020) emplean el enfoque de VA para examinar las relaciones comerciales entre México y Estados Unidos, con base en el método propuesto por Wang et al. (2013). Encuentran que el análisis en términos de VA revela que México tiene un déficit comercial con Estados Unidos en manufacturas, algo contrario a lo que se observa con los datos del comercio en valores brutos.

		

		Recientemente, a la preocupación por la cuantía del VAE en las exportaciones mexicanas se ha incorporado el análisis de comercio bilateral, con especial interés en las relaciones entre México, China y Estados Unidos (Dussel Peters y Gallagher, 2013; Escaith, 2017; Dussel Peters, 2020; Seade, 2024; Sommers y Erb, 2024). Esos trabajos no distinguen entre el origen del VA en las exportaciones y se concentran en analizar cómo China había superado a México en el mercado estadounidense, al mismo tiempo que superaba a Estados Unidos en el mercado mexicano. Sin distinguir el origen de los insumos en las exportaciones, los autores concluían que el comercio entre los países mencionados continuaría con esas tendencias en el futuro. Un trabajo que vincula las investigaciones previas con el examen del origen del VA en las exportaciones es el de Morales (2022). Este autor analiza el cambio del VA proveniente de China en las exportaciones manufactureras mexicanas dirigidas a Estados Unidos y Canadá, con el uso de la metodología desarrollada por Borín y Mancini (2019) pero limitada a 2000-2014. Otro trabajo reciente que destaca el origen del VA en las exportaciones mexicanas es Dussel Peters y Pérez-Santillán (2025), en el que también se descompone el valor de las exportaciones en términos de VA y se distingue su origen. El trabajo pone el acento en el VAE de China en las exportaciones mexicanas, pero también en el de Estados Unidos. El periodo de estudio es similar al del presente trabajo, y se destaca la importancia de la participación de las empresas transnacionales con origen en Estados Unidos en las importaciones que México realiza para exportar y que han llevado al incremento del VA chino en las exportaciones mexicanas a Estados Unidos. A diferencia de trabajos como los anteriores, en este estudio se aporta evidencia del cambio en el origen del VAE (de acuerdo con los principales países y no sólo con origen en China) en las exportaciones manufactureras mexicanas y se contribuye, además, con la distinción entre exportaciones de maquila y no maquila.

		

		3. Metodología y datos

		

		Para examinar el origen, destino y cambio del VAE en las exportaciones manufactureras de México de 1995 a 2020, se utilizan indicadores desarrollados a partir de MIP interpaíses (ICIO por sus siglas en inglés). Se utilizan las ICIO publicadas por la OCDE en 2023. Estas matrices contienen información sobre 78 países, más el resto del mundo; se desagregan en 45 sectores. Una característica central de estas matrices es que los insumos se distinguen entre los de origen doméstico y los provenientes de otros países. 

		Para la descomposición del VA de las exportaciones brutas se sigue a Borin y Mancini (2019). La figura 1 muestra que las exportaciones brutas se desagregan en dos categorías principales: el contenido doméstico (CD) y el contenido externo (CE). Una de las ventajas del marco analítico utilizado es que tiene en cuenta que el CD puede estar incorporado en las exportaciones que finalmente se consumen como bienes finales o intermedios en el extranjero, mientras que otra parte puede estar integrada en las exportaciones que regresan al país de origen. Por ello, el CD de las exportaciones se divide en VAD y en doble contabilidad doméstica. A su vez, el VAD se divide en doméstico incorporado en el exterior y en valor en reflexión, lo que permite distinguir el VA interno, finalmente absorbido en el país de origen.

Figura 1. Descomposición de las exportaciones brutas
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		Fuente: elaboración propia con base en Borin y Mancini (2019).

		

		Por otra parte, el CE de las exportaciones se divide en VAE y en doble contabilidad externa. La doble contabilización se debe al comercio de ida y vuelta de productos intermedios. Cuanto mayor sea el valor de la doble contabilización, mayor será la intensidad de las actividades de producción compartida transfronteriza. Es importante señalar que el VAE puede desagregarse por país y por sector de origen, y estimarse únicamente para las exportaciones destinadas a un país determinado. Esta última ventaja se aprovecha en el presente documento. En este sentido, se privilegia la perspectiva del país exportador, que, en su conjunto, constituye el perímetro determinante para decidir si un producto debe clasificarse como VA interno o como doble contabilizado. La perspectiva del exportador también debe utilizarse al buscar una medida del VA en las exportaciones sectoriales o bilaterales.

		La propuesta de Borin y Mancini (2019), considera en la descomposición de las exportaciones brutas de la ecuación (1), la matriz inversa de Leontief B donde todos los encadenamientos de producción hacia atrás que preceden a un determinado flujo de exportación generan el problema de la doble contabilización. Por ello, aíslan los componentes de VA modificando la matriz B para segmentar el proceso de producción a lo largo de las fronteras del país exportador s. Para ello se utiliza la representación de la inversa de Leontief global B como una suma de series infinitas de la producción bruta generada en todas las etapas anteriores del proceso de producción:
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		Luego, se divide el proceso de producción a lo largo de las fronteras del país s eliminando sus vínculos intermedios de exportación en cualquier etapa de la serie anterior. Algebraicamente, esto equivale a dejar en cero los coeficientes de la matriz A que identifican la necesidad directa de insumos intermedios del país s (es decir, [image: ]):
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		Entonces, la matriz inversa de Leontief correspondiente es: 

		
			
				
				
			
			
				
						
						[image: A mathematical equation is displayed on a white background.
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		Nótese que B ᵴ es diferente de B. Borin y Mancini (2019) muestran la relación entre B ᵴ y la matriz inversa de Leontief global original. En particular, la siguiente relación se mantiene:
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		Donde i podría ser s o un país diferente. La relación de la ecuación (4) se utiliza para refinar la versión bilateral de la descomposición de las exportaciones, de modo que identifiquen los términos de VA y doble contabilización dentro de cada componente:
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		En (5), los dos primeros términos de la derecha corresponden al CD y, entre ellos, el primero se refiere al VAD y el segundo a la doble contabilización doméstica. En tanto, los términos tercero y cuarto de la derecha corresponden al VAE y a la doble contabilización externa; los dos términos en conjunto son igual al CE de las exportaciones. Por otra parte, en cuanto a los elementos internos se utiliza que: 
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		Esto significa que el VAD de las exportaciones en el enfoque basado en el origen se obtiene aislando todas las etapas de producción internas necesarias para producir los bienes exportados, ignorando el contenido nacional de los insumos importados:
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		Aquí, el VAD de las exportaciones representa el complemento del «contenido importado de las exportaciones» propuesto por Hummels et al. (2001) y corresponde a la medida del VA nacional propuesta por Johnson (2018), pero solo en el contexto de los dos países considerados por el autor. 

		

		Además del desglose del VA por país de origen, la literatura también ha considerado la relación con el mercado de absorción final (Johnson y Noguera, 2012; Koopman et al., 2014). Borin y Mancini (2019) indican que, en un contexto bilateral, se puede profundizar en los encadenamientos de producción hacia adelante y en las conexiones con la demanda final. Dado que podrían ocurrir infinitas rondas de producción antes de que un producto intermedio alcance la demanda final, se enfatiza identificar al importador directo, el segundo destino (potencial) de la reexportación, el país de finalización de los productos finales y el mercado de destino final. Como primer paso, los autores dividen las exportaciones bilaterales Esr en bienes finales (Ysr) e insumos intermedios requeridos por la producción del producto bruto del país r (Xr): 
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		En el país r, a su vez, los insumos intermedios importados de s se someten a una o más fases de procesamiento para producir productos finales para el consumo interno o bienes para la reexportación (tanto intermedios como finales):
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		Por lo tanto, las (re)exportaciones del país r pueden dividirse en bienes intermedios y productos finales como en (10):
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		Entonces, se pueden vincular los insumos intermedios importados por el país j con el país de finalización y el mercado de demanda final. Según las relaciones básicas de contabilidad insumo producto, todas las etapas restantes (y potencialmente infinitas) de la producción se contabilizan mediante B:
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		Luego, al combinar las ecuaciones (7 a 11) se obtiene una descomposición completa en origen del VAD y del VAE en las exportaciones bilaterales, ecuaciones 12 y 13:
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		Vale la pena recordar que los dos subíndices de la matriz de demanda final Y se refieren al país de finalización última y al mercado de absorción final. Se consideran entonces subporciones específicas de la matriz de demanda final, por ejemplo, para distinguir entre el VA interno finalmente absorbido en el país de origen s (es decir, los términos de “reflexión” en la terminología de Koompan et al., 2014) o en un mercado extranjero (es decir, las “exportaciones de VA“, o VAXsr, en la nomenclatura de Johnson y Noguera, 2012), ecuaciones 14 y 15 respectivamente:
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		Los dos primeros términos de la ecuación (15) representan el VA generado en s y absorbido directamente por el país importador r sin ninguna reexportación adicional (es decir, el “VA directamente absorbido en las exportaciones”, o DAVAXsr):
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		Las ecuaciones anteriores permiten la descomposición indicada en la figura 1.

		4. Resultados 

		La figura 2 muestra la descomposición del valor de las exportaciones brutas mexicanas de 1995 a 2020. En promedio, el CD representó el 64.2% del total, mientras que el CE fue del 35.8%. Al interior del CD, el VAD aportó 63.9 puntos porcentuales (pp) y la doble contabilización del VAD solo 0.3pp. De igual manera, el VAD se conformó por 63.4pp correspondientes al VAD absorbido en el exterior y por 0.5pp de valor en reflexión. Así, el mayor componente del CD es el VAD. Por lo que se refiere al CE, en promedio se compuso de 35.7pp de VAE y menos de 0.2pp se debieron a la doble contabilización del VAE. Dado que el componente principal del CE de las exportaciones mexicanas es el VAE, en las siguientes secciones el análisis se centra en su descomposición.

Figura 2. México: descomposición del valor de las exportaciones brutas, 1995-2020  (% de las exportaciones)

		[image: A graph shows a steady decline in the number of people in a city from 2000 to 2015.
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		Fuente: elaboración propia con datos de las ICIO-OCDE (2023).

		La figura 2 incluye la puesta en marcha del TLCAN ahora TMEC y ello coincide con una disminución del VAD que ha pasado de 67.9 a 64.7% mientras el VAE de 31.8 a 34.9% de 1995 a 2020. En términos agregados, el descenso del VAD y el ascenso del VAE en las exportaciones mexicanas no parecen tan pronunciados. Sin embargo, para obtener una imagen detallada del comportamiento del VAE, es importante analizarlo desagregado por país de origen, por tipo de producción (maquila o no maquila) y por sector de actividad económica.

		En cuanto al origen del VAE, la tabla 1 muestra que en 1995 quince países concentraban el 93.2% del total de VAE en las exportaciones mexicanas. Ese porcentaje se ha reducido hasta alcanzar un 87.8% en 2020, lo cual sugiere cierta diversificación. Por otra parte, del total del VAE incorporado en las exportaciones mexicanas, 64.6% provenía de Estados Unidos (esto es, 20.6 del total de 31.8pp de VAE en las exportaciones mexicanas). Además, es notorio que la participación de Estados Unidos como país de origen en el VAE decrece, a pesar de que el periodo incluye el funcionamiento del TLCAN, ahora el TMEC. Esto se encuentra en línea con los cambios en los socios comerciales de México de acuerdo con sus importaciones totales. Otro país que decrece como origen del VAE es Japón, en 1995 contribuía con 8.9% del total del VAE y para 2020 sólo aportó 4.9%. Canadá participaba con 2.6% en 1995 y en 2005 alcanzó 3.4%, sin embargo, para 2020 se mantuvo con 2.6%, ello a pesar de ser parte del TMEC.

		

Tabla 1. Origen del VAE en las exportaciones mexicanas, principales países, 1995, 2000, 2005, 2010 y 2020 (porcentaje del VAE total)

		
			
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
			
			
				
						
						Origen del VAE

					
						
						1995

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2000

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2005

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2010

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2015

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2020

					
				

				
						
						Estados Unidos

					
						
						64.6

					
						
						Estados Unidos

					
						
						64.9

					
						
						Estados Unidos

					
						
						45.4

					
						
						Estados Unidos

					
						
						40.3

					
						
						Estados Unidos

					
						
						41.7

					
						
						Estados Unidos

					
						
						37.2

					
				

				
						
						Japón

					
						
						8.9

					
						
						Japón

					
						
						6.6

					
						
						Japón

					
						
						9.2

					
						
						China

					
						
						12.8

					
						
						China

					
						
						17.3

					
						
						China

					
						
						21.4

					
				

				
						
						Alemania

					
						
						3.9

					
						
						Alemania

					
						
						3.2

					
						
						China

					
						
						6.9

					
						
						Japón

					
						
						7.3

					
						
						Japón

					
						
						5.5

					
						
						Japón

					
						
						4.9

					
				

				
						
						Canadá

					
						
						2.6

					
						
						Corea

					
						
						3

					
						
						Alemania

					
						
						4.2

					
						
						Corea

					
						
						5.1

					
						
						Corea

					
						
						4.5

					
						
						Corea

					
						
						4.3

					
				

				
						
						Corea

					
						
						2.1

					
						
						Canadá

					
						
						2.9

					
						
						Corea

					
						
						3.8

					
						
						Alemania

					
						
						4.1

					
						
						Alemania

					
						
						3.9

					
						
						Alemania

					
						
						4

					
				

				
						
						Francia

					
						
						1.7

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1.8

					
						
						Canadá

					
						
						3.4

					
						
						Resto del mundo

					
						
						3.4

					
						
						Canadá

					
						
						2.8

					
						
						Taiwan

					
						
						2.6

					
				

				
						
						Taiwan

					
						
						1.7

					
						
						Taiwan

					
						
						1.7

					
						
						Resto del mundo

					
						
						2.8

					
						
						Canadá

					
						
						3.2

					
						
						Resto del mundo

					
						
						2.4

					
						
						Canadá

					
						
						2.6

					
				

				
						
						Resto del mundo

					
						
						1.4

					
						
						China

					
						
						1.5

					
						
						Taiwan

					
						
						2.6

					
						
						Taiwan

					
						
						2.5

					
						
						Taiwan

					
						
						2.4

					
						
						Resto del mundo

					
						
						2

					
				

				
						
						Reino Unido

					
						
						1.3

					
						
						Francia

					
						
						1.3

					
						
						Brasil

					
						
						2

					
						
						Brasil

					
						
						1.4

					
						
						Italia

					
						
						1.3

					
						
						Malasia

					
						
						1.5

					
				

				
						
						Italia

					
						
						1.3

					
						
						Reino Unido

					
						
						1.2

					
						
						Italia

					
						
						1.7

					
						
						Italia

					
						
						1.3

					
						
						Malasia

					
						
						1.2

					
						
						Italia

					
						
						1.4

					
				

				
						
						España

					
						
						0.9

					
						
						Italia

					
						
						1.1

					
						
						Francia

					
						
						1.5

					
						
						Malasia

					
						
						1.2

					
						
						Brasil

					
						
						1.1

					
						
						India

					
						
						1.3

					
				

				
						
						Brasil

					
						
						0.8

					
						
						Suecia

					
						
						1.1

					
						
						Reino Unido

					
						
						1.4

					
						
						Francia

					
						
						1.2

					
						
						India

					
						
						1.1

					
						
						Brasil

					
						
						1.3

					
				

				
						
						China

					
						
						0.7

					
						
						Brasil

					
						
						1

					
						
						España

					
						
						1.3

					
						
						Reino Unido

					
						
						1

					
						
						Francia

					
						
						1.1

					
						
						Tailandia

					
						
						1.1

					
				

				
						
						Suiza

					
						
						0.6

					
						
						España

					
						
						0.7

					
						
						Singapore

					
						
						1

					
						
						España

					
						
						1

					
						
						España

					
						
						1.1

					
						
						Singapure

					
						
						1.1

					
				

				
						
						Singapure

					
						
						0.6

					
						
						Suiza

					
						
						0.5

					
						
						Malasia

					
						
						0.9

					
						
						Tailandia

					
						
						0.9

					
						
						Tailandia

					
						
						1

					
						
						Francia

					
						
						1.1

					
				

			
		

		Fuente: elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).

		Un aspecto que refleja el cambio en la integración productiva y comercial mexicana se observa en la creciente presencia de China como origen del VAE de las exportaciones. En 1995, apenas se encontraba entre los quince países con mayor aportación al VAE con 0.7% del total. En 2000, esa participación ya se había duplicado y para 2005, luego de la incorporación a la OMC en 2001, China ya era el tercer lugar. En 2010, China se estableció como el segundo lugar; su creciente presencia en el VAE de las exportaciones mexicanas se ha dado a la par de que México no mantiene un acuerdo de libre comercio con dicho país y si, por medio de las importaciones que realizan grandes empresas transnacionales –principalmente estadounidenses– que luego dirigen su producción al mercado de Estados Unidos (Dussel Peters y Pérez-Santillán 2025). De igual manera, este cambio coincide con la etapa en la que, de acuerdo con Chiquiar y Tobal (2019), las actividades mexicanas intensifican su participación en las CGV en industrias menos intensivas en mano de obra relativamente calificada. De esta manera, en 2020, China aportaba 21.4% del VAE total.

		Las matrices ICIO de la OCDE distinguen entre las manufacturas de maquila y de no maquila (sólo para México y China). Estas dos categorías se diferencian por el tipo de actividad económica que realizan y su relación con el comercio internacional. Las manufacturas de maquila son actividades en las que las empresas importan materias primas, componentes o partes para ser ensamblados, procesados o transformados en un país, y luego se reexportan como productos terminados o semielaborados (por ejemplo, en México, el programa IMMEX). Algunos ejemplos de estas actividades son las industrias textil, electrónica y automotriz, en las que los componentes se ensamblan en uno o varios países y se exportan a otros mercados; son actividades estrechamente vinculadas a las CGV. En tanto, las manufacturas de no maquila se refieren a la producción de bienes en las que, generalmente, las empresas son dueñas de los insumos y controlan la mayor parte del proceso de producción, desde la adquisición de materias primas hasta la venta del producto final. Estas manufacturas están orientadas a satisfacer la demanda doméstica o a los intercambios internacionales tradicionales. Se espera entonces, que las exportaciones de manufacturas de maquila presenten mayor VAE en comparación con las de otras actividades. La figura 3, muestra que, en promedio, de 1995 a 2020, 48.9% de las exportaciones totales realizadas por México correspondieron a exportaciones de maquila. Sobresale la diferencia en la participación del VAE en las exportaciones de maquila frente a las de no maquila: en las primeras el VAE fue de casi 60% en promedio, mientras que en las segundas sólo representó 9.0%. 

Figura 3. Exportaciones de maquila (% de las exportaciones totales) y VAE (% de las exportaciones),

		1995-2020.

		[image: A graph shows the number of births per year from 1980 to 2010.
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		Fuente: elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).

		

		El resultado coincide con lo encontrado por De la Cruz et al. (2011). Si el VAE tiene una mayor presencia en las exportaciones de maquila, es relevante observar cuáles son los principales países de origen de ese VAE y cómo han cambiado a lo largo del tiempo. A continuación, la tabla 2 muestra el origen del VAE de las exportaciones de maquila mexicanas; los principales países que contribuyen al VAE son prácticamente los mismos que los observados en las exportaciones totales. 


Tabla 2. Origen del VAE en las exportaciones de maquila mexicanas, principales países, 1995, 2000, 2005, 2010 y 2020 (porcentaje del VAE total)

		
			
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
			
			
				
						
						Origen del VAE

					
						
						1995

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2000

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2005

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2010

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2015

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2020

					
				

				
						
						Estados Unidos

					
						
						41.7

					
						
						Estados Unidos

					
						
						45.1

					
						
						Estados Unidos

					
						
						31.9

					
						
						Estados Unidos

					
						
						27.1

					
						
						Estados Unidos

					
						
						27.6

					
						
						Estados Unidos

					
						
						24.4

					
				

				
						
						Japón

					
						
						5.8

					
						
						Japón

					
						
						4.4

					
						
						Japón

					
						
						6.8

					
						
						China

					
						
						9.4

					
						
						China

					
						
						13.3

					
						
						China

					
						
						16.5

					
				

				
						
						Alemania

					
						
						2.4

					
						
						Alemania

					
						
						2.1

					
						
						China

					
						
						4.8

					
						
						Japón

					
						
						5.4

					
						
						Japón

					
						
						4.1

					
						
						Japón

					
						
						3.7

					
				

				
						
						Canadá

					
						
						1.4

					
						
						Corea

					
						
						2

					
						
						Alemania

					
						
						2.9

					
						
						Corea

					
						
						3.7

					
						
						Corea

					
						
						3.3

					
						
						Corea

					
						
						3.2

					
				

				
						
						Corea

					
						
						1.3

					
						
						Canadá

					
						
						1.8

					
						
						Corea

					
						
						2.7

					
						
						Alemania

					
						
						2.8

					
						
						Alemania

					
						
						2.7

					
						
						Alemania

					
						
						2.9

					
				

				
						
						Taiwan

					
						
						1.1

					
						
						Taiwan

					
						
						1.1

					
						
						Canadá

					
						
						2.2

					
						
						Canadá

					
						
						2.1

					
						
						Taiwan

					
						
						1.7

					
						
						Taiwan

					
						
						2

					
				

				
						
						Francia

					
						
						1

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1

					
						
						Taiwan

					
						
						1.8

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1.9

					
						
						Canadá

					
						
						1.7

					
						
						Canadá

					
						
						1.6

					
				

				
						
						Italia

					
						
						0.7

					
						
						Francia

					
						
						0.8

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1.7

					
						
						Taiwan

					
						
						1.8

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1.3

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1.2

					
				

				
						
						Resto del mundo

					
						
						0.7

					
						
						Brasil

					
						
						0.8

					
						
						Brasil

					
						
						1.7

					
						
						Brasil

					
						
						1.1

					
						
						Malasia

					
						
						0.9

					
						
						Malasia

					
						
						1.2

					
				

				
						
						Reino Unido

					
						
						0.6

					
						
						China

					
						
						0.8

					
						
						Italia

					
						
						1.1

					
						
						Italia

					
						
						0.9

					
						
						Italia

					
						
						0.9

					
						
						Brasil

					
						
						1

					
				

				
						
						Brasil

					
						
						0.6

					
						
						Reino Unido

					
						
						0.7

					
						
						Francia

					
						
						1.1

					
						
						Malasia

					
						
						0.9

					
						
						Brasil

					
						
						0.9

					
						
						Italia

					
						
						1

					
				

				
						
						España

					
						
						0.6

					
						
						Suecia

					
						
						0.7

					
						
						España

					
						
						0.9

					
						
						Francia

					
						
						0.8

					
						
						India

					
						
						0.8

					
						
						India

					
						
						1

					
				

				
						
						Malasia

					
						
						0.3

					
						
						Italia

					
						
						0.7

					
						
						Reino Unido

					
						
						0.9

					
						
						Tailandia

					
						
						0.7

					
						
						Tailandia

					
						
						0.8

					
						
						Tailandia

					
						
						0.9

					
				

				
						
						Singapure

					
						
						0.3

					
						
						España

					
						
						0.4

					
						
						Malasia

					
						
						0.7

					
						
						España

					
						
						0.7

					
						
						Francia

					
						
						0.8

					
						
						Singapure

					
						
						0.8

					
				

				
						
						China

					
						
						0.3

					
						
						Suiza

					
						
						0.3

					
						
						Singapure

					
						
						0.7

					
						
						Singapure

					
						
						0.6

					
						
						España

					
						
						0.7

					
						
						Francia

					
						
						0.7

					
				

			
		

		Fuente: elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).

		Al igual que en las exportaciones totales, en las de manufacturas de maquila destaca el papel ascendente de China por su aportación, mientras Estados Unidos, se mantiene como el principal origen del VAE, pero con una participación decreciente. Otras economías, como Japón, Corea y Alemania, se mantienen entre los principales orígenes del VAE, aunque sólo las dos últimas logran incrementos en su participación. 

		

		En cuanto a la participación del VAE en las exportaciones por sector y tipo de producción es posible distinguir la presencia del VAE en cada tipo o sector de exportaciones en las manufacturas, y es notoriamente más alto en las manufacturas de maquila, en las que en 2020 llega a representar 77.8% (correspondiente al sector equipos informáticos, eléctricos y ópticos) mientras las del sector vehículos de motor, remolques y semirremolques (sector automotriz) son las terceras por el VAE en las exportaciones de maquila con 56.7%; y 46.1% y 21.0% para las exportaciones totales y de no maquila respectivamente (véase figura 4).

		En el anexo se incluye la figura 1A similar a la 4, pero con datos de 1995. Ya desde entonces, la participación del VAE es mayor en las exportaciones de manufacturas de maquila que en las de no maquila y en las totales. Los principales sectores por su VAE eran equipos informáticos, eléctricos y ópticos; productos farmacéuticos; productos químicos medicinales y botánicos y las manufacturas de vehículos de motor, remolques y semirremolques. Por su parte, las manufacturas con menor VAE corresponden a tradicionales como textiles, cuero y calzado y alimentos, bebidas y tabaco, que a su vez participan en menor medida en las exportaciones. Además, los niveles de VAE en las exportaciones sectoriales son mayores en 2020 que los registrados en 1995, en la mayoría de los casos. 

Figura 4. VAE en las exportaciones manufactureras por tipo (% de las exportaciones), 2020

		[image: A graph shows three lines, one of which is labeled "Penis."
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		Fuente: elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).

		Figura 5. VAE en las exportaciones manufactureras de maquila 1995 y 2020 y participación en las exportaciones 2020 (%)

		[image: ]

		Fuente: elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).

		

		La figura 5 confirma que de 1995 a 2020 la mayor parte de las manufacturas de maquila incrementaron el porcentaje de VAE en sus exportaciones con excepción de productos alimenticios, bebidas y tabaco (-9.4pp menos); metales básicos (-8.3pp); otros productos minerales no metálicos (-5.6pp); vehículos de motor, remolques y semirremolques (-4.8pp); y madera y productos de madera y corcho (-0.9). Los sectores mencionados se encuentran por debajo de la recta de 45°, mientras que los que están por encima de dicha recta registraron un incremento en el VAE de sus exportaciones (12 de 17 sectores considerados). El tamaño de los círculos que representan a cada sector se encuentra ponderado por su participación en las exportaciones; lo que distingue a las manufacturas de vehículos de motor, remolques y semirremolques, que tenían la mayor participación en 2020, con 24.9% de las exportaciones totales. Este sector resulta de interés porque combina el descenso en el VAE (al pasar de 58.2 a 56.7%) con un incremento en la participación en las exportaciones (de 14.7 a 24.9%,) de 1995 a 2020.

		Las manufacturas de equipos informáticos, eléctricos y ópticos concentraban 16.4% de las exportaciones en 1995 y 15.1% en 2020, mientras que, en esos años, el VAE se incrementó en 4.4pp al pasar de 65.8 a 70.1%. Si bien las manufacturas de maquila que entre 1995 y 2020 disminuyeron el VAE en sus exportaciones concentraban en el último año 57.7% de las exportaciones totales; aquellas con incremento en el VAE aún aportaban 42.3% de las exportaciones totales. Este hecho podría considerarse un aspecto positivo en el sentido de incrementar el VAD en esas exportaciones, pero ello requiere un análisis que, por el momento, queda más allá del alcance de esta investigación. Por ejemplo, en el caso de las manufacturas del sector automotriz, hacia finales del siglo XX se señalaba una conversión del modelo de sustitución de importaciones a uno de exportación, con el TLCAN como principal impulsor de la integración con el mercado estadounidense, lo que, de acuerdo con Carrillo (2000), elevó las exportaciones de menos del 1% en 1975 a 74% en 1997. Enseguida, ya en el siglo XXI, Carrillo (2004) expone que las iniciativas orientadas a atraer inversión extranjera directa y a formar clústeres sectoriales mejoraron el aprendizaje técnico, aunque no lograron un avance sustancial en el desarrollo de proveedores locales. Ya en años más recientes, casos como el estudiado por Martínez-Martínez y Carrillo-Viveros (2019) resaltan la promoción de infraestructura especializada, programas de capacitación y soporte para la certificación, como medios que han contribuido a aumentar la inversión extranjera y la calificación de proveedores en Guanajuato. Los avances en este sector presentan claroscuros, Lampón et al. (2018) evidencian que las empresas mexicanas continúan operando mayormente como proveedoras básicas, con niveles de innovación y de integración en la cadena de valor inferiores a los de contrapartes internacionales, lo que limita la incorporación de mayor VAD.

		

		Las manufacturas de equipos informáticos, eléctricos y ópticos se caracterizan por estar vinculadas a empresas multinacionales y por exportar bienes de alta tecnología, pero con escaso VAD. De ahí el interés por analizar las políticas públicas en México dirigidas a aumentar el VAD. Autores como Dutrénit (2015) enfatizan el impulso a la innovación como elemento para incrementar el VAD. Existe consenso en la necesidad de la intervención estatal para apoyar la diversificación productiva e incrementar las actividades de VA, pero también se han identificado debilidades en la implementación de políticas y la necesidad de nuevas herramientas analíticas (López y Muñoz, 2015). 

		Finalmente, al analizar el origen del VAE de las exportaciones por sector, la atención se concentra en los dos sectores ya mencionados por sus cambios en el VAE y su participación en las exportaciones. Desde luego, un análisis similar podría realizarse para cada uno de los sectores, pero ello rebasa los objetivos de este trabajo. La tabla 3 muestra que entre 1995 y 2020 los principales países de origen del VAE en las exportaciones de maquila de estos sectores han cambiado drásticamente. En equipos informáticos, eléctricos y ópticos se observa el desplazamiento de Estados Unidos mientras China se convierte en el principal. Además de China, otras economías de Asia avanzan en este sector como principales fuentes del VAE. Para las exportaciones de no maquila del mismo sector los resultados son similares, aunque no tan acentuados.

Tabla 3. Origen del VAE en las exportaciones de maquila de sectores seleccionados, 1995 y 2020

		(porcentaje del VAE total)

		
			
				
				
				
				
				
				
				
				
				
			
			
				
						
						Manufacturas de equipos informáticos, eléctricos y ópticos

					
						
						
						Manufacturas de vehículos de motor, remolques y semirremolques

					
				

				
						
						Origen del VAE

					
						
						1995

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2020

					
						
						
						Origen del VAE

					
						
						1995

					
						
						Origen del VAE

					
						
						2020

					
				

				
						
						Estados Unidos

					
						
						43

					
						
						China

					
						
						28.7

					
						
						
						Estados Unidos

					
						
						35.2

					
						
						Estados Unidos

					
						
						20.4

					
				

				
						
						Japón

					
						
						8.5

					
						
						Estados Unidos

					
						
						13.3

					
						
						
						Japón

					
						
						4.7

					
						
						China

					
						
						9.2

					
				

				
						
						Corea

					
						
						1.9

					
						
						Corea

					
						
						5.3

					
						
						
						Alemania

					
						
						3.5

					
						
						Japón

					
						
						3.3

					
				

				
						
						Taiwán

					
						
						1.6

					
						
						Japón

					
						
						4

					
						
						
						Canadá

					
						
						1.3

					
						
						Alemania

					
						
						2.9

					
				

				
						
						Alemania

					
						
						1.2

					
						
						Taiwán

					
						
						4

					
						
						
						Francia

					
						
						1

					
						
						Corea

					
						
						2

					
				

				
						
						Canadá

					
						
						1

					
						
						Malasia

					
						
						3

					
						
						
						Taiwán

					
						
						0.7

					
						
						Canadá

					
						
						1.5

					
				

				
						
						Francia

					
						
						0.9

					
						
						Alemania

					
						
						2

					
						
						
						Corea

					
						
						0.7

					
						
						India

					
						
						1.1

					
				

				
						
						Malasia

					
						
						0.7

					
						
						Singapure

					
						
						1.8

					
						
						
						España

					
						
						0.7

					
						
						Brasil

					
						
						1.1

					
				

				
						
						Singapure

					
						
						0.7

					
						
						Tailandia

					
						
						1.6

					
						
						
						Italia

					
						
						0.7

					
						
						Italia

					
						
						0.9

					
				

				
						
						Reino Unido

					
						
						0.5

					
						
						Filipinas

					
						
						1.2

					
						
						
						Brasil

					
						
						0.6

					
						
						Resto del mundo

					
						
						0.9

					
				

				
						
						Italia

					
						
						0.4

					
						
						Resto del mundo

					
						
						1.1

					
						
						
						Reino Unido

					
						
						0.6

					
						
						Taiwán

					
						
						0.9

					
				

				
						
						Resto del mundo

					
						
						0.4

					
						
						Vietnam

					
						
						0.9

					
						
						
						Resto del Mundo

					
						
						0.4

					
						
						España

					
						
						0.6

					
				

				
						
						China

					
						
						0.5

					
						
						Canadá

					
						
						0.7

					
						
						
						China

					
						
						0.3

					
						
						Francia

					
						
						0.6

					
				

				
						
						Suecia

					
						
						0.3

					
						
						Italia

					
						
						0.7

					
						
						
						Suiza

					
						
						0.2

					
						
						Tailandia

					
						
						0.5

					
				

				
						
						Tailandia

					
						
						0.3

					
						
						Suiza

					
						
						0.6

					
						
						
						Bélgica

					
						
						0.2

					
						
						Reino Unido
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		Fuente:  elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).

		En lo que se refiere a las exportaciones de vehículos de motor, remolques y semirremolques, los cambios en los países de origen del VAE de las exportaciones de maquila contrastan con el comportamiento del sector anterior. En este sector, el principal país de origen es Estados Unidos, que, pese a disminuir su participación, mantiene el primer lugar. China se ha convertido en la segunda fuente, mientras que el resto de los principales mantiene sus posiciones con cambios no tan abruptos en sus participaciones. En resumen, el examen del origen del VAE por sectores distingue la distinta integración productiva y comercial de estas actividades en sus respectivas CGV. 

		

		5. Conclusiones y recomendaciones

		En este trabajo se contribuye al análisis de la cuantía del VAE incorporado en las exportaciones mexicanas, y, además, se examina su origen y cómo ha cambiado en los últimos años. 

		Para el periodo 1995-2020, en promedio, el CD representó el 64.2% del valor de las exportaciones brutas mexicanas, mientras que el CE representó el 35.8%. Al interior del CD, el VAD aportó 63.9pp, mientras el CE se compuso en promedio de 35.7pp de VAE. En los años considerados el descenso del VAD y el ascenso del VAE en las exportaciones mexicanas no parecen tan pronunciados, esto es, una disminución del VAD al pasar de 67.9 a 64.7% mientras el VAE de 31.8 a 34.9%.

		

		En cuanto al origen del VAE, en 1995 quince países concentraban 93.2% del total de VAE en las exportaciones mexicanas. Ese porcentaje se ha reducido hasta alcanzar 87.8% en 2020, lo que sugiere cierta diversificación en el origen. Sobresale que, del total del VAE incorporado en las exportaciones mexicanas, la mayor parte proviene de Estados Unidos, el cual en 1995 aportaba 64.6% del VAE (esto es, 20.6 del total de 31.8pp de VAE en las exportaciones mexicanas), pero para 2020 sólo 37.2%. La participación de Estados Unidos como país de origen en el VAE decrece a lo largo del periodo de estudio a pesar del TLCAN, ahora TMEC.

		Otros países que decrecen como origen del VAE son Japón, en 1995 contribuía con 8.9% del total del VAE y para 2020 sólo aportó 4.9% y Canadá participaba con 2.6% del VAE en 1995 y en 2005 alcanzó 3.4%, sin embargo, para 2020 se mantuvo con 2.6%, ello a pesar de ser parte del TMEC. 

		El principal cambio en la integración productiva y comercial mexicana se observa en la creciente presencia de China como origen del VAE de las exportaciones mexicanas. En 1995, apenas se encontraba entre los quince países con mayor aportación al VAE con 0.7% del total, mientras que en 2020 alcanzó 21.4% del VAE total (esto es, 7.5pp del total de 34.9pp de VAE en las exportaciones mexicanas).

		Al tener en cuenta el tipo de exportaciones, en promedio, de 1995 a 2020, 48.9% de las exportaciones totales realizadas por México fueron de maquila. Destaca la diferencia en la participación del VAE en las exportaciones de maquila versus las de no maquila; en las primeras en promedio el VAE fue de casi 60%, mientras en las segundas sólo representó 9.0%. En las exportaciones de maquila, los principales cambios en el origen del VAE son similares a los de las exportaciones totales, descenso de la participación de Estados Unidos e incremento de la de China. En los principales sectores de exportación, como las manufacturas de maquila del sector de equipos informáticos, eléctricos y ópticos y del sector automotriz, en 2020 el VAE superaba el 50%. Las exportaciones de maquila de manufacturas de vehículos de motor, remolques y semirremolques tuvieron la mayor participación en 2020, con 24.9% de las exportaciones totales. Este sector resulta de interés porque combina el descenso en el VAE (al pasar de 58.2 a 56.7%) con un incremento en la participación en las exportaciones (de 14.7 a 24.9%) de 1995 a 2020. De igual manera, en este sector, aunque la participación de Estados Unidos como origen del VAE disminuye, se mantiene como la principal fuente.

		

		 La participación de los sectores productivos mexicanos ha cambiado a lo largo del periodo de estudio en términos de VAE, cuantía y origen. Los cambios reflejan procesos de transformación de mediano plazo en la integración productiva y comercial de México en las CGV. La creciente presencia de China en el VAE en las exportaciones mexicanas ha sido un proceso de al menos un par de décadas, con un avance sostenido y concentrado en ciertas actividades como la manufactura de equipos informáticos, eléctricos y ópticos. Conocer este proceso implica saber que el diseño de políticas industriales orientadas a sustituir importaciones, particularmente de China, tomará tiempo para ofrecer resultados sin omitir que dichas políticas deben estar alineadas con las estrategias de las empresas que realizan las importaciones (Dussel Peters y Pérez-Santillán 2025). 

		En el periodo de estudio, el VAE en las exportaciones manufactureras se incrementa mientras decrece la participación de Estados Unidos. Para el entramado productivo nacional eso implica una menor articulación productiva con Norteamérica, mientras los vínculos con otras regiones, especialmente Asia (China) se incrementan. El incremento del VAE (incluida su diversificación) implica una menor articulación entre las actividades dedicadas a la exportación y el resto del aparato productivo doméstico. De acuerdo con Pérez-Santillán (2019), una mayor articulación interna se relaciona con mayores efectos en términos de empleos y capacidades productivas al escalar en las CGV. En términos de desarrollo industrial, esto significa densificar el tejido productivo doméstico, reducir la dependencia de insumos importados y la integración productiva con el exterior. 

		La reducción del VAE requiere del diseño de políticas que incentiven la incorporación de contenido local e incrementen el VAD. Entre los elementos a considerar se encuentran: identificar en qué sector o sectores es prioritario o más factible lograr ese objetivo; así como las opciones de política disponibles. No se debe omitir que, en México, es relevante elevar el contenido regional en el marco del T-MEC y dadas las condiciones geopolíticas que limitan las opciones de integración económica más allá de Norteamérica. Por ello, la disminución del VAE pasa por el descenso de las importaciones provenientes de fuera de Norteamérica, en especial de Asia. Una opción es utilizar políticas de requisitos de contenido local para promover el abastecimiento local de insumos, con el objetivo de impulsar industrias estratégicas ya sea en la fase inicial o final de las CGV; combinadas con políticas de tipo contraprestación –quid pro quo– (Fernandes y Reed, 2026) en materia de transferencia de tecnología, en las que los gobiernos exigen a las empresas extranjeras formar empresas conjuntas con las nacionales para acceder a la producción para exportar.

		

		De igual manera, las respuestas de política pública ante fenómenos como el nearshoring deben considerar que existen desafíos importantes para desarrollar medidas efectivas que fortalezcan la posición de México en las CGV. Examinar cómo han avanzado otras economías en estos escenarios podría reforzar las ventajas que ofrece México como destino de esas relocalizaciones, que, en el mejor de los casos, deberían asociarse a un mayor contenido de VAD en las exportaciones que generen. 

		Anexo

		Figura 1A. VAE en las exportaciones manufactureras por tipo (% de las exportaciones), 1995
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		Fuente: elaboración propia con base en ICIO-OCDE (2023).
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		Resumen. Este artículo examina el proteccionismo como componente estructural del desarrollo económico, desafiando la narrativa que lo presenta como una anomalía. A partir de la evidencia histórica, se demuestra que las principales potencias han recurrido sistemáticamente a políticas activas de protección. En segundo lugar, se analiza la reconfiguración contemporánea del proteccionismo en Estados Unidos, reflejada en la guerra comercial con China y en la agenda industrial impulsada durante la administración de Trump, ambas enmarcadas en la seguridad nacional y la resiliencia productiva. Finalmente, se discuten las implicaciones para América Latina. El artículo concluye que la región enfrenta la urgencia de redefinir su modelo económico mediante una estrategia industrial mixta que combine coordinación estatal con instrumentos de mercado, apertura selectiva y cooperación productiva regional.
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		Trade war and protectionism in the United States: challenges for Latin America

		Abstract. This article examines protectionism as a structural component of economic development, challenging the narrative that presents it as an anomaly. Based on historical evidence, the article demonstrates that major powers have systematically resorted to active protectionist policies. Second, it analyzes the contemporary reconfiguration of protectionism in the United States, as seen in the trade war with China and the industrial agenda promoted during the Trump administration. Both of these are framed in terms of national security and productive resilience. Finally, the article discusses the implications for Latin America. The article concludes that the region urgently needs to redefine its economic model through a mixed industrial strategy that combines state coordination with market instruments, selective openness and regional productive cooperation.

		Key words: protectionism; industrial policy; trade war; United States; Latin America.

		

		1. Introducción

		La guerra comercial actual confirma una tendencia de largo plazo: el proteccionismo ha acompañado históricamente a los procesos de desarrollo. Las políticas arancelarias, las restricciones tecnológicas y los subsidios industriales de los dos últimos siglos revelan la persistencia del proteccionismo como rasgo estructural de las trayectorias de industrialización de las grandes potencias. El objetivo de este artículo es contribuir al debate en torno a tres dimensiones centrales. 

		En primer lugar, se busca cuestionar la idea –difundida globalmente a través del Consenso de Washington– de que el libre comercio constituye la ruta supuestamente universal hacia el desarrollo. En contraste, la evidencia histórica demuestra que las economías actualmente avanzadas consolidaron sus estructuras productivas mediante el uso sistémico de políticas de protección y promoción industrial (Chang, 2002). En segundo lugar, el artículo examina la reconfiguración contemporánea de políticas proteccionistas en el caso estadounidense. La agenda económica de la administración Trump, visible en la guerra comercial, representa un ajuste estratégico orientado a revertir la desindustrialización, cuyos resultados en términos de reindustrialización efectiva siguen siendo limitados. 

		Este giro se refleja en medidas como la aplicación de la Sección 232 de la Ley de Expansión Comercial de 1962 a sectores estratégicos, la imposición de aranceles a China y la incorporación de la seguridad nacional como eje legitimador de la política industrial (The White House, 2025; USTR, 2025). Documentos oficiales, como The President’s 2025 Trade Policy Agenda, presentan la pérdida de empleos manufactureros, el déficit comercial y la dependencia tecnológica como amenazas directas a la prosperidad y la seguridad nacional. En este sentido, el proteccionismo se reconfigura bajo un nuevo lenguaje de “resiliencia productiva”, combinando el nacionalismo económico y la planificación industrial como herramientas de poder geopolítico.

		Bajo esta perspectiva, el alcance de la guerra comercial trasciende el terreno arancelario: se expresa también en la pugna por la supremacía tecnológica y en la redefinición de las cadenas de valor estratégicas. El plan de reindustrialización impulsado por Estados Unidos se convierte en un caso paradigmático, al poner de relieve que la industria ocupa, ahora de manera más visible, un lugar central en la competencia global. Esta orientación confirma el “retorno” de un Estado activo en la definición de políticas industriales, en abierta contradicción con décadas de predominio del libre mercado como dogma, confirmando que la intervención estatal constituye, en realidad, una condición necesaria para el desarrollo.

		

		Finalmente, esta reconfiguración plantea un desafío ineludible para América Latina. Mientras potencias como Estados Unidos revalidan políticas industriales activas, la región ha profundizado su apertura comercial sin una estrategia sólida de diversificación ni coordinación regional. Entre 2000 y 2022, los aranceles promedio en América Latina descendieron de manera sostenida, situándose entre 1.47% y 5.81% (véase tabla 4), incluso frente a socios que han reforzado sus políticas de protección estratégica. Este patrón de liberalización, heredero del Consenso de Washington, ha contribuido a la desindustrialización, a la especialización primaria y a una alta dependencia de las exportaciones de bajo valor agregado (Khan y Blankenburg, 2009).

		En este marco, el artículo propone abrir el debate sobre la necesidad de una política industrial mixta, que combine las dimensiones nacional y regional. En el plano nacional, ello supone articular la coordinación estatal con los mecanismos del mercado y las políticas de incentivo para promover sectores clave –como la agroindustria, la salud o las tecnologías verdes–, fortaleciendo la capacidad estatal de planificación, inversión e innovación. En el plano regional, implica avanzar hacia una integración pragmática basada en cadenas de valor latinoamericanas, que permitan vincular recursos naturales, capacidades manufactureras y tecnologías complementarias entre países. 

		Una estrategia de este tipo permitiría articular una inserción internacional inteligente con el desarrollo de sectores productivos propios, orientados a diversificar la economía, aumentar el valor agregado de las exportaciones y fortalecer la soberanía económica de América Latina. De no adoptarse esta es-trategia, la región corre el riesgo de quedar nuevamente confinada al rol de proveedora de insumos primarios –como cobre, petróleo o productos agrícolas– sin avanzar en la construcción de capacidades productivas, profundizando el rezago estructural y la dependencia de un modelo extractivo.

		El artículo se divide en cinco partes: tras esta introducción, la segunda sección aborda el proteccionismo como componente histórico del desarrollo económico de las principales potencias industriales. La tercera sección evalúa la  reconfiguración actual del proteccionismo estadounidense, especialmente durante la guerra comercial y el mandato de Trump. La cuarta sección explora los desafíos que enfrenta América Latina ante este escenario y esboza una estrategia mixta de desarrollo productivo para la región. La quinta y última sección presenta las conclusiones. 

		

		2. El proteccionismo como norma histórica del desarrollo

		La guerra comercial y las medidas proteccionistas que la acompañan no son una anomalía en un orden internacional que se proclama liberal. Más bien, reafirman la distancia entre ese discurso de apertura irrestricta y las prácticas efectivas que han guiado el desarrollo económico. Contrario al relato dominan-te sobre un progreso basado en el libre comercio, los países a los que hoy se les denomina “desarrollados” –como el Reino Unido, Estados Unidos, Alemania o Japón– recurrieron, en sus etapas de industrialización, a políticas económicas altamente activas y dirigidas desde el Estado (Chang, 2002). Estas incluyeron protección arancelaria, subsidios a industrias nacientes, y fuertes inversiones públicas en infraestructura y manufactura. El proteccionismo selectivo, la intervención estatal y la construcción de capacidades productivas fueron condiciones centrales del ascenso económico de estas naciones. Una vez alcanzado un nivel tecnológico suficiente, impulsaron el discurso del libre comercio como regla universal, al tiempo que restringían la posibilidad de que  otros países replicaran el mismo camino: lo que Chang (2002) denomina “patear la escalera” (kicking away the ladder).

		Lejos de limitarse a la fase de convergencia con economías más avanzadas, las políticas industriales, comerciales y tecnológicas continuaron tras alcanzar posiciones de liderazgo. El Reino Unido a comienzos del siglo XIX y Estados Unidos a inicios del siglo XX mantuvieron regímenes de protección en sectores estratégicos, lo que refuerza la idea de que el proteccionismo y la intervención estatal no fueron anomalías transitorias, sino componentes estructurales de sus trayectorias de desarrollo (Chang, 2002). Además de los aranceles y subsidios, recurrieron a reintegros arancelarios a las exportaciones y a transferencias tecnológicas. Estas últimas abarcaron tanto estrategias legales como prácticas ilegales, entre las que se incluyen el no reconocimiento de patentes extranjeras, el contrabando de equipos prohibidos e incluso el espionaje industrial (Chang, 2002). En conjunto, estas políticas muestran que el desarrollo económico de los países hoy desarrollados ha estado profundamente entrelazado con la intervención estatal activa, y no con las reglas de libre comercio que hoy se promueven para el Sur Global.

		Los datos de la tabla 1 ilustran esta dinámica. El Reino Unido aplicó aranceles muy elevados (45-55% en 1820) para proteger manufacturas nacientes, como la textil. Tras alcanzar una posición de supremacía económica mundial, inició un viraje hacia la liberalización. La derogación de las Corn Laws en 1846 marcó el comienzo de un régimen de libre comercio que se consolidó en la década de 1860 y situó los aranceles en torno al 0% hacia 1875. Sin embargo, esta apertura descansaba en la superioridad industrial del país y estaba entrelazada con su política imperial, lo que le permitió promover e incluso imponer el libre comercio global, ya sea mediante la colonización o tratados desiguales (Chang, 2002).

		

		Estados Unidos siguió una trayectoria similar, aunque en una fase posterior. Durante el siglo XIX y las primeras décadas del XX, mantuvo aranceles sobre manufacturas a menudo por encima del 40%, fortaleciendo su base industrial frente a Europa. Aunque el proteccionismo tenía raíces tempranas –con aranceles ya elevados en la década de 1820–, la Guerra Civil (1861-1865) marcó, como documenta Irwin (2017), un punto de inflexión en la consolidación de esta política. Durante el conflicto, las tarifas se incrementaron significativamente, y tras la guerra, los republicanos lograron formar una coalición con suficiente peso político como para impedir cualquier intento serio de reducir los aranceles. Esta coalición se apoyó en los intereses manufactureros del norte del país –concentrados en regiones densamente pobladas–, que les otorgaron una base política sólida (Irwin, 2017). Solo después de la Segunda Guerra Mundial, con supremacía tecnológica y productiva, Estados Unidos comenzó a abanderar la liberalización comercial global (véase tabla 1).
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		Alemania recurrió a un proteccionismo creciente como parte de una estrategia deliberada de catch-up, articulada en torno al pensamiento de Friedrich List. Aunque List valoraba el libre comercio como un ideal de largo plazo, sostenía que este solo era viable entre naciones con niveles de desarrollo semejantes; en caso de existir desigualdades, defendía la aplicación de aranceles temporales para proteger a las industrias nacientes (Hagemann, 2020). Esta visión influyó en los debates comerciales de mediados del siglo XIX: mientras el Zollverein, la unión aduanera formada en 1834 bajo la dirección prusiana, tendía inicialmente hacia el libre comercio, en 1848 los seguidores de List impul-saron medidas arancelarias para proteger la industria nacional. Tras la unificación, el giro proteccionista se consolidó con los aranceles de Bismarck de 1879, aceptados incluso por economistas antes liberales (Hagemann, 2020). Como refleja la tabla 1, los aranceles pasaron de 4-6% en 1875 a un 13% en 1913.

		La tabla 2 muestra los aranceles promedio de los países desarrollados frente a los países en desarrollo entre 2000 y 2022. Estados Unidos, Reino Unido, Alemania y Japón mantienen aranceles bajos, generalmente por debajo del 5%, lo que refleja la consolidación de políticas de liberalización tras alcanzar la supremacía económica. En contraste, los países en proceso de catch-up, como India, Brasil o China, han aplicado aranceles más altos, aunque con una tendencia a la reducción. Esta disminución, sin embargo, no siempre responde a un proceso de desarrollo interno ya culminado, sino a presiones externas de liberalización ejercidas a través de instituciones financieras internacionales y de acuerdos comerciales. Un ejemplo es India, que inició su apertura a comienzos de la década de 1990 bajo un programa de ajuste estructural impulsado por el Fondo Monetario Internacional (FMI), lo que ayuda a explicar el marcado descenso de sus aranceles del 23.36% en 2000 al 4.47% en 2022.

		

		La tabla 3 presenta sectores seleccionados para Estados Unidos, Reino Unido, Alemania y Japón en 2000 y 2022, mostrando que, pese a la reducción general de aranceles de la tabla 2, las economías desarrolladas mantienen protección selectiva en sectores estratégicos. Estas áreas concentran millones de empleos, poseen peso político y, en algunos casos, se vinculan con la seguridad alimentaria. Por ejemplo, en el ámbito agrícola, Japón aplica en 2022 un 13.16% sobre productos vegetales y 15.82% sobre animales; Alemania, 11.97% en productos animales; y el Reino Unido, 9.48%.

Tabla 2. Aranceles promedio (%) – países desarrollados vs en desarrollo (2000-2022)

		
			
				
				
				
				
				
				
				
				
			
			
				
						
						País

					
						
						2000

					
						
						2005

					
						
						2008

					
						
						2010

					
						
						2015

					
						
						2018

					
						
						2022

					
				

				
						
						Estados Unidos

					
						
						2.10

					
						
						1.75

					
						
						1.58

					
						
						1.66

					
						
						1.69

					
						
						1.59

					
						
						1.54

					
				

				
						
						Reino Unido

					
						
						2.72

					
						
						3.50

					
						
						2.41

					
						
						2.88

					
						
						2.51

					
						
						1.92

					
						
						1.02

					
				

				
						
						Alemania

					
						
						2.26

					
						
						2.16

					
						
						1.58

					
						
						2.01

					
						
						2.13

					
						
						1.80

					
						
						1.44

					
				

				
						
						Japón

					
						
						4.49

					
						
						3.58

					
						
						2.49

					
						
						2.20

					
						
						2.30

					
						
						2.45

					
						
						1.71

					
				

				
						
						Brasil

					
						
						12.69

					
						
						7.17

					
						
						6.74

					
						
						7.76

					
						
						8.27

					
						
						7.95

					
						
						7.26

					
				

				
						
						India

					
						
						23.36

					
						
						13.90

					
						
						5.98

					
						
						6.10

					
						
						7.32

					
						
						4.88

					
						
						4.47

					
				

				
						
						China

					
						
						14.67 

					
						
						4.87

					
						
						4.47

					
						
						4.65

					
						
						4.52

					
						
						3.39

					
						
						2.18

					
				

			
		

		Notas: para facilitar la interpretación de la tabla 2, los aranceles promedio se clasifican como muy altos (>15%), altos (10-15%), medios (5-10%), bajos (2-5%) y muy bajos (<2%), siendo cero equivalente al libre comercio total. Esta escala es una guía interpretativa desarrollada por la autora basada en tendencias históricas y contemporáneas de aranceles.

		Fuente: elaboración propia con base en WITS (2025) del Banco Mundial.
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		Asimismo, persiste la protección en sectores industriales sensibles, como  el calzado y los textiles, intensivos en mano de obra y expuestos a la competencia de países en desarrollo. Estados Unidos mantiene aranceles del 12.58% en calzado y 8.87% en textiles. Esta persistencia de “islas de proteccionismo” sugiere que, más que un cambio hacia el libre comercio, las economías avanzadas han relocalizado estratégicamente su proteccionismo.

		A esto se suman las medidas no arancelarias –subsidios verdes, controles a la exportación, regulación de la inversión extranjera y restricciones tecnológicas– dirigidas a proteger sectores críticos. Por ejemplo, argumentando motivos de seguridad y orden público, la Unión Europea implementó en 2020 un mecanismo de revisión de inversiones extranjeras directas, cuyo objetivo es identificar y mitigar los riesgos que puedan afectar a más de un Estado miembro o amenazar proyectos de interés común europeo, como Horizonte Europa (European Commission, 2025a, 2025b; European Parliament and Council of the European Union, 2019, 19 de marzo). 

		

		El gobierno de Trump también implementó múltiples medidas no arancelarias. Entre ellas destaca la ofensiva contra Huawei, empresa estratégica en los sectores de semiconductores y telecomunicaciones. Washington la acusó de be-neficiarse de transferencias forzadas de tecnología y de representar riesgos para la seguridad nacional vinculados a la infraestructura 5G. En 2018 se aplicaron aranceles del 25% a semiconductores provenientes de China y, en 2019, se incluyó a Huawei en la Entity List, lo que restringió su acceso a insumos tecnológicos producidos en Estados Unidos sin licencias especiales (Bown, 2020). En 2020, las restricciones se ampliaron a proveedores extranjeros, que debían optar entre mantener acceso a equipos estadounidenses o seguir abasteciendo a Huawei. Con estas medidas, Trump buscaba frenar la expansión global de la compañía (Bown, 2020).

		Mas recientemente, Estados Unidos aprobó en 2022 la Inflation Reduction Act (IRA), que canaliza incentivos fiscales hacia las energías limpias y busca fortalecer cadenas de suministro nacionales en tecnologías verdes, otorgando ventajas competitivas a sus productores. La ley prolonga hasta 2032 los créditos fiscales para mejoras de eficiencia en viviendas y crea beneficios de hasta 7 500 dólares por la compra de vehículos eléctricos, siempre que sean fabricados por productores estadounidenses autorizados y no provengan de países considerados “hostiles” (United States Congress, 2022). Asimismo, establece créditos para la producción doméstica de sistemas de almacenamiento de energía y sus componentes (Sec. 13501), así como para partes solares y eólicas (Sec. 13502), lo que refuerza las cadenas de valor internas. De esta manera, la ley otorga a las industrias nacionales la capacidad de reducción de costos, fortaleciendo su competitividad frente a productores extranjeros que no acceden a los mismos beneficios. Ante iniciativas como la IRA, otras potencias del Norte han implementado medidas similares. Por ejemplo, la Unión Europea adoptó la Net-Zero Industry Act (NZIA) en 2024, que busca autonomía y liderazgo en tecnologías de cero emisiones (Council of the European Union, 2024). 

		La IRA fue firmada por Joe Biden en 2022, durante su mandato presidencial (2021-2025), lo que refleja la continuidad del proteccionismo más allá del signo político. Si bien la administración de Donald Trump, tanto en su primer mandato (2017-2021) como en su segundo mandato (desde enero de 2025), ha sido particularmente visible por el modo más mediático en que comunicó y desplegó medidas proteccionistas –con un fuerte énfasis en los aranceles y en la retórica confrontacional frente a China–, la aprobación de la IRA bajo un gobierno demócrata evidencia que la lógica de proteger sectores estratégicos se mantiene en el tiempo, aunque con diferentes grados, instrumentos y narrativas. Todo ello constata que el proteccionismo nunca desapareció: simplemente mutó, haciéndose aceptable en algunos casos e inaceptable en otros. Esta doble vara es precisamente lo que denuncia el concepto de kicking away the ladder.

		

		3. Proteccionismo y tentativa de reindustrialización  en Estados Unidos bajo Donald Trump

		A fines de los años 70, Estados Unidos experimentó un giro estructural en su economía. Ante la estanflación, el gobierno de Jimmy Carter (1977-1981) desreguló sectores clave como el transporte terrestre y las aerolíneas. Bajo Ronald Reagan (1981-1989), este proceso se profundizó: se ampliaron las desregulaciones, se aplicaron recortes presupuestarios, se redujeron los impuestos y se respaldaron medidas que debilitaron la influencia de los sindicatos, lo que consolidó una menor intervención estatal en la economía (Harvey, 2005). Estas transformaciones afianzaron un modelo centrado en la rentabilidad financiera, acelerando la desindustrialización y el predominio del capital financiero sobre la producción manufacturera, fenómeno conocido como financiarización (Krippner, 2005). Este persistente deterioro industrial ha reforzado el consenso político sobre la necesidad de “recuperar” la base manufacturera y ha reavivado el debate acerca del papel del Estado en la economía estadounidense, sirviendo de justificación para medidas proteccionistas más profundas.

		Si bien las políticas orientadas a proteger sectores estratégicos no se limitan a una administración específica, el gobierno de Donald Trump resulta particularmente ilustrativo por el énfasis en la (re)industrialización como eje central de su estrategia económica. Su plan ha combinado un nacionalismo comercial agresivo –expresado en aranceles generalizados, controles sectoriales y la renegociación de acuerdos– con una agenda explícita de revitalización industrial bajo la consigna America First. El objetivo es recuperar empleos manufactureros, reducir la dependencia de China y reconstruir las cadenas de suministro nacionales en sectores estratégicos como la tecnología, la defensa y la energía. 

		El giro proteccionista de Trump ha sido interpretado en la literatura como un intento de reindustrialización de la economía estadounidense, entendida como un proceso que busca recuperar y fortalecer la capacidad manufacturera tras un período de declive vinculado a la desindustrialización (Wimalaratana y Senanayake, 2025). La fragilidad de la base industrial, evidenciada por la pandemia de COVID-19 y la escasez de productos como semiconductores y equipos médicos, reforzó la necesidad de proteger los sectores críticos frente a la competencia externa, especialmente de China (Wraight, 2024). No obstante, es importante distinguir entre la adopción de políticas orientadas a la reindustrialización y sus resultados efectivos en la recomposición de la estructura manufacturera, los cuales responden a dinámicas de más largo plazo.

		

		La agenda económica de Trump tiene un eje estructural claro: revertir la desindustrialización. Este énfasis confirma que incluso las potencias que impulsaron históricamente el libre comercio reconocen hoy que sin una base manufacturera sólida no es posible sostener el estatus de hegemón. Según Ferguson (2025), las medidas de Trump no son una innovación, sino la reformulación de la industrialización por sustitución de importaciones (ISI). Este enfoque parte de la premisa de que el crecimiento industrial puede fomentarse mediante cuotas y barreras arancelarias que resguarden a las denominadas industrias nacientes frente a la competencia externa. Dicho esquema suele complementarse con subsidios al sector manufacturero y, en algunos casos, con políticas orientadas a mantener una moneda apreciada, lo que abarata la importación de insumos necesarios para el proceso productivo. En este sentido, America First puede leerse como una reconfiguración de instrumentos históricos de política industrial adaptados a un nuevo contexto de rivalidad geopolítica.

		El documento oficial The President’s 2025 Trade Policy Agenda, publicado por la Oficina del Representante Comercial de los Estados Unidos (USTR), presenta la política comercial de Trump como respuesta al declive industrial. Allí se argumenta que la prosperidad estadounidense había descansado históricamente en una clase media sólida, estrechamente vinculada a empleos industriales bien remunerados, así como en una defensa nacional robusta, ambas sostenidas por la innovación y los recursos internos. Sin embargo, se señala que el traslado de la producción al extranjero habría debilitado a la clase trabajadora y desplazado procesos de innovación. Entre 1993 y 2016, el empleo manufacturero cayó de 17 a 12 millones, mientras que durante el pe-ríodo entre 1997 y 2016 se registró el cierre de más de 100 000 fábricas. Frente a este diagnóstico, el proteccionismo se plantea como la base de un “renacimiento manufacturero” capaz de generar empleos, impulsar la innovación y reforzar la defensa nacional (USTR, 2025). 

		

		En la misma línea, la Agenda de Política Comercial 2025 subraya la necesidad de reorientar la economía estadounidense hacia la producción. Según el documento, los estadounidenses son más que consumidores y el país es más que un sistema que simplemente mueve dinero; se critica que la economía haya pasado de ser productiva a estar dominada por el capital financiero, por en-cima de la manufactura, la agricultura y la innovación (USTR, 2025). Se sostiene que una “economía de producción” elevaría los salarios, dado que los empleos manufactureros suelen ofrecer remuneraciones un 10% superiores; tendría un efecto multiplicador, pues un estudio estima que cada puesto en la manufactura puede crear 1.6 empleos adicionales en otros sectores. Se recurre incluso a la Segunda Guerra Mundial como ejemplo del vínculo entre el poder industrial y la capacidad militar (USTR, 2025).

		Este diagnóstico se amplía en el informe de la Casa Blanca, Report to the President on the America First Trade Policy, donde se sostiene que el déficit comercial constituye una amenaza no solo económica sino también para la seguridad nacional. La renegociación del TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del Norte) hacia el T-MEC (Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá) se presenta como una victoria para la protección del empleo y el retorno de la manufactura. Además, se plantea modernizar los acuerdos comerciales existentes o crear nuevos que incluyan reglas de origen más estrictas, faciliten un mayor ingreso de productos agrícolas estadounidenses a mercados extranjeros y promuevan prácticas económicas alineadas con los intereses de Estados Unidos (The White House, 2025). 

		El informe redefine la política industrial como un asunto de seguridad nacional, integrándola en el núcleo de la estrategia económica. Medidas como la aplicación de la Sección 232 de la Ley de Expansión Comercial de 1962, utilizada inicialmente para restringir las importaciones de acero y aluminio y posteriormente extendida a los automóviles, se presentan como instrumentos legítimos para resguardar la base industrial estadounidense. El informe sugiere considerar nuevas investigaciones en sectores estratégicos –como semiconductores, productos farmacéuticos y minerales críticos– bajo el mismo mecanismo. A ello se suman mayores controles sobre la exportación de tecnologías sensibles, orientados a impedir que “adversarios” accedan a desarrollos estratégicos, como la inteligencia artificial, y a preservar la supremacía tecnológica de Estados Unidos (The White House, 2025). 

		El énfasis en China como “competidor desleal” cristaliza esta visión. En el informe se señala que, desde que el país fue admitido en la categoría de Permanent Normal Trade Relations en 2000, las importaciones desde China se multiplicaron de 100 a 464 mil millones de dólares en 2024, y el déficit bilateral aumentó de 84 a 295 mil millones de dólares. La Casa Blanca atribuye esta brecha comercial a subsidios, transferencias forzadas de tecnología, normas ambientales y laborales laxas, sobrecapacidad industrial y otras medidas similares (The White House, 2025). Más allá de las políticas adoptadas tanto por China como por Estados Unidos, es relevante mencionar que el país asiático ha avanzado en diversas áreas estratégicas hasta alcanzar niveles superiores a los de este último. Este proceso se percibe como una amenaza para la primacía estadounidense y explica la tendencia a justificar la política industrial en términos de seguridad nacional dentro de la estrategia de Trump.

		

		Por ejemplo, la figura 1 evidencia el traslado del liderazgo manufacturero global desde Estados Unidos hacia China. A inicios de los años noventa, Estados Unidos concentraba alrededor del 22% de la producción mundial, mientras que China apenas superaba el 2%. Sin embargo, a partir del 2000, la participación china creció de forma sostenida, superando a Estados Unidos alrededor de 2010. A la luz de esta evolución, si bien la administración de Trump ha implementado políticas proteccionistas orientadas a fomentar la reindustrialización, la participación de Estados Unidos se mantuvo en torno al 15-17% durante su primer mandato (2017-2021), sin evidenciar una recuperación significativa. En contraste, China consolidó su liderazgo como principal productor manufacturero, alcanzando niveles cercanos al 31% en 2021. 

		Figura 1. Participación de China y Estados Unidos en la producción manufacturera global (%)

		[image: A graph shows the population of China from 1950 to 2015.
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		Nota: producción medida según el valor agregado manufacturero en dólares corrientes.

		Fuente: elaboración propia con base en UNIDO (2025), base de datos de cuentas nacionales. 

		

		Esto sugiere que dichas medidas responden más a un intento estratégico de revertir la pérdida relativa de peso industrial de Estados Unidos que a una reindustrialización efectiva. En la práctica, los resultados fueron limitados. Por ejemplo, el reshoring (el retorno de empresas manufactureras al territorio estadounidense) tuvo efectos insuficientes. En lugar de regresar de China, muchas firmas trasladaron sus operaciones a otros destinos de bajo costo. Además, parte de los incentivos fiscales no se orientó a la inversión productiva, sino que se empleó en mecanismos financieros como la recompra de acciones (Schatan, 2025).

		Otro ejemplo es el fortalecimiento de la investigación en China, evidenciado por su creciente volumen y calidad, factores esenciales para impulsar la innovación. Según un análisis presentado por Springer Nature (2024), la pro-ducción de investigaciones citables de China ha crecido notablemente en los últimos veinte años, llegando a superar a Estados Unidos y también a los países de la UE-15 (véase figura 2). Un aumento de las citas, considerado un indicador de calidad, refleja una mayor atención de la comunidad internacional hacia la investigación proveniente de China (Springer Nature, 2024).

		Figura 2. Evolución del número de publicaciones citables procedentes de la investigación en China, Estados Unidos y la UE-15

		[image: A graph shows the number of people in the United States from 2000 to 2025.
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		Nota: la UE-15 comprende Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, Grecia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, España, Suecia y el Reino Unido.

		Fuente: elaboración propia con base en Springer Nature (2024). Global Research Pulse: China. Información traducida del original. 

		

		Además de constituir una respuesta al ascenso de China, la visión de la America First Trade Policy plantea una paradoja desde la perspectiva del debate sobre el desarrollo. Resulta contradictorio que este énfasis en la reindustrialización mediante políticas activas sea defendido hoy por Estados Unidos, cuando durante décadas promovió –junto a organismos internacionales como el FMI y el Banco Mundial– la liberalización comercial, la desregulación y la reducción del papel del Estado en la economía de los países en desarrollo, principios sintetizados en el llamado Consenso de Washington. Esta paradoja recalca el punto discutido en la sección anterior. Las potencias han promovido externamente principios que rara vez aplican a sí mismas, reservándose el derecho a emplear políticas industriales y proteccionistas cuando se trata de resguardar sus propios intereses estratégicos. En buena medida, esta asimetría en las reglas del juego ha condicionado la posibilidad de que los países periféricos desarrollen procesos de industrialización semejantes.

		4. ¿Y América Latina? Entre el extractivismo y la nueva economía global

		La paradoja del doble estándar entre las normas promovidas internacionalmente por las potencias y sus políticas internas se manifiesta en América Latina, región donde el Consenso de Washington fue concebido como marco de referencia para las reformas económicas. Algunos autores defienden que sus lineamientos no constituyen un fracaso absoluto: Morandé (2016), por ejemplo, sostiene que las transformaciones impulsadas en los noventa favorecieron la estabilidad de precios y un mayor crecimiento en comparación con la década previa, pese a que la pobreza y la desigualdad aumentaron. 

		Sin embargo, la literatura crítica enfatiza los límites estructurales de estas reformas. Moreno-Brid et al. (2004) muestran que, aunque la inflación fue contenida, el crecimiento fue inestable e inferior al registrado durante la ISI (1950-1980), cuando el PIB real de América Latina crecía a un promedio anual de 5.5%, frente al 3.3% de los años noventa. Ocampo (2005) señala que el Consenso de Washington se basó en una visión restringida de la estabilidad macroeconómica y desestimó el papel que las políticas de intervención en el sector productivo podrían desempeñar para fomentar el crecimiento y la inversión. 

		Khan y Blankenburg (2009) sostienen que las reformas liberalizadoras alentaron la especialización en sectores de bajo valor agregado y generaron procesos de desindustrialización y de “degradación tecnológica”. Esto se tradujo en un debilitamiento de las capacidades tecnológicas nacionales, un deterioro de la distribución y una pérdida de dinamismo productivo. La región habría retrocedido hacia ventajas comparativas estáticas, centradas en recursos naturales y en mano de obra no calificada, con un sesgo hacia las industrias de ensamblaje –particularmente en México y Centroamérica– y de procesamiento de recursos en países como Argentina, Brasil, Chile y Colombia. Este patrón se dio en detrimento de los sectores de alta tecnología, llegando incluso a casos de retroceso, como en Chile, donde se pasó de procesos de fundición de cobre a la mera exportación de concentrados. 

		

		Asimismo, la liberalización orientó a los empresarios locales hacia actividades de bajo riesgo y escaso valor agregado, mientras que los activos más productivos, heredados de la ISI, quedaron en manos de capitales extranjeros (Khan y Blankenburg, 2009). Robinson (2008) resalta que las reformas neoliberales no generaron un desarrollo sostenido, sino que se asociaron a un deterioro de las condiciones sociales, a una mayor desigualdad y a una profundización de la polarización social, lo que derivó en escenarios crecientes de conflicto político.

		En síntesis, las reformas asociadas al Consenso de Washington produjeron ciertos logros macroeconómicos, pero a costa del debilitamiento de la productividad e industrialización. Mientras las economías desarrolladas revalorizan la planificación y adoptan políticas industriales orientadas a la innovación, la seguridad y la transición tecnológica, la región permanece anclada a una lógica de apertura pasiva, irrestricta y dependiente de las exportaciones primarias. Conviene, sin embargo, reconocer la heterogeneidad de las trayectorias nacionales. Países como México han buscado reactivar instrumentos de política industrial en sectores vinculados a la electromovilidad y a las cadenas automotrices, mientras que Chile y Perú, aunque han impulsado políticas como la Estrategia Nacional del Litio de 2023 y la Política Nacional de Desarrollo Industrial de 2022, continúan con modelos económicos basados en la explotación de recursos naturales, con capacidades tecnológicas aún limitadas.

		La tabla 4 muestra la evolución de los aranceles promedio en América Latina y el Caribe entre 2000 y 2022. Los datos evidencian una reducción sostenida de las tarifas aplicadas a las importaciones desde todas las regiones, reflejando un proceso de apertura comercial profundo. En el año 2000, los aranceles superaban el 10% en la mayoría de los casos; para 2022, se ubicaban entre 1.47 y 5.81%. La apertura hacia las grandes potencias es marcada, incluso frente a socios que aplican políticas proteccionistas: en 2022, los aranceles a Estados Unidos fueron de apenas 1.5%, mientras que en Europa y Asia Central alcanzaron 4.65%.

		

		[image: cortes t4]
		Tras décadas de liberalización comercial, la dependencia de los recursos naturales se arraigó como eje de la inserción internacional. Este patrón, aunque no es homogéneo en todos los casos, puede considerarse predominante en América Latina. En la actualidad, buena parte de los países de la región mantienen una alta concentración en exportaciones de bajo valor agregado, con escaso desarrollo de sectores industriales o tecnológicos. Chile, por ejemplo, continúa dependiendo de productos minerales (30.5%) y metales (21.4%), que en conjunto representan más de la mitad de sus exportaciones (véase figura 3). El cobre, ya sea como mineral o como metal refinado, predomina en ambas categorías.

		Figura 3. ¿Qué exporta Chile? (2023). Total: $100 mil millones

		[image: A chart showing the percentage of various products, including 30% of metals, 24% of vegetables, and 13% of animals.
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		Fuente: elaboración propia con base en OEC (2025a).

		

		La figura 4 muestra un patrón similar en Brasil, donde los productos minerales (27.3%), vegetales (22.6%) y alimenticios (11.7%) dominan la canasta exportadora. En contraste, los sectores de maquinaria (5.3%) y transporte (5%), asociados a mayores niveles de complejidad tecnológica, representan una proporción marginal. Esto revela que incluso una de las principales economías latinoamericanas permanece anclada en estructuras exportadoras de bajo valor añadido, sin transitar plenamente hacia una industrialización moderna ni una inserción estratégica en cadenas globales de valor.

		Figura 4. ¿Qué exporta Brasil? (2023). Total: $359 mil millones     

		[image: A chart showing the percentage of products made from vegetables.
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		Fuente: elaboración propia con base en OEC (2025b).

		Considerando este patrón, y en el contexto de los cambios geoeconómicos actuales, América Latina enfrenta el desafío de redefinir su inserción interna-cional. Las economías de la región necesitan políticas industriales activas, combinadas con la integración estratégica y con medidas para diversificar la producción. La competencia basada en bajos costos no es sostenible: el futuro dependerá de la habilidad para desarrollar y fortalecer sus propias bases tecnológicas, productivas e innovadoras. Persistir en un modelo primario-exportador, sin generar capacidades industriales, implica el riesgo de quedar nuevamente atrapados en una posición subordinada en las cadenas globales de valor.

		Actualmente, intentar implementar una estrategia de ISI similar a la que predominó en América Latina en el pasado resulta difícilmente viable, tanto por las limitaciones que evidenció en su implementación histórica como por las transformaciones del contexto global, marcado por la financiarización, las cadenas de valor fragmentadas y la creciente dependencia tecnológica. Sin embargo, abandonar por completo su lógica de autonomía estratégica y de fortalecimiento de las capacidades estatales sería igualmente problemático. La cuestión no es restaurar la vieja ISI, sino reinterpretar su espíritu transformador a la luz de un entorno geoeconómico distinto, en el que los márgenes de maniobra nacional son más limitados, pero la necesidad de una política industrial activa sigue siendo ineludible.

		

		Bajo estas condiciones, algunos de los instrumentos que podrían considerarse incluyen incentivos fiscales orientados a la transición verde, compras públicas estratégicas, regulación selectiva de la inversión extranjera y el fortalecimiento de la banca de desarrollo. Estos mecanismos, al no depender exclusivamente de restricciones arancelarias, pueden operar dentro de los márgenes de la Organización Mundial del Comercio y de los acuerdos comerciales, contribuyendo al desarrollo de sectores clave como la energía limpia o la electromovilidad. No obstante, por sí solos resultan insuficientes, ya que no garantizan la articulación de capacidades productivas a la escala requerida para una transformación estructural. Su eficacia depende de su inserción en un enfoque más integrado.

		Una estrategia mixta de alcance regional en América Latina podría ofrecer una alternativa realista a los extremos del proteccionismo cerrado y del libre comercio irrestricto. En el plano nacional, implica combinar la coordinación estatal con los mecanismos del mercado para impulsar sectores de alto valor agregado, como la agroindustria, la salud y las tecnologías verdes. Ello requiere un Estado con capacidad de dirección facilitadora, ajustado a las particularidades latinoamericanas: estructuras institucionales más frágiles, mercados fragmentados y una persistente dependencia tecnológica. Se trataría de construir un Estado desarrollista basado en la planificación flexible y la coo-peración público-privada. Más que un aparato centralizado, esto supone la articulación de agencias públicas, redes empresariales y comunidades técnico-científicas capaces de coordinar la inversión, el aprendizaje y la innovación.

		En este sentido, la experiencia chilena resulta ilustrativa de configuraciones híbridas en las que la intervención estatal coexiste con marcos de mercado abiertos. Lejos de constituir un caso exento de limitaciones estructurales –incluida su persistente dependencia de recursos primarios como el cobre–, Chile muestra cómo pueden operar formas de intervención estatal menos visibles pero sostenidas institucionalmente en el tiempo. Aunque se ha caracterizado como un caso paradigmático de economía neoliberal, en la práctica ha desarrollado mecanismos de colaboración público-privada que han contribuido a la emergencia de nuevos sectores exportadores, incluyendo industrias creadas prácticamente desde cero, como el salmón, que, desde la década de 1980, evolucionó desde una producción incipiente hasta posicionar al país como uno de los principales productores mundiales hacia 1995 (Negoita y Block, 2012).

		

		Este enfoque ha sido conceptualizado como Developmental Network State (DNS), o Estado desarrollista en red (Block, 2008; Negoita y Block, 2012). Es una estrategia basada en intervenciones descentralizadas, orientadas a promover la diversificación productiva, el emprendimiento y la expansión del empleo. A diferencia de los Estados desarrollistas clásicos de Asia oriental, el DNS no se organiza en torno a una burocracia centralizada ni a la selección explícita de “campeones nacionales”, sino a través de mediaciones distribuidas en múltiples agencias, que facilitan la interacción entre actores públicos y privados (Block, 2008). En el caso chileno, organismos como Corfo, ProChile y Fundación Chile han desempeñado un papel clave en este proceso, estimulando la innovación, la transferencia de conocimiento, la articulación de redes productivas y la competitividad internacional, con resultados positivos en otras industrias además del salmón, como el vino y las agroexportaciones (Negoita y Block, 2012). Estas entidades constituyen el núcleo de un modelo en el que el Estado impulsa el fortalecimiento del sector privado mediante instrumentos focalizados y programas de apoyo, sin ejercer control directo sobre las industrias.

		El DNS busca movilizar recursos para superar los “fallos de red”, que se producen cuando, pese a que la organización en red sería el mecanismo más adecuado para la producción y distribución de bienes, dichas redes no logran consolidarse. De modo análogo a los fallos de mercado, los fallos de red pueden abordarse mediante políticas públicas. Por ejemplo, cuando estos surgen de comportamientos oportunistas, el Estado puede adoptar medidas para fomentar la confianza, como procedimientos de resolución de conflictos. Si se deben a la falta de información o de capacidades, la acción estatal puede orientarse a la formación de capital humano o a iniciativas que aceleren la transferencia de conocimiento desde laboratorios gubernamentales y el ámbito académico hacia empresas privadas. En este marco, el Estado chileno no se ha limitado a respaldar empresas individuales, sino que también ha desempeña-do un papel decisivo en la generación de clusters industriales que articulan a productores, plantas procesadoras y empresas orientadas a la exportación (Negoita y Block, 2012). Tomar este modelo como inspiración permitiría diseñar una versión actualizada, orientada a sectores con mayor contenido tecnológico y mayor potencial transformador. 

		

		Este tipo de intervención puede entenderse también a la luz de lo que se ha denominado un “Estado desarrollista oculto” (Block, 2008), en el que las políticas de fomento productivo y tecnológico operan de manera dispersa y con baja visibilidad en el debate público, debido al predominio de discursos pro-mercado que invisibilizan el rol activo del Estado. En el caso chileno, esta dinámica ha sido caracterizada como una forma de “neoliberalismo pragmático” (Negoita y Block, 2012), en la que la adhesión discursiva a principios de mercado coexiste con intervenciones estatales destinadas a corregir fallas, coordinar actores y fomentar sectores con potencial. Más que una contradicción, esta coexistencia sugiere que ciertas formas de intervención desarrollista pueden persistir y operar “tras bambalinas” incluso en contextos institucionales y políticos en los que predominan marcos neoliberales. Su carácter descentralizado y poco visible explica la persistencia de estas intervenciones a lo largo del tiempo, incluso bajo gobiernos con orientaciones ideológicas divergentes, sin requerir rupturas explícitas con los marcos económicos dominantes.

		Pero esta dimensión nacional resulta insuficiente si no se articula con un proyecto de integración regional funcional. En lugar de los grandes esquemas institucionales del pasado, se trata de promover una integración pragmática basada en cadenas de valor latinoamericanas, capaces de vincular recursos naturales con capacidades manufactureras y tecnológicas complementarias entre los países de la región. De este modo, podrían crearse sinergias productivas que trasciendan las fronteras nacionales, multiplicando las capacidades de innovación y aumentando su autonomía relativa frente a los grandes polos de poder económico mundial.

		Por ejemplo, el enfoque del DNS podría aplicarse a la cadena de valor del litio y la electromovilidad. Ante la creciente demanda global de vehículos eléctricos y almacenamiento energético, los países del “triángulo del litio” (Argentina, Bolivia y Chile) cuentan con una ventaja relativa derivada de sus reservas, cuyas salmueras representan la forma de extracción más rentable (Castillo et al., 2024), lo que les permitiría negociar con actores privados y explorar alianzas regionales. Ello abre una ventana de oportunidad para avanzar más allá de la exportación de materias primas, promoviendo el escalamiento hacia segmentos de mayor valor agregado, como la producción de materiales activos de batería de iones de litio (por ejemplo, cátodos y ánodos), mediante políticas industriales, investigación coordinada y cooperación entre agencias públicas. Estas iniciativas podrían vincularse con México, donde el sistema de maquiladoras ha generado una infraestructura industrial significativa, particularmente en el sector automotriz, que podría servir como plataforma para la integración de cadenas de electromovilidad en la región, sentando así las bases de encadenamientos productivos más amplios en América Latina. 

		

		Una política industrial situada en América Latina debería concebir la integración productiva regional como una plataforma de poder y de aprendizaje colectivo, más que como un simple mercado ampliado. Desde esa base, la inserción internacional podría orientarse de manera más estratégica: abrirse selectivamente, establecer alianzas tecnológicas y aprovechar las oportunidades de la transición energética global. Este enfoque apunta a transformar el patrón primario-exportador, promoviendo la articulación de recursos naturales, el intercambio de capacidades productivas y tecnológicas, y el fortalecimiento del poder negociador de la región en un escenario global cada vez más competitivo. 

		5. Conclusiones

		El análisis realizado demuestra que el proteccionismo es la norma histórica del desarrollo económico. Las principales potencias consolidaron su posición internacional mediante políticas activas de intervención estatal, de protección arancelaria y de promoción de industrias estratégicas. La apertura comercial, en cambio, fue adoptada posteriormente, una vez alcanzada la supremacía productiva (Chang, 2002). Esta trayectoria desmiente el mito de un progreso guiado por el libre comercio y revela la persistencia de un doble estándar: mientras el centro económico global construyó su poder sobre la base del proteccionismo selectivo, el Sur fue inducido a adoptar la liberalización irrestricta como dogma.

		El giro proteccionista de Estados Unidos bajo la administración de Trump es la reemergencia explícita de una lógica histórica. Su discurso de America First –fundamentado en aranceles y en la articulación de la política industrial con la seguridad nacional– recalca la idea de que la fortaleza del país depende de una base productiva interna sólida, capaz de sostener tanto el empleo como la supremacía tecnológica y militar. La Agenda Comercial del USTR y el informe de la Casa Blanca de 2025 muestran cómo Estados Unidos ha reconfigurado la importancia de la política industrial. Ambos documentos coinciden en un diagnóstico de “declive manufacturero”: pérdida de empleos, cierre masivo de fábricas y un persistente déficit comercial. 

		El hecho de que Estados Unidos reactive un repertorio de medidas proteccionistas confirma la paradoja ya señalada: aquello que se desaconsejó a otros se presenta ahora como condición para la prosperidad y la seguridad nacional. Así, quienes durante décadas promovieron la apertura global y la reducción del papel del Estado en nombre de la eficiencia del mercado apelan hoy a la intervención estatal para preservar su competitividad. En otras palabras, la po-lítica industrial no desaparece; se redefine y se reserva para quienes detentan el poder en la jerarquía del sistema internacional. Este proceso tiene implicaciones directas para América Latina. Tras décadas de reformas inspiradas en el Consenso de Washington, la región desregularizó y liberalizó sus economías, redujo sus aranceles y desmanteló gran parte de su capacidad estatal de planificación productiva. 

		

		El resultado ha sido la pérdida de capacidades industriales en la región y la profundización de economías dependientes de las exportaciones primarias, con escasos encadenamientos tecnológicos. Mientras las potencias del Norte, como Estados Unidos, revalorizan la intervención estatal y la política industrial, América Latina persiste en un modelo comercial altamente abierto, arriesgándose a quedar relegada, una vez más, al papel de simple proveedora de materias primas. La evidencia presentada en la tabla 4, junto con las figuras 3 y 4, es clara: la liberalización regional se llevó a cabo sin una agenda coherente de desarrollo productivo, ni una política industrial robusta.

		La experiencia de las últimas décadas ha demostrado que el mercado global, por sí solo, no genera procesos automáticos de escalamiento tecnológico; por ello, un enfoque pasivo basado únicamente en el libre comercio no constituye una estrategia viable a largo plazo. Avanzar hacia una nueva política industrial no significa cerrar las economías, sino adoptar estrategias activas de transformación productiva que prioricen la creación de valor agregado, la soberanía tecnológica y la diversificación económica. Una estrategia mixta y regionalmente situada, inspirada en el enfoque del DNS, puede ofrecer una alternativa viable entre el proteccionismo cerrado y la apertura irrestricta. Implica combinar la acción coordinadora del Estado con los incentivos del mercado para impulsar sectores clave, al tiempo que se promueve una integración regional funcional basada en las cadenas de valor latinoamericanas. Solo así, América Latina podrá evitar repetir la historia de dependencia y aprovechar la coyuntura actual para redefinir su inserción internacional desde una posición de autonomía.
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		Resumen. Este artículo analiza críticamente las limitaciones del paradigma económico centrado en el crecimiento continuo, mediante un diálogo entre la Economía Social y Solidaria (ESS) y la Economía de la Dona (ED). Se sostiene que la asociación entre el bienestar y la expansión del PIB ha producido desigualdad, precarización laboral y deterioro ambiental en América Latina. Frente a ello, se plantea que la convergencia entre ambos enfoques permite replantear el desarrollo en términos de justicia social, sostenibilidad ecológica y bienestar colectivo. El principal hallazgo es que la articulación entre ESS y ED configura un marco teórico complementario que permite redefinir el desarrollo como reproducción ampliada de la vida, integrando los límites ecológicos y las relaciones sociales orientadas al cuidado, a la reciprocidad y a la sostenibilidad.

		Palabras clave: desarrollo social; economía social y solidaria; sostenibilidad; poscrecimiento; buen vivir.

		Clasificación jel: I38; P13; Q0; B55; O15.

		From growth to social development: a critique from the perspectives of Social Solidarity Economics and Doughnut Economics

		Abstract. This article critically analyzes the limitations of the economic paradigm centered on continuous growth through a dialogue between Social and Solidarity Economics (SSE) and Doughnut Economics (DE). It argues that the association between well-being and GDP growth has resulted in inequality, precarious working conditions and environmental deterioration in Latin America. In response, the article proposes that the convergence of these two approaches enables a rethinking of development in terms of social justice, ecological sustainability and collective well-being. The main finding is that the combination of SSE and DE creates a complementary theoretical framework that redefines development as the expanded reproduction of life, integrating ecological limits and social relations that promote care, reciprocity and sustainability.

		Key words: social development; social and solidarity economics; sustainability; post-growth; good living.

		

		1. Introducción

		Durante buena parte del siglo XX y las primeras décadas del XXI, el crecimiento económico se erigió como el parámetro principal del progreso social. La racionalidad neoclásica y modernizadora lo convirtió en un principio incuestionable: a mayor Producto Interno Bruto (PIB), mayor bienestar. Sin embargo, esa ecuación aparentemente evidente ha encubierto una trama más compleja de desigualdades estructurales, dependencias históricas y degradación ambiental. América Latina, marcada por la subordinación externa y los recurrentes ciclos de crisis, representa uno de los espacios donde la paradoja del crecimiento sin desarrollo se expresa con mayor claridad: la expansión económica no garantiza bienestar, y el progreso material puede ir acompañado de una erosión profunda de las condiciones que sostienen la vida.

		Más que un debate técnico, esta problemática cuestiona el sentido civilizatorio del desarrollo en un planeta con límites biofísicos, lo que obliga a repensar los fundamentos del bienestar, la riqueza y la prosperidad desde una perspectiva que trascienda la acumulación material.

		En este horizonte, el presente artículo propone una reflexión interdisciplinaria que pone en diálogo dos enfoques convergentes: la Economía Social y Solidaria (ESS) y la Economía de la Dona (ED). La primera recoge experiencias cooperativas, comunitarias y autogestionarias que han sostenido históricamente la reproducción de la vida desde los márgenes del mercado y del Estado.La segunda, formulada por Raworth (2017), ofrece un marco analítico que articula derechos sociales y equidad con los límites ecológicos del planeta. Ambas perspectivas comparten una crítica profunda al productivismo y al individualismo posesivo, y coinciden en la necesidad de reorganizar la economía como un ámbito al servicio de la vida.

		El argumento central sostiene que la convergencia entre la ESS y la ED ofrece una plataforma teórica y práctica para reconfigurar el desarrollo social en clave de justicia distributiva, sostenibilidad ecológica y dignidad humana. Este diálogo amplía los marcos de la economía política contemporánea y abre la posibilidad de construir, desde América Latina, un pensamiento propio del poscrecimiento orientado a sostener la vida en común.

		El artículo se estructura en cinco apartados. Después de la introducción, el segundo desarrolla una crítica al paradigma del crecimiento económico, examinando sus fundamentos históricos, sus límites contemporáneos y la emergencia de enfoques alternativos. En el tercero se analizan las convergencias entre la ESS y la ED, destacando su potencial como marcos críticos para reorientar la organización económica hacia la reproducción de la vida. El cuarto apartado plantea una crítica al paradigma del desarrollo social, cuestionando su subordinación al crecimiento y proponiendo su reconfiguración en clave de bienestar colectivo y sostenibilidad. Finalmente, el quinto apartado examina las condiciones de posibilidad para una transición hacia un horizonte poscrecimiento, seguido de una conclusión que sintetiza los principales hallazgos del trabajo.

		

		2. Crítica al paradigma del crecimiento y emergencia de alternativas

		El crecimiento económico, entendido como la expansión cuantitativa del ingreso agregado, se consolidó en la posguerra como métrica universal del progreso a partir de dos procesos convergentes: la institucionalización de la contabilidad nacional –con el PIB como indicador central– y la hegemonía de una visión que asoció la modernización con la industrialización y el consumo masivo. 

		Resulta significativo que Simon Kuznets advirtiera ya en los años treinta y cuarenta que “el bienestar de una nación difícilmente puede inferirse del ingreso nacional” y que la distribución era tan relevante como el volumen total (Kuznets, 1934, 1941). No obstante, la teoría de la modernización formulada por Rostow (1960) elevó el crecimiento a destino histórico: todas las sociedades debían avanzar por “etapas” hasta alcanzar el “despegue”, supuesto que sirvió de guía para la política económica y el financiamiento internacional.

		En América Latina, el desarrollismo adoptó la industrialización sustitutiva de importaciones, aunque la Cepal ya había desnudado la asimetría estructural: la relación centro-periferia y el deterioro de los términos de intercambio bloqueaban la convergencia (Prebisch, 1949; Singer, 1950). A ello se sumó la restricción externa que, en la perspectiva poskeynesiana, explica por qué las economías periféricas chocan con la balanza de pagos mucho antes de alcanzar “etapas” superiores (Thirlwall, 1979). La crisis del petróleo, la deuda de los ochenta y las reformas del Consenso de Washington (Williamson, 1990) no derrumbaron el paradigma: lo reconfiguraron. El crecimiento siguió siendo un fetiche, ahora a través de la apertura comercial, la desregulación y la privatización, bajo la promesa de que la eficiencia de mercado se traduciría automáticamente en bienestar social.

		Pese a ello, la legitimidad del crecimiento como fin último se ha erosionado debido a tres procesos: la desigualdad, la crisis ecológica y la financiarización. El patrón contemporáneo de acumulación concentra riqueza y poder a una escala inédita (Piketty, 2014), hasta el punto de que Oxfam (2024) señala que el 1% más rico del planeta concentra más riqueza que el 95% restante. Al mismo tiempo, la evidencia cuestiona la posibilidad de un desacople absoluto entre PIB y presiones materiales y energéticas, debido a efectos rebote y a la externalización de impactos (Hickel y Kallis, 2019; Parrique et al., 2019). Finalmente, la financiarización desvía el capital hacia activos financieros y burbujas, profundizando la volatilidad y la vulnerabilidad social (Minsky, 1986). En conjunto, estas dinámicas desplazan la discusión sobre qué producir, cómo y para quién.

		

		Frente a esta erosión, América Latina no solo ha recibido teorías críticas: también las ha producido. Desde la teoría de la dependencia (Cardoso y Faletto, 1969) y el análisis del sistema-mundo (Wallerstein, 1974) hasta el posdesarrollo, la región ha cuestionado la universalidad del desarrollismo. Escobar (1995, 2005) y Esteva (1996) sostienen que el “desarrollo” opera como un dispositivo cultural que clasifica y subordina más que como una receta neutra. 

		La crítica ecológica de Daly (1997) rechaza la idea de sustitución ilimitada entre “capital natural” y manufacturado, mientras que el enfoque de capacidades de Sen (1999), desplegado normativamente por Nussbaum (2012), redefine el progreso como el ensanchamiento de las libertades y de la dignidad. En diálogo con las cosmovisiones andinas, Gudynas (2011) y Acosta (2013) proponen el Buen Vivir como horizonte civilizatorio centrado en la vida buena, la diversidad cultural y la preservación de las condiciones biofísicas que sostienen la existencia, desplazando la obsesión por el volumen del producto.

		A estas críticas se suman dos líneas indispensables. La primera, de corte feminista, que revela la economía del cuidado como base oculta del crecimiento y denuncia la explotación del trabajo no remunerado (Fraser, 2013, 2020; Pérez Orozco, 2014). Sin cuidados, no hay fuerza de trabajo reproducida; sin reproducción social, no existe “milagro” productivo que celebrar. La segunda, de enfoque decolonial, que evidencia cómo el universalismo del desarrollo oculta las jerarquías raciales y coloniales, así como los dispositivos de despojo (Quijano, 2000; Dussel, 1998). De ahí que “más PIB” pueda coexistir –y, de hecho, lo haga– con más desposesión, precariedad y vulneración de territorios (Svampa, 2019).

		El cuestionamiento se extiende también al terreno de las métricas. La Comisión Stiglitz-Sen-Fitoussi (2009) demostró que el PIB subestima dimensiones clave del bienestar (salud, educación, desigualdad, sostenibilidad). De ahí la proliferación de indicadores como el Índice de Desarrollo Humano, el Índice de Pobreza Multidimensional, el Genuine Progress Indicator o el Inclusive Wealth Index: todos intentos por medir lo que realmente importa e incorporar la degradación de activos naturales y sociales al balance colectivo (UNDP, 2010; UNEP, 2018). No se trata de contabilidad por capricho: lo que un Estado mide condiciona lo que financia y lo que protege.

		

		Ahora bien, resulta crucial subrayar que el crecimiento no es solo un fenómeno económico: también es una tecnología de poder (Foucault, 1979; Mitchell, 2002). El PIB no solo mide, sino que también produce realidad al definir qué se considera “económico” y qué queda fuera de la contabilidad oficial. Bajo esta lógica, el trabajo de cuidados, las economías informales, los saberes comunitarios o la naturaleza misma son invisibilizados o subordinados, lo que revela el carácter normativo y gubernamental del paradigma.

		Este carácter político se traduce en un pacto social implícito: durante décadas, la promesa del crecimiento legitimó desigualdades bajo la premisa de que, aunque no todos se beneficiaran por igual, “todos crecerían un poco”. Offe (1984) advierte que este contrato simbólico sostiene la legitimidad estatal, pero cuando el crecimiento se estanca –como ocurre recurrentemente en América Latina debido a la volatilidad del modelo exportador y extractivista– la legitimidad de los gobiernos entra en crisis. Así, el crecimiento funciona como un dispositivo de gobernabilidad cuya ausencia genera inestabilidad política y social.

		En este contexto emergen los debates sobre el decrecimiento y el poscrecimiento, que cuestionan la fe en la expansión económica perpetua. El decrecimiento –Latouche (2007), Kallis (2018), Demaria (2013)– no es recesión, sino una propuesta ética que busca recuperar la medida humana de la economía: reducir el consumo material y energético, redistribuir recursos, fortalecer redes comunitarias y recuperar el tiempo para la vida. Su núcleo es la suficiencia compartida: vivir bien con menos dentro del techo ecológico. Desde esta perspectiva, decrecer implica emanciparse del mito del progreso ilimitado y de la lógica de la acumulación.

		Por su parte, el poscrecimiento representa una corriente más amplia y plural, que no se define tanto por el “menos”, sino por el “más allá” del crecimiento. Inspirada en autores como Tim Jackson (2017), Kate Raworth (2017) y Lorenzo Fioramonti (2024), esta perspectiva plantea que el problema no radica únicamente en la magnitud de la economía, sino en sus finalidades y estructuras. Propone sustituir el PIB por indicadores de bienestar, democratizar las decisiones económicas y priorizar actividades de alto valor social y de bajo impacto ambiental –como la educación, la salud, los cuidados, la cultura y la regeneración ecológica–. Así, en lugar de decrecer de manera uniforme, el poscrecimiento sugiere un reequilibrio selectivo: crecer en lo necesario y decrecer en lo destructivo, avanzando hacia una reorganización profunda de la economía que preserve la vida sin depender de la acumulación constante.

		

		Desde América Latina, estos debates adquieren un sentido situado. No se trata de decrecer en abstracto ni de asumir el poscrecimiento sin cuestionar las raíces coloniales y extractivistas del desarrollo. La región propone reconfigurar el bienestar en diálogo con el Buen Vivir, la Economía Social y Solidaria y las cosmovisiones indígenas, desplazando la pregunta por cuánto crecer hacia qué vidas y territorios sostener. Así, el poscrecimiento se vincula con la suficiencia justa: vivir bien sin depredar, orientando la economía hacia la equidad, la autonomía y la regeneración.

		El decrecimiento apunta al límite, mientras el poscrecimiento propone la transición: ambos coinciden en que el crecimiento, como fin en sí mismo, per-tenece a una era que debe dejar paso a un nuevo paradigma civilizatorio centrado en la reproducción ampliada de la vida.

		La crítica se profundiza con el “consenso de las commodities” (Svampa, 2019): un pacto entre gobiernos progresistas y corporaciones transnacionales basado en la exportación de recursos naturales. Aunque redujo la pobreza en ciertos periodos, consolidó una dependencia extractiva que reproduce la inserción periférica de la región. El crecimiento fue acompañado por mayor vulnerabilidad ante la volatilidad de los precios y el deterioro ambiental, mientras la renta funcionó como un colchón temporal. Como señala Gudynas (2011), el extractivismo subordina la política al capital global y convierte al territorio en espacio de sacrificio.

		En este contexto, México y Bolivia representan dos rostros de una misma tensión. En México, los megaproyectos energéticos, mineros y de infraestructura –como el Tren Maya, el Corredor Interoceánico del Istmo o las concesiones extractivas en territorios indígenas– han sido presentados como vías hacia la inclusión social, pero han reactivado conflictos socioambientales y despojos territoriales. 

		En Bolivia, a pesar del reconocimiento constitucional del Buen Vivir (Sumak Kawsay / Suma Qamaña) y de los derechos de la naturaleza, la economía nacional continúa dependiendo de la exportación de gas y minerales. El discurso del cambio civilizatorio convive con la práctica de la expansión extractiva, revelando una contradicción estructural entre redistribución y sostenibilidad. En ambos casos, el crecimiento no aparece como sinónimo de bienestar, sino como una dinámica que redistribuye los beneficios hacia el centro y los costos hacia los márgenes: pueblos indígenas, campesinos y ecosistemas.

		

		Esta contradicción expresa un conflicto civilizatorio: el modelo extractivo asume la naturaleza como reserva de valor y no como sujeto de derechos. El crecimiento, así concebido, es una forma de poder que organiza el territorio, define vidas sacrificables y subordina a los pueblos bajo una racionalidad de colonialismo interno y dependencia externa. Esta lógica produce “zonas de sacrificio” (Svampa, 2019), donde la destrucción se justifica como un costo del progreso. Frente a ello, comunidades indígenas y campesinas articulan resistencias que proponen otras economías posibles, ancladas en la reciprocidad y la defensa del territorio.

		Esta discusión también tiene una dimensión epistemológica y ontológica. El paradigma del crecimiento responde a una visión eurocéntrica que separa naturaleza y sociedad, economía y cultura, conocimiento y vida, imponiendo categorías abstractas –como el PIB, la productividad o la competitividad– como si fueran universales. Desde las epistemologías del Sur, Boaventura de Sousa Santos (2006, 2018) advierte que lo que se requiere no es simplemente otro indicador, sino otro modo de conocer y de valorar. Ello implica superar la “monocultura del saber científico” mediante una ecología de saberes en la que los conocimientos indígenas, campesinos, populares y feministas sean reconocidos como formas legítimas de comprensión de la realidad.

		Reconocer saberes situados, prácticas comunitarias y cosmovisiones alternativas no significa idealizar el pasado, sino ampliar el repertorio de posibilidades civilizatorias. Estas experiencias desbordan la lógica instrumental y rescatan la dimensión relacional de la economía: una economía incrustada en la sociedad y en la naturaleza, como propuso Polanyi (2003), donde los vínculos y la reciprocidad prevalecen sobre la competencia y la acumulación. Consecuentemente, el desafío para América Latina no es solo político o económico, sino también epistemológico y cultural: construir un pensamiento propio capaz de dialogar con la modernidad sin subordinarse a ella, y de generar bienestar sin devastar la base de la vida.

		La Economía Social y Solidaria puede entenderse como un conjunto de prácticas económicas basadas en la cooperación, la autogestión y la primacía del trabajo sobre el capital, orientadas a la reproducción de la vida y al bienestar colectivo (Coraggio, 2011; Razeto, 1993). Por su parte, la ED, propuesta por Kate Raworth (2017), constituye un marco analítico que redefine la prosperidad a partir de un doble límite: un suelo social que garantiza derechos básicos y un techo ecológico que delimita las fronteras planetarias dentro de las cuales debe desenvolverse la actividad económica.

		En este horizonte, la ESS y la ED no deben entenderse como simples programas técnicos ni como estrategias destinadas a mitigar los excesos del capitalismo. Constituyen, más bien, proyectos epistemológicos, políticos y civilizatorios que cuestionan la base ontológica del pensamiento económico moderno. Ambas surgen de una crítica profunda al economicismo que redujo la vida a cálculos de eficiencia y a la producción de valor de cambio, y buscan reubicar la economía dentro de los límites ecológicos y sociales que la hacen posible. No se trata, por tanto, de añadir sostenibilidad o equidad a un modelo de crecimiento agotado, sino de redefinir qué significa prosperar, en qué condiciones y para quién.

		

		La ESS se configura como una crítica estructural al paradigma dominante, al impugnar su pretensión de autonomía respecto de la sociedad y de la naturaleza. Retomando la intuición de Karl Polanyi (2003), reconoce que la economía no constituye una esfera separada, sino una institución social incrustada en tramas culturales, políticas y ecológicas. La llamada “autonomía del mercado” es una invención moderna que desancló la producción y el trabajo de su función social, subordinándolos a la lógica de la acumulación. Frente a ello, la ESS propone reintegrar la economía a la vida colectiva y devolverle su sentido sustantivo: producir para vivir, no vivir para producir.

		Esa reintegración implica reconstruir una economía moral donde eficiencia y justicia se articulan, y productividad y reciprocidad dejan de oponerse. En las prácticas solidarias, la propiedad se redefine como bien común, el excedente se redistribuye con equidad y el trabajo recupera su dimensión política. Como plantean Razeto (1993) y Coraggio (2011), la ESS encarna una racionalidad basada en la solidaridad organizada, donde la cooperación es un principio productivo y la democracia económica, un principio regulador. La reciprocidad desplaza la lógica mercantil y sitúa el cuidado en el centro, promoviendo una eficacia social y ecológica orientada a sostener comunidades y regenerar territorios.

		En esta clave, la riqueza se entiende como la capacidad colectiva para reproducir la vida en condiciones de dignidad social y de equilibrio ecológico, expresada en vínculos solidarios, tiempo compartido, autonomía y cuidado del entorno. Como plantea Laville (2010), estas experiencias conforman un “tercer espacio” institucional –entre el Estado y el mercado– donde la economía se entrelaza con la ética y la política. Se trata de formas embrionarias de institucionalidad poscapitalista, en las que se ensayan nuevas gramáticas del valor y de la cooperación.

		Aunque la Economía Social y Solidaria suele observarse empíricamente en experiencias organizativas como cooperativas, mutuales, redes o circuitos de producción y consumo, su alcance no se limita a escalas micro o meso-económicas. En una formulación más amplia, la ESS puede concebirse como un proyecto de reorganización sistémica de la economía, orientado a democratizar la producción, la distribución y el uso social de los excedentes, así como a fortalecer formas institucionalizadas de reciprocidad y de redistribución social. En este sentido, la ESS no solo impulsa experiencias asociativas, sino que también propone transformar las reglas que estructuran el sistema económico, integrando principios como la cooperación, la solidaridad y la reproducción ampliada de la vida (Coraggio, 2011; Laville, 2010).

		

		Desde esta perspectiva, la ESS no se reduce a un conjunto de iniciativas al-ternativas en el mercado, sino que constituye una propuesta civilizatoria orientada a reinsertar la economía en la sociedad y en la naturaleza, en una lógica cercana a la racionalidad sustantiva identificada por Polanyi. Esta dimensión sistémica se vincula con horizontes normativos más amplios presentes en América Latina, como el Buen Vivir, que cuestionan la centralidad del crecimiento económico y sitúan la reproducción de la vida como criterio fundamental de la organización social.

		Por su parte, la ED representa una auténtica revolución epistemológica en la teoría económica contemporánea. Formulada por Kate Raworth (2017), va mucho más allá de un modelo gráfico: propone una forma distinta de pensar la economía, sustentada en la circularidad, la interdependencia y una sostenibilidad fuerte. Frente a la visión lineal del crecimiento –extraer, producir, consumir, desechar–, la ED concibe la economía como un sistema vivo, anidado en los ciclos ecológicos de la Tierra y en las dinámicas sociales de reproducción. Su metáfora de la “dona” expresa el espacio seguro y justo para la humanidad: un suelo social, que define los derechos mínimos universales para una vida digna, y un techo ecológico, que marca los límites planetarios que no deben rebasarse sin comprometer la estabilidad del sistema-Tierra.

		La innovación más profunda de la ED reside en su ontología relacional: coloca la reproducción de la vida –no la producción de bienes– en el centro de la economía. Desde esta mirada, la política económica deja de consistir en aumentar el PIB y pasa a entenderse como la búsqueda de un equilibrio dinámico entre la sociedad y la biosfera. Esta economía “dentro de la dona” requiere reorganizar los flujos materiales, energéticos y financieros de manera circular: reciclar, redistribuir, reducir y regenerar. A la vez, introduce una ética del límite que no constriñe, sino que habilita: solo reconociendo los umbrales del planeta puede garantizarse la libertad humana en el largo plazo.

		Asimismo, la ED se nutre de tres tradiciones teóricas que le otorgan profundidad conceptual. En primer lugar, la economía ecológica introduce la noción de metabolismo socioambiental (Daly, 1997; Georgescu-Roegen, 1971) y sitúa la sostenibilidad material como condición estructural de toda actividad económica. En segundo término, la teoría feminista del cuidado, que visibiliza el trabajo no remunerado y la reproducción social como fundamentos invisibles del crecimiento capitalista (Fraser, 2013; Pérez Orozco, 2014). Finalmente, la tradición institucional crítica, que concibe la economía como un entramado de reglas, valores e instituciones sociales inseparable de sus contextos culturales y políticos (Polanyi, 2003).

		

		De esta convergencia surge una concepción ampliada de justicia que abarca tres dimensiones interdependientes: la justicia intrageneracional, que exige equidad social en el presente; la intergeneracional, que apela a la respon sabilidad ecológica con las generaciones futuras; y la interespecies, que reconoce el valor intrínseco de los sistemas vivos. En este sentido, la ED trasciende su carácter instrumental para afirmarse como una teoría moral y ecológica del bienestar, que redefine la prosperidad como un equilibrio dinámico entre libertad, equidad y sostenibilidad.

		Si la Economía Social y Solidaria ofrece la praxis comunitaria de la cooperación y la redistribución, la ED aporta la arquitectura conceptual de un nuevo contrato social con el planeta. La primera se construye a partir de las experiencias de los territorios y las comunidades; la segunda, desde un marco analítico que articula derechos sociales con límites ecológicos. Su convergencia resulta especialmente fértil para América Latina, donde la desigualdad estructural, la dependencia extractiva y la crisis ambiental se entrelazan en una misma pro-blemática civilizatoria. En conjunto, ambas perspectivas permiten imaginar una reorganización democrática del metabolismo económico: producir lo necesario, distribuir con justicia y preservar los equilibrios ecológicos que sostienen la vida.

		Juntas interrogan el corazón del paradigma moderno: ¿de qué sirve crecer si no se amplían capacidades, no se reducen las desigualdades, no se cuidan los tejidos sociales y no se respetan los límites ecológicos que posibilitan la vida? La consecuencia analítica es clara: el desarrollo no equivale a “más de lo mismo”, sino a una transformación cualitativa de la economía política que redefine los fines y los medios del sistema económico. Esto implica reconfigurar los cuatro ejes fundamentales de la organización económica, siguiendo los planteamientos de Polanyi (2003), Sen (1999), Raworth (2017), Coraggio (2011) y Wright (2015), quienes, desde distintas perspectivas, coinciden en la necesidad de reintegrar la economía al entramado social y ecológico:

		

		
				Qué producir: bienes socialmente necesarios y ecológicamente viables, en lugar de mercancías orientadas exclusivamente a la rentabilidad (Coraggio, 2011; Sen, 1999).

				Quién decide: estructuras democráticas y participativas de gobernanza económica que devuelvan a la sociedad el control sobre los fines y medios de la producción (Polanyi, 2003; Wright, 2015).

				Para quién producir: una distribución que priorice el bienestar colectivo, la equidad de género y la justicia territorial, frente a la acumulación privada (Razeto, 1993; Sen, 1999).

				Hasta dónde producir: límites biofísicos definidos por la sostenibilidad del planeta y la regeneración de los ecosistemas (Raworth, 2017).

		

		Desde esta perspectiva, América Latina puede proyectar una vía poscapitalista situada, en la que la ESS garantice la base social de la cooperación y la ED trace los contornos normativos y ecológicos de la justicia. Ambas no repre-sentan simples alternativas al desarrollo, sino una reconfiguración del senti-do mismo de la economía: de una técnica de acumulación a una ética del cuidado, de la competencia a la reciprocidad, del capital a la vida.

		3. Economía Social y Solidaria y Economía de la Dona: convergencias críticas

		Las convergencias entre la ESS y la ED no se limitan al plano teórico. En América Latina, estas perspectivas encuentran expresión concreta en experiencias históricas de cooperación comunitaria, mutualismo y autogestión territorial que han sostenido la reproducción de la vida al margen de las lógicas dominantes del mercado y del Estado. Desde las mingas andinas y los tequios mesoamericanos hasta las cooperativas contemporáneas, estas prácticas revelan que la economía puede organizarse sobre principios de reciprocidad, democracia y cuidado del territorio.

		Estas experiencias, relegadas durante décadas a la informalidad o a lo “tradicional”, comenzaron a sistematizarse en la segunda mitad del siglo XX como un campo teórico y político de creciente densidad, especialmente a partir de los aportes de Razeto (1993), Coraggio (2011) y Laville (2010).

		Más que un “sector” económico marginal o paliativo, la ESS plantea una racionalidad alternativa que reconfigura los fines y los medios de la economía. En lugar de subordinar el trabajo a la acumulación de capital, promueve la democracia económica, la reciprocidad y el cuidado de la vida como principios rectores. En México, por ejemplo, la Unión de Cooperativas Tosepan Titataniske –que agrupa a más de 35 000 familias nahuas y totonacas– articula la producción agroecológica (café, miel, pimienta, ecoturismo) con procesos de educación comunitaria, salud preventiva y autogestión territorial (Cobo et al., 2018). 

		

		Más allá de su dimensión productiva, Tosepan Titataniske constituye un ejemplo notable de autogestión territorial indígena. La organización integra cooperativas de café, miel, pimienta y ecoturismo bajo un modelo agroecológico que busca preservar los ecosistemas de la Sierra Norte de Puebla, al tiempo que fortalece la autonomía económica y cultural de las comunidades nahuas y totonacas. Su estructura combina producción, financiamiento solidario, vivienda sustentable, educación comunitaria y salud preventiva, generando un sistema económico territorial que articula saberes tradicionales con la innovación organizativa. En este sentido, Tosepan no solo produce bienes agrícolas: produce comunidad, conocimiento y resiliencia socioecológica, mostrando cómo la economía puede orientarse a la reproducción de la vida y no exclusivamente a la acumulación.

		En Bolivia, por citar otro caso, la Unasol canaliza excedentes hacia obras comunales y soberanía alimentaria, mientras que en Brasil el Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) ha asentado a más de 350 000 familias, conjugando producción agroecológica, educación popular y formación política (Carter, 2004). Estos casos ilustran que la ESS no es solo resistencia económica, sino también un proyecto ético-político de reconstrucción del tejido social.

		Desde una perspectiva polanyiana, la ESS encarna una racionalidad sustantiva en la que la economía está incrustada en la sociedad y la naturaleza (Polanyi, 2003). En este marco, la riqueza –entendida como la capacidad colectiva para reproducir la vida en condiciones de dignidad social y equilibrio ecológico– se expresa en la calidad de los vínculos sociales, la seguridad comunitaria y la regeneración de los territorios. Ello se traduce en prácticas concretas: excedentes que se redistribuyen colectivamente para financiar escuelas rurales, sistemas de agua potable, proyectos agroecológicos o fondos solidarios.

		La ESS subvierte el principio capitalista de acumulación individual al devolver al trabajo su sentido social, identitario y emancipador. Como señala De Sousa Santos (2006), estas experiencias constituyen una “epistemología de las emergencias”: ámbitos en los que las comunidades generan conocimiento y autonomía desde la práctica. Un ejemplo emblemático son las empresas recuperadas por trabajadores en Argentina tras la crisis de 2001, cuando cientos de fábricas quebradas reabrieron bajo control obrero, redefiniendo la empresa como institución social y bien común (Ruggeri, 2014).

		

		Tras el colapso económico de 2001, cientos de fábricas quebradas o abandonadas fueron reabiertas bajo el control directo de sus trabajadores, quienes reorganizaron la producción mediante formas de autogestión cooperativa. Más de 350 empresas recuperadas han operado bajo este esquema en Argentina, abarcando sectores como la metalurgia, la industria gráfica, la alimentación y los servicios (Ruggeri, 2014). Estas experiencias no solo preservaron empleos en un contexto de profunda crisis social, sino que también transformaron la estructura de poder dentro de la empresa: las decisiones productivas, la distribución del excedente y la organización del trabajo pasaron a ser definidas colectivamente en asambleas. De este modo, las empresas recuperadas constituyen un laboratorio práctico de democracia económica que cuestiona la separación tradicional entre capital y trabajo.

		Por su parte, la ED, propuesta por Kate Raworth (2017), ofrece una brújula teórica que define el espacio seguro y justo para la humanidad: un suelo social que asegura derechos básicos y un techo ecológico que marca los límites planetarios. Este modelo, afín a la sostenibilidad fuerte y a la teoría de los bienes comunes (Ostrom, 1990), destaca por incorporar una dimensión ética y relacional al análisis económico.

		La ED no solo redefine los parámetros de eficiencia, sino también el lugar de la vida en el sistema económico. Al reconocer la interdependencia entre seres humanos y la naturaleza, se visibilizan los procesos que sostienen las economías modernas: los cuidados, la reproducción social y las relaciones comunitarias. En este sentido, Raworth dialoga con Fraser (2013, 2020), quien advierte que el capitalismo se apoya en la expropiación de la naturaleza, de las colonias y de la reproducción social. Reconocer estos pilares amplía la mirada hacia los fundamentos ocultos de la economía que sostienen la vida material y simbólica. 

		En América Latina, esta perspectiva adquiere especial relevancia: el trabajo comunitario –mayoritariamente no remunerado e invisibilizado– representa entre el 15.9 y el 27.6 % del PIB extendido (Vaca-Trigo y Baron, 2022, 2022). Su reconocimiento trasciende la equidad de género: constituye una condición estructural para la sostenibilidad social y ecológica. La ED, por ello, no se limita a establecer límites biofísicos, sino que propone una ética de la interdependencia que sitúa la reproducción de la vida, y no la acumulación, en el centro de la economía.

		La convergencia entre la ESS y la ED adquiere así un carácter civilizatorio: ambas replantean la finalidad de la economía al combinar la democratización productiva con la responsabilidad ecológica y la justicia social. Coinciden en su crítica al productivismo y en su apuesta por un orden centrado en la vida digna, la cooperación y el equilibrio entre la humanidad y la naturaleza.

		

		Este vínculo no es solo teórico, sino también práctico. En Chile, cooperativas energéticas como Energía Ciudadana en Paillaco promueven una transición justa frente a la concentración del sector eléctrico. En Colombia, las economías campesinas y de paz integran la agroecología, los mercados locales y la reconstrucción comunitaria en territorios marcados por la violencia. En Brasil, el Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) representa la expresión más avanzada de la ESS a gran escala, al articular la producción agroecológica, la educación popular y la democracia económica. En conjunto, estas experiencias encarnan el “espacio seguro y justo” que propone la ED: un equilibrio dinámico entre la justicia social y la sostenibilidad ecológica.

		En conjunto, estas experiencias revelan que la convergencia ESS-ED no es homogénea, sino un campo de tensiones y aprendizajes que depende de las condiciones políticas, institucionales y culturales de cada país. Allí donde el Estado impulsa las transformaciones (Ecuador, Bolivia, México), el desafío reside en armonizar discurso y práctica; donde las comunidades son el motor (Chile, Colombia, Brasil), el reto es resistir la precariedad, la violencia o la falta de reconocimiento institucional. En todos los casos, los límites estructurales son similares: la dependencia extractiva, el clientelismo, la concentración oligopólica y la hegemonía del capital transnacional.

		Por ello, la convergencia ESS-ED no debe entenderse como un ideal acabado, sino como un proceso civilizatorio en disputa. Constituye un laboratorio de transición poscapitalista en el que se reconfiguran las relaciones entre la economía, la política y la naturaleza. Su consolidación exige un nuevo pacto socioecológico que combine políticas públicas coherentes, marcos normativos incluyentes y una ciudadanía movilizada capaz de defender el derecho a una vida digna dentro del techo ecológico.

		Solo en esa articulación –entre Estado, comunidad y naturaleza– podrá emerger un modelo de desarrollo realmente emancipador: no subordinado al capital, sino orientado a la reproducción y al cuidado de la vida.

		4. Crítica del paradigma del desarrollo social

		Pensar el desarrollo social desde la articulación entre la ES y la ED supone algo más que un ajuste conceptual: implica un viraje civilizatorio. América Latina ha experimentado, durante décadas, los límites del paradigma desarrollista que asoció progreso con industrialización, urbanización y consumo. Este modelo, heredero de la modernidad occidental y de su promesa de crecimiento ilimitado, ha dejado tras de sí profundas huellas de desigualdad, precarización laboral, despojo territorial y degradación ecológica. Frente a ese marco agotado, la articulación ESS-ED propone un cambio ontológico y político: entender el bienestar no como la expansión del ingreso, sino como la capacidad de vivir dignamente en comunidad y en equilibrio con la Tierra.

		

		Este cambio de perspectiva, junto con Sen (1999) y Nussbaum (2012), reconoce que el desarrollo auténtico se relaciona con la ampliación de las capacidades reales de las personas para construir vidas valiosas. En el contexto latinoamericano, dichas capacidades solo pueden desplegarse plenamente si se consideran las estructuras de poder global y los límites ecológicos que condicionan la sostenibilidad de la vida colectiva.

		Articular la ESS y la ED implica repolitizar la economía y descolonizar el progreso, desmontando la neutralidad técnica para asumir que toda decisión económica es moral y de poder. Desde la sociología, se exige analizar cómo la clase, el género, la etnicidad y el territorio configuran las desigualdades en América Latina (Fraser, 2013; Butler, 2007) ante el capitalismo de plataformas, el extractivismo y la financiarización. En política pública, se demandan instituciones que democraticen los bienes comunes, superando el asistencialismo y la captura estatal. Finalmente, desde la filosofía política, invita a reorientar los horizontes civilizatorios hacia la dignidad, la reciprocidad, la suficiencia y el Buen Vivir, donde el progreso radique en el cuidado y el sentido colectivo.

		De esta manera, el paradigma emergente del desarrollo social no busca sustituir un indicador por otro –reemplazar el PIB por un índice más “humano”–, sino redefinir el desarrollo como una praxis ética, cultural y ecológica. Desarrollar deja de ser un proceso cuantitativo para asumirse como una tarea relacional y educativa: reencantar la economía como un campo moral, donde la producción y la política se subordinan al bienestar de las personas, las comunidades y los ecosistemas. En esta clave, la convergencia entre la ESS y la ED se convierte en un laboratorio de transición civilizatoria, capaz de articular prácticas solidarias locales con marcos globales de sostenibilidad y justicia, y de abrir un horizonte poscapitalista situado, plural y profundamente latinoamericano.

		Sin embargo, este horizonte emergente contrasta con la realidad institucional del desarrollo social en la región. En gran medida, el llamado “desarrollo social” en América Latina ha sido una traducción institucional del paradigma del crecimiento, más que una ruptura con él. Desde los años ochenta, las políticas sociales se diseñaron como mecanismos compensatorios frente a los efectos del ajuste estructural y la liberalización económica. Bajo el discurso de la inclusión, el Estado neoliberal trasladó la responsabilidad del bienestar a los individuos y comunidades, fragmentando el tejido social y subordinando la justicia distributiva a la lógica del mercado. Así, el desarrollo social perdió su sentido emancipador y se transformó en un instrumento de gobernabilidad que administra la pobreza sin alterar sus causas estructurales.

		

		Repensar el desarrollo social desde la articulación entre ESS y ED exige revertir esta lógica. Implica comprender el bienestar no como asistencia ni ex-pansión del consumo, sino como reproducción ampliada de la vida: la capacidad colectiva de sostener la existencia en condiciones de dignidad, equidad y equilibrio ecológico. Desde esta mirada, el desarrollo no se mide por transferencias o gasto público, sino por autonomía, cooperación y sostenibilidad. La ESS demuestra que la economía puede organizarse de forma democrática y orientarse al bien común, mientras que la ED recuerda que toda organización económica debe operar dentro de los límites biofísicos del planeta.

		Esta crítica es también epistemológica, al cuestionar la racionalidad tecnocrática que separa lo económico de lo social y reduce el bienestar a indicadores de ingreso o eficiencia, ocultando sus dimensiones relacionales, simbólicas y ecológicas. Frente a ello, la articulación entre ESS y ED propone repolitizar el bienestar: no como compensación, sino como las condiciones para la autonomía, la cooperación y la participación colectiva. Así, se transita de concebir a las personas como beneficiarias a reconocerlas como sujetos de coproducción con capacidad de decisión sobre sus recursos y medios de vida.

		En este sentido, las tensiones latinoamericanas –entre extractivismo y sostenibilidad, entre redistribución y autonomía, entre discurso emancipador y práctica burocrática– no deben entenderse como simples incoherencias, sino como manifestaciones del choque entre dos racionalidades: la lógica del crecimiento, que subordina la vida al capital, y la lógica de la suficiencia, que subordina la economía a la vida. 

		El tránsito que vive la región no es, por tanto, una mera reforma de políticas sociales, sino una transformación del sentido histórico del desarrollo. América Latina no solo padece las contradicciones del modelo global, sino que también elabora un pensamiento propio, a partir de sus prácticas comunitarias, sus luchas socioambientales y sus tradiciones cooperativas, que articula justicia social, sostenibilidad ecológica y economía del cuidado. En esa confluencia, la crítica al desarrollo social deja de ser un ejercicio académico para convertirse en un proyecto político de época: el paso del imperativo de “crecer más” al marco de “vivir mejor”, con y para los otros, dentro de un planeta finito.

		

		En esta línea, diversas experiencias latinoamericanas encarnan –aunque de manera parcial y contradictoria– este tránsito hacia economías del cuidado y la sostenibilidad. En México, el programa Sembrando Vida busca articular la inclusión social con la regeneración ambiental, generando empleo rural y reforestación, aunque enfrenta el desafío de evitar la clientelización y asegurar la continuidad comunitaria. 

		En Bolivia, en el marco del horizonte del Buen Vivir, el Estado avanzó en el reconocimiento jurídico de la Madre Tierra mediante la Ley 071 de Derechos de la Madre Tierra (Estado Plurinacional de Bolivia, 2010) y la Ley 300 Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien (Estado Plurinacional de Bolivia, 2012), que la definen como un sistema viviente y la reconocen como sujeto colectivo de interés público, con derechos a la vida, la regeneración y la restauración. No obstante, la persistencia del modelo extractivo basado en hidrocarburos y minerales evidenció la tensión entre este reconocimiento jurídico de la naturaleza y una estructura económica todavía dependiente del extractivismo (Gudynas, 2011).

		Estas ambivalencias no deben leerse como fracasos, sino como procesos de transición civilizatoria, donde se disputa el sentido mismo del desarrollo. En ellas se expresa, con toda su complejidad, la pugna entre una racionalidad productivista aún dominante y una racionalidad emergente que coloca la vida en el centro, expresada en marcos normativos que reconocen a la naturaleza como sujeto de valor y de derechos. Mientras que en Ecuador este reconocimiento fue incorporado directamente en el texto constitucional, en Bolivia se ha desarrollado principalmente a través de legislación específica, lo que refleja tanto avances normativos como tensiones en su implementación. Esa disputa configura hoy el rumbo de las políticas públicas, las economías locales y los movimientos sociales de la región: la posibilidad de transitar del imperativo de crecer más hacia una forma de vida orientada a vivir mejor, colectivamente y dentro de los límites planetarios. 

		Dicho viraje exige una ruptura epistemológica y cultural. Significa desplazar los indicadores hegemónicos –PIB, balanza comercial, productividad agregada– por métricas de bienestar, sostenibilidad y equidad; pero, sobre todo, significa descolonizar el conocimiento. Como advierte Boaventura de Sousa Santos (2006, 2018), el saber válido no es monopolio del Norte Global: también se produce en las prácticas comunitarias, en las economías populares, en las cosmovisiones indígenas y en las resistencias locales. Recuperar esas epistemologías del Sur no implica rechazar la ciencia, sino pluralizarla, integrando saberes técnicos, éticos y ecológicos en un nuevo marco de racionalidad. En este sentido, la convergencia ESS–ED contribuye a construir un banco conceptual propio del Sur, donde categorías como “reciprocidad”, “autonomía”, “cuidados” o “límite ecológico” adquieren densidad analítica y política.

		

		El tránsito del crecimiento al desarrollo social no es una tarea técnica, sino una transformación política y civilizatoria. Supone desmontar las estructuras materiales del capitalismo –propiedad concentrada, extractivismo, mercantilización del bienestar–, pero también reconfigurar los imaginarios culturales que sostienen la idea de progreso como acumulación infinita. En este sentido, la educación, la comunicación y la cultura desempeñan un papel estratégico: son los campos donde se disputa el sentido común del desarrollo y donde pueden sembrarse nuevas narrativas de suficiencia, cooperación y cuidado.

		Reconocer, como plantea Morin (2011), la interdependencia entre la humanidad y el planeta obliga a repensar la creatividad humana no como una expansión sin límites, sino como la capacidad de regenerar la vida común. Desde esta perspectiva, la articulación entre la ESS y la ED puede entenderse como una pedagogía social en acción: un proceso de aprendizaje colectivo que, mediante la práctica económica, enseña a habitar el mundo desde la reciprocidad, el cuidado y la responsabilidad compartida.

		Más que una utopía lejana, la convergencia entre la ESS y la ED representa una transformación en marcha, evidente en diversas experiencias latinoamericanas que articulan democracia económica, sostenibilidad ecológica y solidaridad territorial. Su sistematización y legitimación teórica pueden consolidar las bases de un modelo poscapitalista propio de la región, en el que el desarrollo deje de confundirse con el crecimiento y se redefina como reproducción ampliada de la vida: un equilibrio dinámico entre justicia social, dignidad humana y sostenibilidad del planeta.

		5. Condiciones de posibilidad para una transición poscrecimiento 

		La transición hacia un paradigma de desarrollo centrado en la reproducción de la vida requiere condiciones institucionales que permitan ampliar y sostener las experiencias existentes. En este sentido, las políticas públicas desempeñan un papel decisivo. El fortalecimiento de marcos legales para cooperativas, finanzas solidarias, circuitos agroecológicos y empresas de propiedad colectiva puede ampliar el alcance de la Economía Social y Solidaria más allá de iniciativas locales. Asimismo, las estrategias de desarrollo territorial –basadas en economías regionales, soberanía alimentaria y gestión comunitaria de los bienes comunes– ofrecen espacios concretos donde las prácticas solidarias pueden consolidarse como pilares de bienestar social.

		

		De manera complementaria, la transición ecológica abre una ventana histórica para reconfigurar las prioridades económicas. Frente al agotamiento del modelo extractivista y a la creciente crisis climática, diversos países han comenzado a explorar políticas de transición energética, de agricultura regenerativa y de restauración de ecosistemas. Estas transformaciones responden a imperativos ambientales y, al mismo tiempo, generan nuevas formas de empleo, de innovación social y de organización productiva. En este contexto, la ED ofrece un marco normativo para orientar estas políticas al delimitar un espacio seguro y justo donde las actividades económicas puedan desarrollarse dentro de los límites planetarios y en condiciones de justicia social.

		Finalmente, la viabilidad de este horizonte reside en la democratización de la economía, sustentada en el control ciudadano sobre las decisiones productivas y financieras. Experiencias como presupuestos participativos, empresas recuperadas y cooperativas prefiguran arreglos institucionales donde comunidad, sector público y actores económicos colaboran por el bien común. Así, la convergencia entre la ESS y la ED se consolida como un horizonte en construcción, impulsado por prácticas sociales, políticas públicas y aprendizajes colectivos que ya transforman, de forma incipiente pero significativa, las economías contemporáneas.

		6. Conclusiones

		La crítica al paradigma del crecimiento trasciende la disputa técnica sobre indicadores o métricas económicas: constituye una confrontación ética y civilizatoria acerca del sentido de la vida en común. Durante décadas, el desarrollo social fue presentado como una extensión del crecimiento económico. No obstante, la experiencia latinoamericana ha demostrado que ni la expansión del PIB ni las políticas sociales compensatorias han logrado revertir la desigualdad estructural ni de asegurar un bienestar sostenible. La pobreza se administra, pero no se erradica; la naturaleza se explota, pero no se regenera.

		Ante este agotamiento histórico, la convergencia entre la ESS y la ED propone pensar la economía desde la vida y no desde la acumulación, desplazando el crecimiento por la reproducción ampliada de la existencia. La ESS aporta las estructuras comunitarias que democratizan la producción; la ED provee la arquitectura conceptual para articular los derechos sociales con los límites ecológicos. Juntas, conforman un campo de experimentación poscapitalista donde la justicia, la reciprocidad y el cuidado son principios organizativos y no resultados residuales.

		

		Repensar el desarrollo social desde esta articulación implica, además, una ruptura epistemológica con la racionalidad tecnocrática que ha subordinado el saber al cálculo. América Latina no solo padece las crisis del capitalismo global, sino que también elabora saberes propios en la intersección de economía popular, feminismo, ecología y comunalidad. Allí donde las comunidades organizan el trabajo en torno al cuidado, donde los pueblos defienden su territorio frente al extractivismo o donde las cooperativas reinventan la democracia económica, germina una nueva gramática del desarrollo: plural, situada y emancipadora.

		El tránsito del crecimiento al desarrollo social exige, por tanto, una profunda transformación cultural. No basta con medir distinto o distribuir mejor: es necesario reencantar la economía como práctica moral y pedagógica, orientada al sostenimiento de la vida digna. En esa dirección, la ESS y la ED no son utopías distantes, sino procesos en marcha que revelan la posibilidad de construir otro orden económico: uno en el que la riqueza no se mida por la acumulación, sino por la capacidad colectiva de cuidar, cooperar y vivir dentro de los límites del planeta.

		Así, el desafío latinoamericano del siglo XXI no consiste en crecer más, sino en aprender a vivir mejor: con justicia, dignidad y equilibrio ecológico. Ese es el verdadero sentido de un desarrollo social que, al fin, deja de ser promesa y comienza a ser proyecto.
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		Abstract. Utilizing an input–output structural decomposition method, this study assesses the drivers of Argentina’s greenhouse gas (GHG) emissions from 2000 to 2017. Variations in final demand emerge as the most significant influence: rising consumption during expansions increases emissions, whereas reduced consumption during downturns lowers them. Changes in energy intensity play a counterbalancing role, partly offsetting demand-driven increases during periods of growth. Shifts in the composition of intermediate demands have minimal effect on emissions during growth and stagnation, but a somewhat greater one during downturns and recovery periods. Reducing emission intensity during periods of stagnation helps to reduce total emissions. Combining demand-side action with energy-efficiency gains is essential to meet Paris Agreement targets and reconcile growth with climate objectives.
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		Determinantes de las emisiones de gases de efecto invernadero en Argentina: un análisis de descomposición estructural, 2000-2017

		Resumen. Mediante un método de descomposición estructural de insumo-producto, este estudio evalúa los determinantes de las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) de Argentina entre 2000 y 2017. Las variaciones en la demanda final se revelan como el factor más influyente: el aumento del consumo durante las fases de expansión incrementa las emisiones, mientras que la reducción del consumo durante las fases de contracción las disminuye. Los cambios en la intensidad energética desempeñan un papel compensatorio, contrarrestando en parte los aumentos impulsados por la demanda durante los períodos de crecimiento. Los cambios en la composición de la demanda intermedia tienen un efecto mínimo sobre las emisiones durante el crecimiento y el estancamiento, pero algo mayor durante las recesiones y los períodos de recuperación. La reducción de la intensidad de las emisiones durante los períodos de estancamiento contribuye a reducir las emisiones totales. Combinar las medidas relacionadas con la demanda con las mejoras en la eficiencia energética es esencial para cumplir los objetivos del Acuerdo de París y conciliar el crecimiento con los objetivos climáticos.
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		1. Introduction

		Environmental pressures have intensified markedly in recent decades, and climate change, driven largely by economic activity, now amplifies many other ecological and social stresses. Throughout the twentieth century, atmospheric concentrations of carbon dioxide, methane, and related greenhouse gases (GHG) rose sharply; this sustained build-up has elevated global temperatures and set in motion wide-ranging climatic shifts (Intergovernmental Panel on Climate Change [IPCC], 2022).

		Growing awareness of these trends has prompted a series of international policy responses, most prominently the United Nations 2030 Sustainable Development Goals, the Paris Agreement, and the Kyoto Protocol. All three initiatives share the common aim of keeping the increase in average global temperature well below 2 °C, and ideally no more than 1.5 °C, above pre-industrial levels. The IPCC (2022) warns that even the half-degree gap between those thresholds entails a substantial jump in climate-related risks. Meeting the 2 °C pathway would require worldwide GHG emissions to fall about 25 percent below 1990 levels by 2030; the 1.5 °C pathway demands roughly a 55 percent cut.

		Because most emissions originate in production chains, the relationship between economic growth and environmental degradation has occupied the center of policy debate, with gross domestic product (GDP) per capita and GHG emissions following parallel exponential trajectories (Stern, 2013). While developed countries are responsible for the majority of historical cumulative emissions, developing nations have exhibited faster growth in carbon dioxide (CO2) emissions in recent decades, contributing an increasing share to the world’s total annual emissions (Ciais et al., 2013; International Energy Agency [IEA], 2018). 

		Understanding the origins and determinants of GHG emissions, especially in developing economies, is indispensable for framing effective climate-mitigation strategies. The link between structural economic change and environmental pressure, therefore, lies at the heart of the growth-and-sustainability debate. Progress requires not only technological innovation but also policy frameworks that promote decarbonization without undermining equity.

		This study investigates the principal forces that drove changes in Argentina’s GHG emissions between 2000 and 2017. It focuses on three channels: i) variations in final demand, ii) changes in the energy –and emission– intensity of production, and iii) shifts in the sectoral composition of output. Because the period spans a deep macroeconomic crisis followed by episodes of rapid expansion, it offers an instructive setting for exploring whether –and under what conditions– economic growth can be decoupled from rising emissions. The guiding research question is therefore: which factors have driven Argentina’s GHG emissions since the turn of the century, and how might growth be reconciled with decarbonization in a middle-income context?

		

		To answer this question, the article applies structural decomposition analysis (SDA) to an environmentally-extended input-output framework. We draw on the Eora multi-regional database (Lenzen et al., 2013), which couples national input-output tables with satellite GHG accounts and is supplemented by International Energy Agency energy-use statistics. SDA disentangles the observed change in emissions into contributions from final-demand shifts, energy-intensity trends, and structural reallocation among sectors, thereby yielding a granular picture of the mechanisms at work. No previous study has employed this technique for Argentina, so the analysis provides a novel empirical baseline and policy-relevant insights for efforts to decouple growth from emissions.

		This paper is organized as follows. Following the introduction, the second section reviews the literature relevant to this work. The third section develops methodological aspects, presenting the foundational concepts of input-output and structural decomposition analysis along with the data used. Subsequently, the fourth section contains the results and discussion, followed by the final section, which provides conclusions and policy recommendations.

		2. Literature review

		Since the introduction of the analysis of environmental impacts generated by economic activities using Leontief’s (1970) input-output matrices, this tool has been widely employed in empirical studies to investigate environmental and natural resource-related issues. Its utilization has greatly contributed to policy formulation in these areas (Zhu et al., 2018).

		Among the methodologies commonly used to study energy and carbon footprints, the index decomposition analysis (IDA) and the SDA have gained prominence. IDA, in widespread use since the early 1990s, has proved valuable for tracing direct changes in energy use and CO₂ emissions and for informing mitigation strategies (Ang, 2015). Its main limitation is scope: IDA genera-lly omits the indirect effects that arise along production chains and is usually implemented with a coarser sectoral resolution than SDA (Zeng et al., 2014).

		

		SDA, by contrast, is built directly on input-output (IO) tables and therefore captures both direct and indirect effects. Employing a comparative-static framework, SDA partitions historical changes in a given environmental variable into mutually exclusive contributions such as final-demand growth, shifts in production technology, changes in energy or emission intensity, and alterations in sectoral structure (Hoekstra and van den Bergh, 2002). Although data-intensive, this method yields insights unattainable with aggregate indicators (Xie, 2014); it is particularly useful for evaluating how inter-industry linkages amplify or dampen changes in energy use and emissions (Brizga et al., 2014). Researchers may work with hybrid monetary-physical IO models, thereby preserving technological relationships while accounting for price variation (Miller and Blair, 2009), or with purely monetary tables combined with material-intensity vectors –a simpler but still informative option (Hoekstra and van den Bergh, 2002).

		The choice of decomposition form depends on research objectives. Additive schemes are often used to quantify absolute changes in emissions, whereas multiplicative schemes are suited to comparative analyses across regions or countries (Su and Ang, 2012).

		A consistent pattern emerges across this literature: expansion of final de-mand outweighs efficiency gains as the dominant driver of emissions growth. This holds for Australia (Common and Salma, 1992), China (Peters et al., 2007), six major economies including Brazil and the United States (Ferreira Neto et al., 2014), and at the global level for 186 countries using the Eora multi-regional input-output (MRIO) database (Lan et al., 2016), where population and income growth were only partially counterbalanced by falling industrial energy intensity. 

		Subsequent work has broadened the geographic and thematic scope to China (Hu et al., 2017; Shao et al., 2018), India (Zhu et al., 2018), Singapore (Su et al., 2017), Denmark (Wier, 1998), and global emission trajectories (Wang et al., 2017). The systematic review by Su and Ang (2012) of forty-three SDA papers (1999-2010) noted that spatial decompositions across multiple regions remain underexplored.

		Although a significant lag often separates the reference year of IO data from study publication (reducing immediate policy relevance), SDA’s ability to integrate economic structure with physical flows continues to provide un-matched analytical depth. Empirical findings across countries consistently highlight three factors as critical: growth in final demand, changes in ener-gy intensity, and shifts in sectoral structure. These insights are central to formulating strategies that pursue economic development while reducing environmental impact.

		

		Case-study evidence for Argentina highlights two consistent patterns. Sheinbaum et al. (2011), using index-decomposition techniques for 1990-2006, show that rising GDP and a shift toward more energy-intensive activities drove most of the country’s CO₂ increase, while efficiency gains provided only a modest brake. Updating the picture for 2010-2020, Peng et al. (2024) find that emissions fell only during recessions; the underlying carbon intensity of production remained stubbornly high, limiting lasting progress.

		A regionally relevant comparison is provided by Ribeiro et al. (2023), who apply additive SDA to Brazil over 2000-2017 (the same period covered by this study) and find that structural changes in emissions are concentrated in agriculture rather than in the industrial or service sectors. This reflects Brazil’s distinctive combination of a low-carbon electricity matrix–dominated by hydropower–and high land-use-related emissions from deforestation and agricultural expansion. The Argentine case, with its heavy reliance on natural gas and a distinct sectoral activity profile, offers a complementary analytical perspective.

		Retrospective analyses, though limited, offer crucial insights into his-torical emission trends and drivers. Notably, existing input-output-based research often focuses on single-year matrices, leaving temporal dynamics underexplored. Addressing this gap, the present study employs a Structural Decomposition Analysis of Argentina’s sectoral emissions from 2000 to 2017, marking the first such application for this country. By providing a longitudinal perspective, this research bridges methodological and empirical gaps, advancing understanding of Argentina’s emissions profile and supporting future policy and academic endeavors.

		3. Methodology and Data

		In the subsequent section, we outline the methods and data employed in this study. This includes an introduction of SDA form and methodology, the structural indicators such as energy and carbon emissions multipliers and linkages, and a description of the Eora MRIO database, detailing the selected procedure for converting time series data into constant prices and the selection of the time periods for analyses.

		

		Additive SDA Methodology

		Starting from the basic equation of the input-output model with a matrix of technical coefficients A, a final demand vector f, and a sectoral output vector x, we have:
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		We consider the following equation, where the levels of GHG emissions and energy consumption are directly related to the value of production:1
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		where ĉ is a diagonal matrix of dimension n x n representing emission intensity, ê is a diagonal matrix of dimension n x n representing energy intensity, and L is the Leontief matrix. It represents the structure of intermediate consumption by each branch, the so-called “recipe” each sector uses for its production process. Changes in this structure are mainly due to changes in production techniques and serve as a proxy for the technical change. 

		To separate the effects of domestic demand from exports, we split the final demand vector, f, in such a way that fd is domestic final demand, and ff is foreign final demand given by exports. We further decompose the domestic final demand into three drivers (Miller and Blair, 2009): the level (total amount) of domestic final demand expenditure over all sectors, represented by the scalar l; d is the vector that indicates the distribution of the total amount of domestic final demand across the different final-demand categories2; matrix B indicates the proportion of total expenditures by final-demand category that was spent on the product of each Argentinian sector.

		The next step is to decompose the changes in emission levels at two different points in time based on variations in the determining factors. For this, the method developed by Dietzenbacher and Los (1998) can be used, which averages polar decompositions and avoids exhaustive decomposition3. In this way, the change in the variations of C (ΔC) can be decomposed into the following seven effects:
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		The specific interpretation of each term in equation 3 can be described as follows:

		ΔL (technology effect) captures variations in emissions resulting from shifts in each sector’s input mix. It serves here as a partial proxy for technical change: productivity gains that translate into reduced energy use per unit of output are captured by Δê rather than by ΔL, so the two terms jointly absorb what is called “technological change” in the literature. Δê (energy intensity effect) reflects changes in the ratio of energy consumption per unit of gross output. Δĉ (emission intensity effect) reflects changes in GHG emissions per unit of energy consumed. Δf f  (foreign final demand effect) captures variations driven by changes in total exports. Δl (domestic final demand level effect) reflects changes in total domestic expenditure. Δd (distribution effect) captures shifts among final-demand categories –e.g., between household consumption and gross fixed capital formation. ΔB (mix effect) reflects changes in the composition of consumption patterns within those categories–e.g., a higher share of energy products at the expense of agricultural products. 

		Data Sources

		This study employs the Eora MRIO database, which provides multi-regional input-output tables for 189 countries, including Argentina, across 26 sectors, with annual data from 1990 to 2017. Satellite accounts include CO2 emissions and socio-economic indicators like gross value added. The Eora database offers extensive country –and time– series coverage, making it suitable for analyzing Argentina. However, limitations include the lack of specific cell deflators, exclusion of emissions from land-use changes, and outdated energy consumption data (last updated in 2011).

		To address these issues, data were converted to constant 2010 prices using the World Bank’s GDP deflator. To address the obsolescence of Eora’s energy satellite account –last updated in 2011– the energy consumption vectors were systematically replaced with the International Energy Agency national balances (IEA, 2024) and remapped to Eora’s 26-sector classification (see Appendix for the full sectoral correspondence). This substitution ensures that the energy-intensity coefficients used in the decomposition reflect observed sectoral energy use throughout the 2000-2017 period. 

		

		The 2017 endpoint reflects a binding data constraint rather than an analytical preference. The academic license of Eora covers fully elabora-ted MRIO tables up to 2017, while the most recent academic reconstructions (Mastronardi et al., 2022) reach 2018 with classifications that are not directly comparable to Eora’s. A lag of this magnitude is the rule rather than the exception in the SDA literature: recent applications close their series in 2017-2020 (Sun and Mi, 2023; Peng et al., 2024; Wang et al., 2024).

		The present study examines the period from 2000 to 2017, a time marked by significant economic shifts in Argentina. The currency depreciation in 2001 reoriented resources toward labor-intensive domestic production and industrial expansion. Concurrently, a commodity price boom benefited export-oriented food and raw material industries. Policies stimulating domestic demand further drove final demand growth.

		The analysis period (2000-2017) is divided into three macroeconomic cycles.

		
				2000-2005 captures the deep recession that culminated in the 2001-2002 crisis and the vigorous rebound that followed: real GDP fell by about 15 percent between 2000 and 2002, then grew at an average annual rate close to 9 percent through 2005.

				2005-2010 covers the continuation of the expansion at a more moderate pace and includes the 2009 global financial crisis shock, whose brief but measurable effects are retained in the series.

				2010-2017 corresponds to a prolonged phase of near-stagnation, during which output first recovered, then oscillated, and ultimately edged downward.

		

		This segmentation balances statistical robustness with analytical clarity. The first block encompasses a complete crisis-to-recovery cycle. In contrast, the subsequent blocks allow the decomposition to trace the impact of the commodity-price boom, the 2009 shock, and the post-boom slowdown. Extending the study to 2017 ensures that the most recent year with consistent input–output and emissions data is included.

		

		Four developments since 2017 fall outside the formal decomposition: the Covid-19 shock, the consolidation of Vaca Muerta as a source of unconventional gas, the expansion of non-conventional renewables under the RenovAr program, and the macroeconomic volatility of 2018-2024. Descriptive evidence from official inventories (Argentina, 2023; 2024) and energy balances (IEA, 2024) suggests that the mechanisms identified here continue to operate: aggregate emissions fell during the 2020 contraction and recovered toward 2019 levels by 2022, replicating the demand-emis-sion relationship observed in earlier cycles. Updating the decomposition once new Eora MRIO data become available remains a relevant research agenda.

		4. Empirical Results and Discussion

		According to table 1, most emissions in Argentina are attributed to the industrial sector, which accounts for 43% of total emissions, followed by the construction sector (11%), agriculture, forestry, and fishing (10%), and water, electricity, and gas (9%). As previously mentioned, these estimates differ significantly from Argentina’s National GHG Inventory, even though both methodologies produce the same total emissions at the aggregate level. In the inventory, emissions from the agricultural sector account for 38% of total emissions, followed by water, electricity, and gas at 19%, while industry represents only 16%. This discrepancy arises because the input-output framework reallocates agricultural emissions to downstream sectors that use agricultu-ral products as intermediate inputs (mainly industry). In contrast, the National Inventory attributes them to agriculture under Production-Based Accounting. Both totals coincide because the reallocation is accounting-internal; the sectoral profile diverges by construction.

Table 1. National carbon footprint (MtCO2 equivalent), 2016

		
			
				
				
				
			
			
				
						
						Sector

					
						
						Carbon footprint 

					
						
						Share (%)

					
				

				
						
						Agriculture, forestry and hunting

					
						
						36.96

					
						
						10

					
				

				
						
						Fishing

					
						
						0.71

					
						
						0

					
				

				
						
						Mining and quarrying

					
						
						5.31

					
						
						1

					
				

				
						
						Industry

					
						
						158.1

					
						
						43

					
				

				
						
						Water, electricity and gas

					
						
						34.08

					
						
						9

					
				

				
						
						Construction

					
						
						38.9

					
						
						11

					
				

				
						
						Commerce

					
						
						13.41

					
						
						4

					
				

				
						
						Hotels and restaurants

					
						
						8.85

					
						
						2

					
				

				
						
						Transport and communication

					
						
						17.97

					
						
						5

					
				

				
						
						Financial intermediation

					
						
						0.24

					
						
						0

					
				

				
						
						Real estate, renting and business

					
						
						6.75

					
						
						2

					
				

				
						
						Public administration

					
						
						11.73

					
						
						3

					
				

				
						
						Education, health and social services

					
						
						7.57

					
						
						2

					
				

				
						
						Other services

					
						
						23.88

					
						
						7

					
				

				
						
						Total

					
						
						364.46

					
						
						100

					
				

			
		

		Source: Mastronardi et al. (2022).

		In Argentina, carbon dioxide equivalent emissions from productive activities, as reported in the Eora MRIO database, increased from 297 megatonnes (Mt) in 2000 to 348 Mt in 2017. This increase of 51 Mt is broken down in table 2 below. As can be seen in the last column of the table, which displays the total effects of each element under analysis, this increase in the total volume of emissions is driven primarily by energy intensity, which is at the core of both positive and negative results in each subperiod. The effect of final demand varies significantly across periods, resulting in a positive aggregate effect. At the same time, the total final demand can be disaggregated into two main elements: domestic demand and exports.

		

		During growth periods, exports contributed significantly to GHG emissions, totaling 33.6 Mt over the entire period. On the other hand, domestic demand had a substantial impact on total emissions across different periods. Additionally, by decomposing domestic final demand into three drivers (level, mix, and distribution effects), we find that the level effect accounted for all domestic final demand contributions to GHG emissions, explaining 100% of emissions change in every period.

		The emission intensity contributed to a reduction in emissions during the whole period under analysis, with a decrease of 101.3 Mt. Furthermore, the structure of intermediate demand in the productive sectors of the Argentine economy contributed to a reduction of approximately 22.6 Mt. However, it is essential to note that significant differences emerge when analyzing the contributions of these effects across the various sub-periods.
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		Recession and Rebound Period: 2000-2005

		During the 2000-2005 period, a significant impact from the final demand effect (domestic demand effect plus exports) stands out, contributing to a reduction of 209.7 Mt in GHG emissions. This effect is often referred to as the scale effect, which explains changes in emissions due to changes in the size of final demand. An increase (decrease) in the final demand means higher (lower) production and therefore, greater (lower) emissions. In this case, the decrease can be primarily attributed to the constrained levels of internal absorption, which resulted from the decline in real wages due to the 2001-2002 crisis. This economic downturn was further exacerbated by a contraction in government spending and investment, taking place amidst a context of fiscal austerity and high financial instability.

		

		During the analyzed period, carbon intensity contributed to increasing emissions (15.1 Mt). Commercial and public services contributed to a reduction of 21.7 Mt, while chemical and petrochemical, together with machinery and equipment, showed a positive contribution of 22.7 Mt and 10.1 Mt, respectively. 

		The carbon-intensity rise reflects a separate mechanism: fuel substitution under gas scarcity. Argentina’s 2004 gas-supply crisis–frozen domestic pri-ces since 2002 had discouraged upstream investment just as economic recovery accelerated demand–forced industrial users and thermal generators to substitute fuel oil and diesel for natural gas (Bril-Mascarenhas and Post, 2015), which carry substantially higher emission factors per unit of energy. This explains why the positive contribution concentrates in gas-intensive ac-tivities such as chemicals and petrochemicals, and transport equipment and machinery. The mechanism is the mirror image of the carbon-intensity reduction observed in 2010–2017, where rising imports of Bolivian gas and liquefied natural gas (LNG) displaced more carbon-intensive fuels: in both periods, the sign of the carbon-intensity effect tracks Argentina’s access to natural gas–one mechanism, opposite manifestations. 

		Energy-intensity effects were the single largest force pushing emissions upward: they added about 230 Mt, more than offsetting the 210 Mt reduction attributable to lower final demand. Four branches dominate this outcome. In commercial and public services, the fall in demand (-112 Mt) was outweighed by a +142 Mt energy-intensity surge; similar, though smaller, patterns appear in food processing (-19 Mt vs. +19 Mt), agriculture (-9 Mt vs. +16 Mt), and other manufacturing (-15 Mt vs. +16 Mt). Most remaining sectors show the same sign reversal, albeit with modest magnitudes. These results suggest that periods of economic crisis are associated with a loss of energy efficiency. It is relevant to emphasize that the energy intensity variable is determined by the amount of energy per unit of output value (Energy/total output). In this sense, the values of this determinant seem to indicate the existence of a fixed emission level generated by energy use that continues to produce emissions regardless of the pace of economic activity.

		Two mechanisms explain this. First, the operational rigidity of basic infrastructure –power, gas, essential services– forces baseline energy use to continue even when output contracts, so a smaller GDP is distributed over nearly the same energy footprint. Second, price-insulation policies during the crisis –tariff freezes and fuel subsidies (Bril-Mascarenhas and Post, 2015)– dampened the demand response, weakening the fall in energy use relative to economic activity. This increase is heavily concentrated: four sectors –commercial and public services, food processing, other manufacturing, and agriculture– account for about 84 percent of the 230 Mt energy-intensity rise, with commercial and public services alone explaining roughly two-thirds. In all four cases, output contracted, but energy use barely declined. Sectors whose facilities can be idled more readily (mining, wood and paper, metal products) made only minor positive contributions, while chemical and petrochemical even registered a small negative effect. Energy-efficiency losses thus tend to coincide with severe downturns in structurally rigid branches. 

		

		The technology effect –which captures changes in intermediate-input coefficients– cut aggregate emissions by about 12.7 Mt CO₂ –eq over 2000-2005. Three activities generated roughly half of that saving: commercial and public services (18 % of the total reduction), chemical and petrochemical products (16 %), and agriculture (15 %). Mining, metal products, and food processing made smaller yet noticeable contributions.

		Several studies show that an expanding final demand usually pushes emissions upward, while technology and efficiency gain only partly offset that rise (Common and Salma, 1992; Peters et al., 2007; Sheinbaum et al., 2011). Our decomposition confirms that basic logic but in an opposite economic phase: during the 2000-05 contraction and rebound, overall domestic final-demand shrinkage produced the single biggest drop in Argentina’s emissions (-209.7 Mt), replicating those authors’ scale-effect mechanism–but with the sign reversed. In other words, table 3 reveals the mirror image of the growth-period evidence: cut aggregate demand sharply and the scale effect works just as powerfully, only now in a mitigating direction.
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		Peters et al. (2007) and Lan et al. (2016) note that, in boom years, final demand and energy intensity often pull in opposite directions –the former raising emissions, the latter lowering them. Our recession and rebound results extend that pattern: energy intensity moved against final demand as well, but because demand was falling, the intensity effect drove emissions up (+230 Mt). Thus, the sign of the trade-off reverses. Yet, the opposing relationship between the two drivers remains, with a symmetry that reinforces their analytical framework while highlighting the special vulnerability of energy efficiency in downturns.

		

		Growth period: 2005-2010

		

		As reported in table 4, domestic final demand was again the main upward‐pressure factor, adding about 122 Mt during 2005-2010. Commercial and public services alone explain just over half of the total rise (65 Mt, 53% of the aggregate effect). Smaller but still noticeable contributions stem from other manufacturing (11.5 Mt), food processing (9.5 Mt), chemicals and petrochemicals (7 Mt), transport services (5.8 Mt), transport equipment and machinery (5.4 Mt), and agriculture (4.8 Mt). 
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		Notably, exports also played a more substantial role in the change of emissions, representing 20% of the total emission change driven by final demand, with an absolute contribution of 30.8 Mt. This growth in exports was primarily propelled by the agriculture and food industry (3.4 Mt each), transport equipment and machinery (4.1 Mt), chemical and petrochemical (3.9 Mt), and commercial and public services (8.2 Mt). The evolution of emissions associated with exports aligns with favorable international prices and internal conditions (changes in relative prices), which stimulated increased exports in these productive sectors.

		Carbon intensity contributed moderately to emission reduction (-11.1 Mt). This reduction was observed across most sectors, collectively offsetting the significant positive contribution of 16.3 Mt from the chemical and petrochemical industries. On the other hand, energy intensity experienced a significant reduction in emissions, amounting to -151 Mt, effectively counterbalancing the emissions increase attributable to final demand. This effect was driven mostly by the commercial and public services, and chemical and petrochemical sectors. Their negative contributions to emissions represented 49% and 19% of the total reduction driven by energy intensity, respectively. Similar to previous periods, the technological effect remained moderate, contributing to a 2 Mt reduction in emissions. In aggregate, the combined effects led to a net decrease of 11 Mt during this period.

		After the 2001–2002 crisis, energy policy prioritized the domestic market by holding local prices below international levels through export taxes on oil and gas, frozen tariffs, and subsidized generation costs. The recovery from 2003 onwards then boosted energy demand, first in agriculture and industry and later in households (Arceo et al., 2022). 

		Output growth was initially absorbed by the reactivation of idle capacity; from 2005 onward, however, expansion increasingly required new investment (Herrera and Tavosnanska, 2011). Small and medium-sized enterprises (SMEs) led this investment cycle, with disbursements growing at an annual average rate of 23 percent on the back of rising profitability and reinvestment of internal funds (Porta, 2015). 

		

		In this context, several significant factors influenced Argentina’s GHG emissions trends between 2002 and 2010. On the one hand, political measures aimed at fostering economic growth and reducing domestic energy prices led to higher energy consumption and, consequently, increased emissions. Simultaneously, the introduction of new equipment and machinery, lin-ked to the surge in investments by local companies, led to a rise in embodied GHG emissions across all production stages, particularly in metal products, chemicals and petrochemicals, transport equipment and machinery, other manufacturing sectors, and the commercial and public sectors. However, it is noteworthy that these new investments also helped enhance energy efficiency. In this regard, the primary drivers of reduced emission intensity in developed countries have been productivity gains in the manufacturing sector, leading to more efficient production processes.

		On the whole, these factors contributed to a substantial increase in emissions driven by the scale effect. However, this surge was effectively counterbalanced by the energy-intensity effect, which significantly mitigated emissions. While the rise in energy consumption linked to economic expansion increased the numerator of this driver, the economy’s total output increased much more substantially, resulting in the energy intensity driver taking notable negati-ve values during this period, thereby contributing to emissions reduction. 

		These findings echo Lallana et al. (2021), whose decarbonization scenarios for Argentina yield similar levels of primary energy supply across both business-as-usual and structural-change pathways: rising per-capita consumption associated with poverty reduction is offset by efficiency gains from technology adoption and electrification. 

		Stagnation period: 2010-2017

		As reported in table 5, during this period, emissions from final demand increased by 86.3 Mt. Domestic demand drove 90.7 Mt of this increase, while exports reduced emissions by 4.4 Mt, as exchange rate appreciation weakened the competitiveness of tradable sectors, particularly in manufactured goods. This reduction was led by food, transport equipment, machinery, and chemical and petrochemical sectors.

[image: zamorano t5]
		Unlike in previous periods, energy intensity did not evolve in an inversely proportional manner with respect to final demand. In this period, it contributed positively to emissions change by 59.1 Mt. The driver that compensated for the increase in emissions was the carbon intensity effect, reducing emissions by 105.3 Mt and keeping the total emissions change during the period at 32 Mt. The technology effect contributed moderately to reducing emissions (-8.1 Mt).

		

		The reduction in carbon intensity is largely attributable to a rising share of energy imports as domestic production failed to keep pace with demand. Natural gas imports from Bolivia and liquefied natural gas (LNG) shipments from Qatar, Nigeria, and Norway expanded sharply, complementing crude oil and refined products from Brazil, Nigeria, Qatar, and the United States. Imports peaked between 2011 and 2014, displacing more carbon-intensive fuels from the domestic mix. Based on IEA data, Argentina’s energy imports fluctuated significantly. In 2000, imports accounted for 7% of total primary energy supply but fell to 4% by 2002 due to an economic recession. By 2005, they rebounded, doubling by 2010 to 11%, and reached 20% by 2016. This increase reduced emission intensity by replacing carbon- and oil-based fuels with less carbon-intensive gas. However, the SDA analysis (2010-2017) highlights the need for policies enhancing energy efficiency and renewable energy use to reduce GHG emissions, energy imports, and external constraints. Investments in energy-efficient technology and renewables can boost em-ployment and output, crucial during economic downturns. Nevertheless, greater reliance on energy equipment imports could strain foreign exchange demand, worsening economic constraints. 

		5. Conclusions and policy implications

		

		In this study, we have shown that the variation in GHG emissions in Argentina during 2000-2017 has been driven mainly by final demand levels, in line with the findings of Lan et al. (2016) and Zhu et al. (2018), among others. In periods of economic growth, the manufacturing and service sectors have had a strong impact on emissions associated with this growth. In contrast, in periods of stagnation, their contribution has been more moderate. In the recessive and rebound period, they had a strong impact, reducing emissions.

		This increase in emissions driven by final demand has been related, as of the year 2002, to a set of redistributive policies aimed at strengthening mass consumption and the purchasing power of the most vulnerable socioeconomic sectors that suffered the most from the impacts of the Argentinian crisis of the years 2001-2002. The strong impact of domestic demand on emissions levels poses challenges to reducing emissions, since Argentina has heavy income distribution constraints. In the event of an increase in income from lower levels, the impact on emissions could be very significant. 

		

		Over the full 2000-2017 period, the demand channel dominated quantitatively –aligning with Common and Salma (1992), Peters et al. (2007), Ferreira Neto et al. (2014), and Sheinbaum et al. (2011), who consistently find demand expansion outweighing efficiency gains. The decomposition does reveal subperiods in which efficiency was large enough to fully offset demand growth (notably 2005-2010), but those gains were neither permanent nor monotonically reproducible, as the energy-intensity reversal during 2010-2017 makes clear. Efficiency improvements thus operate as a necessary but not sufficient mitigation lever.

		Energy intensity ranks alongside final demand as the second main driver. During growth years, the demand-driven rise in emissions was largely offset by a negative energy-intensity contribution, reflecting productivity gains that translated into improved energy efficiency. Emission intensity had a mode-rate impact during the growth years and a strongly negative impact during stagnation, partially offsetting the increases in energy intensity and final demand. As noted, this reduction reflects the growing role of imported gas in displacing more carbon-intensive fuels. 

		The change in the intermediate-consumption structure had a marginal impact during the growth and stagnation periods, and a moderate one during the recession-and-rebound phase. The apparent paradox–that the ‘technology’ channel registers small absolute values despite the centrality of productivity in our reading of the results–dissolves once technical change is recognized as split across two terms: ΔL (reorganization of input recipes) and Δê (efficiency improvements that reduce energy use per unit of output). The substantial negative contributions of energy intensity during 2005-2010 should therefore be read as embodying a large part of the technical-progress channel, with ΔL capturing only the residual reorganization of intermediate inputs not absorbed by Δê. 

		Moreover, the analysis identifies a handful of sectors responsible for the most substantial changes in emissions, with notable mentions being the co-mmercial and public services, food, chemical and petrochemical industries, and other manufacturing sectors. Identifying the potential for efficiency improvements in these sectors is of significant importance, as is providing both financial and technical support to enhance their energy and emissions efficiency. By targeting these critical areas, Argentina can make notable im-provements in its efforts to mitigate climate change and foster sustainable development.

		

		The composition of Argentina’s energy sources matters quantitatively for the emission-intensity channel: the substitution of oil and coal by imported gas was a measurable factor in the 2010-2017 reduction in carbon intensity. Argentina’s shale gas reserves expand the menu of transition options at lower carbon content per unit of energy than oil or coal; their full life-cycle profile, however –including fugitive methane and the path-dependence created by long-lived infrastructure– qualifies their role as bridging rather than terminal. Integrating renewable energy into the fuel mix remains the more robust route to reducing emission intensity in the long run, with the additional benefit of generating employment and output (Garrett-Peltier, 2017; Ungar et al., 2020; Harari et al., 2022; Romero et al., 2022). 

		The findings of this study point to demand as the principal driver of emissions, with policy implications that warrant closer examination in light of post-2017 developments. The redistributive expansion this study traces did not continue: real wages contracted across all employment categories, with the steepest losses concentrated in informal and low-income workers, while the poverty rate rose substantially –from 25.7 percent of the population in the second half of 2017 (INDEC, 2017) to 52.9 percent in the first half of 2024 (INDEC, 2024)–. Aggregate emissions show the pattern this study would expect from movements in aggregate activity rather than from distributional dynamics: emissions fell sharply during the 2020 contraction and partially recovered as economic activity rebounded toward 2022 (Argentina, 2024), even as the underlying distributional deterioration continued. Should a redistributive recovery materialize in the coming years, the strong link between domestic demand and emissions documented here implies that, without simultaneous progress on the energy –and emission– intensity channels, distributive gains would translate into renewed pressure on emissions.

		Several policy implications emerge from this trade-off. Reducing emissions in a way compatible with development goals requires acting on the energy- and emission-intensity channels rather than restraining demand. Priority in-terventions include targeted energy-efficiency programs for the four sectors that dominate structural rigidity (commercial and public services, food processing, agriculture, and other manufacturing) and a progressive substitution toward renewables to reduce carbon intensity beyond the gas-import mechanism observed in 2010-2017. A green industrial policy supporting domestic manufacturing of renewable equipment would generate employment and reduce import dependence, though it would trade off faster deployment of imported equipment (Hochstetler, 2020); demand-side instruments such as consumer credit, tax exemptions, and carbon taxes can complement it. These instruments are more effective when industrial, energy, and environmental policies are coordinated, which can help articulate distributive recovery with emission reduction (Landini et al., 2020; Lütkenhorst et al., 2014).

		

		Finally, it is worth noting that the availability of comprehensive and relia-ble data is a key constraint on conducting input-output studies for Argentina’s economic, energy, and emissions issues. Enhancements to the data collection process and to reporting on input-output matrices, as well as on energy and emissions data, in Argentina are essential to facilitate in-depth research on energy and GHG emissions. Ensuring accurate, up-to-date data is crucial for timely assessments and analysis, ultimately supporting effective decision-making and policy formulation to address the country’s energy and environmental challenges.

		Appendix 

		
reconciliation of sector aggregation from different data sources

		Table 1A. Reconciliation of Eora input-output matrix and energy balance sectors

		
			
				
				
				
			
			
				
						
						Eora Sectors

					
						
						Abbreviation

					
						
						Energy balance sectors

					
				

			
			
				
						
						Agriculture

					
						
						Agriculture

					
						
						Agriculture

					
				

				
						
						Fishing

					
						
						
				

				
						
						Mining and Quarrying

					
						
						Mining and Quarrying

					
						
						Non metallic minerals

					
				

				
						
						
						
						Mining and Quarrying

					
				

				
						
						Food and Beverages

					
						
						Food

					
						
						Food and tobacco

					
				

				
						
						Textiles and Wearing Apparel

					
						
						Textiles

					
						
						Textile and leather

					
				

				
						
						Wood and Paper

					
						
						Wood and Paper

					
						
						Paper pulp and printing

					
				

				
						
						
						
						Wood and wood products

					
				

				
						
						Metal Products

					
						
						Metal Products

					
						
						Iron and steel

					
				

				
						
						
						
						Non ferrous metals

					
				

				
						
						

						Petroleum, Chemical and Non-Metallic Mineral Products

					
						
						Chemical and petrochemical

					
						
						Chemical and petrochemical + Data from transformation matrix

					
				

				
						
						Electrical and Machinery

					
						
						Transport Equipment and machinery

					
						
						Transport equipment

					
				

				
						
						Transport Equipment

					
						
						
						Machinery

					
				

				
						
						Other Manufacturing

					
						
						Other Manufacturing

					
						
						Construction

					
				

				
						
						Construction

					
						
						
						Non specified

					
				

				
						
						Transport

					
						
						Transport

					
						
						Transport

					
				

				
						
						Recycling

					
						
						Commercial and public services

					
						
						Commercial and public services

					
				

				
						
						Maintenance and Repair

					
						
						
				

				
						
						Wholesale Trade

					
						
						
				

				
						
						Retail Trade

					
						
						
				

				
						
						Hotels and Restraurants

					
						
						
				

				
						
						Post and Telecommunications

					
						
						
				

				
						
						Finacial Intermediation and Business Activities

					
						
						
				

				
						
						Public Administration

					
						
						
				

				
						
						Education, Health and Other Services

					
						
						
				

				
						
						Private Households

					
						
						
				

				
						
						Others

					
						
						
				

				
						
						Electricity, Gas and Water

					
						
						Electricity and gas

					
						
						Data from transformation matrix

					
				

			
		

		Source: own elaboration.
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NOTES
			
					1	The calculation of the overall greenhouse gas (GHG) emissions stems from the summation of emissions originating from productive activities conducted within Argentina’s borders, commonly referred to as “Production-Based Accounting” in the literature.


					2	Household final consumption, government final consumption, gross fixed capital expenditure, changes in inventories.


					3
	According to Dietzenbacher and Los (1998), the number of possible decompositions is equal to the factorial of the number of variables considered (n!). 
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		Abstract. This article examines two cases of international technology transfer for Covid-19 vaccine production in Mexico –Vaxzevria (AstraZeneca-Liomont) and Convidecia (CanSino-Drugmex)– to analyze the firm-level, institutional, and regulatory conditions that enabled participation in the fill-and-finish stages during the pandemic. It focuses on three dimensions: i) the limited yet relevant technological capabilities of national firms, ii) a weak but temporarily reconfigured policy environment for industrial and science, technology, and innovation (STI) development, and iii) exceptional regulatory flexibility that facilitated rapid implementation. Findings indicate effective downstream performance but persistent dependence on imported inputs and limited upstream capacity, which constrain long-term autonomy. The article highlights the need for sustained industrial policy, strategic public procurement, and stronger R&D linkages.
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		Transferencia internacional de tecnología para vacunas en México: capacidades e instituciones

		Resumen. Este artículo examina dos casos de transferencia tecnológica internacional para la producción de vacunas contra la Covid-19 en México –Vaxzevria (AstraZeneca-Liomont) y Convidecia (CanSino-Drugmex)– con el fin de analizar las condiciones a nivel empresarial, institucional y normativo que permitieron la participación en las fases de llenado y acabado durante la pandemia. Se centra en tres dimensiones: i) las capacidades tecnológicas limitadas, aunque relevantes, de las empresas nacionales; ii) un entorno normativo débil, pero temporalmente reconfigurado, para el desarrollo industrial y de la ciencia, la tecnología y la innovación (CTI); y iii) una flexibilidad normativa excepcional que facilitó una rápida implementación. Los resultados indican un ren-dimiento eficaz en las fases posteriores de la cadena de valor, pero una dependencia persistente de los insumos importados y una capacidad limitada en las fases iniciales, lo que limita la autonomía a largo plazo. El artículo destaca la necesidad de una política industrial sostenida, una contratación pública estratégica y vínculos más sólidos en materia de I+D.

		Palabras clave: producción de vacunas; transferencia internacional de tecnología; México; pandemia.

		Clasificación JEL: O33; L65; O31; O38.

		

		1. Introduction

		One of the most notable features of global vaccine production during the Covid-19 pandemic was the central role of international technology transfer in expanding manufacturing capacity. Faced with unprecedented demand, vaccine developers established global production networks through partnerships with firms in different regions. This model of collaboration between developers from industrialized countries and pharmaceutical firms in developing countries became a widely adopted international response to the pandemic (Fonseca et al., 2023).

		This article analyzes two cases of international technology transfer for Covid-19 vaccine production in Mexico, Vaxzevria and Convidecia, to examine the firm-level, institutional, and regulatory conditions that enabled Mexican firms to participate in fill-and-finish during the pandemic. More specifically,it asks how these arrangements activated existing capabilities in domestic firms, which types of institutional support and regulatory flexibilities made them viable, and what their scope and limitations were for strengthening local technological capabilities.

		The article contributes to the literature on international technology transfer and capability-building in strategic health sectors by showing that emergency-based collaboration can mobilize significant downstream capabilities and temporary institutional coordination, while leaving unresolved the structural dependence on imported inputs, weak upstream capabilities, and fragmen-ted industrial and science, technology, and innovation (STI) policies. To address this, the analysis is organized around three interrelated dimensions: firm technological capabilities, the industrial and STI policy environment, and the temporary regulatory reconfiguration triggered by the pandemic.

		The first dimension refers to the technological capabilities of national firms, with attention to the different links in the vaccine manufacturing process, from early production stages to final formulation, packaging, and quality control. The second considers the public policy environment, particularly policies aimed at productive development and the strengthening of STI, as well as the broader role of the national innovation system in the pharmaceutical sector. The third addresses the health emergency generated by Covid-19 as an exceptional context that temporarily altered regulatory, institutional, and political conditions and enabled new forms of coordination between public and private actors.

		This article is situated primarily within the literature on international technology transfer in strategic health sectors, especially in the context of global health emergencies. It engages, secondarily, with the literature on technological capabilities in late-industrializing economies. While recent studies have highlighted the role of actors, institutions, and firm capabilities in enabling vaccine technology transfer during the Covid-19 crisis (Fonseca et al., 2023), less attention has been paid to how these processes unfolded in middle-income countries with limited upstream capabilities and weakly articulated industrial and STI policy environments, where the crisis exposed both opportunities and structural constraints for local productive development (Gutman and Lavarello, 2023). By examining two Mexican cases, this article contributes to that discussion by showing how downstream participation in vaccine production depended not only on firm-level capabilities but also on temporary institutional coordination and exceptional regulatory flexibility.

		

		The paper is structured into five sections. Following the introduction, the second develops the analytical framework; the third presents the case studies; the fourth discusses the findings through a cross-case comparison; the fifth presents the conclusions and implications for strengthening local technological capabilities beyond the crisis context.

		2. Analytical framework

		The analytical framework combines two bodies of literature. The first addresses international technology transfer in vaccine production under conditions of a global health emergency. The second concerns the technological capabilities required for participation in vaccine manufacturing.

		In this article, technology transfer is understood, following Roessner (1993), as the movement of know-how, technical knowledge, or technology from one organizational setting to another. However, such a transfer should not be reduced to the mere circulation of codified information or artifacts. Rather, it involves intentional knowledge flows embodied in specific organizational mechanisms and entails transaction, coordination, and adaptation costs across institutions and firms (Scarrà and Piccaluga, 2022). In the case of vaccine production during a global health emergency, these processes are shaped by the interaction among firms, regulatory authorities, public institutions, and pre-existing technological capabilities, all of which condition the scope, speed, and effectiveness of transfer arrangements (Fonseca et al., 2023).

		

		Technological capabilities in biotechnology, with emphasis on the vaccine sector

		The perspective of technological change interprets innovation, organization, and cognitive processes as sectoral phenomena articulated around technological paradigms that define productive knowledge, guide collective improvement, and establish models of change with functional and economic attributes (Cimoli and Dosi, 1995).

		From the evolutionary theory of the firm, capabilities are determinants of innovative performance. According to Nelson (1991), the firm is shaped by its strategy, structure, and capabilities. The first two attributes are interrelated: transforming a firm’s strategy implies reconfiguring its structure. Capabilities emerge from conscious decisions and evolve from internalized routines. In this article, technological capabilities are conceived as the firm’s ability to accumulate, assimilate, and apply technological knowledge –derived from R&D activities and learning processes– to production and innovation processes, constituting a dynamic stock of knowledge that underpins firm performance (Tsai, 2004). These capabilities are dynamic and encompass strategic abilities to reorganize and renew resources in response to changing environments (Teece, 2007). Within this framework, technological capabilities are reinforced by firms’ R&D activities and by their access to complementary assets and organizational routines that support innovation and productive learning (Nelson, 1991).

		The vaccine sector presents techno-productive features that determine the technological capabilities firms need to innovate in this field. Vaccines are classified according to their capability to replicate in the host and/or the technology used in their manufacture.

		Conventional vaccines use antigens derived from inactivated or attenuated pathogens, but they present limitations when facing complex pathogens. Their production is usually slower, with a risk of reversion to virulent forms and reduced adaptability to new threats. In contrast, next-generation vaccines, developed through genetic engineering and rational immunogen design, elicit effective immune responses and can be produced more rapidly because they are based on the pathogen’s genetic sequence (Ghattas et al., 2021)1.

		

		Secondly, the composition, formulation, and inputs required to produce the vaccine influence the timing and complexity of the manufacturing process (Anupindi et al., 2022). Vaccine manufacturing processes (upstream, downstream, and fill-and-finish) are highly complex and characterized using cutting-edge R&D (Hatchett et al., 2023).

		The vaccine supply chain is organized into upstream and downstream flows. The upstream flows comprise pre-manufacturing stages, such as the de-velopment of candidate viral strains, selection of adjuvants, and acquisition of raw materials and packaging supplies. The downstream flows include distribution. Both segments face challenges: transport often depends on commercial flights, which can affect timely delivery. Since raw materials must be transformed into intermediate products and then into final vaccines ready for use, any disruption in the chain impacts availability (Anupindi et al., 2022).

		Given this complexity, even advanced production systems face challenges: the need for highly specialized equipment and personnel, complex technology transfer processes among partner manufacturers, global supply and manufacturing networks, and the need to ensure on-time delivery of more than 100 components. Consistency in manufacturing and quality control is crucial, with hundreds of tests per batch and oversight by external regulatory authorities.

		Increasing production capacity –especially for mRNA vaccines– requires building supply chains from scratch. Manufacturing depends on a global network concentrated in East Asia (55%), Europe, and North America (40%), with minimal presence in Africa and South America. Production cycles are long (90-120 days) and sensitive to disruptions, as the lack of a single input can paralyze or invalidate the entire production process. Vaccine availability reaches its full potential when two conditions are met simultaneously: i) the reliable increase in vaccine manufacturing capacity, and ii) the continuous and functional scale-up and supply of inputs by the supply chain (Hatchett et al., 2021).

		Regarding the technological capabilities of Mexico’s pharmaceutical sector, particularly in the vaccine segment, the clearest indicator is its heavy reliance on imports, especially of chemical and pharmaceutical products. The market for innovative medicines, including biopharmaceuticals, is mainly supplied through imports from transnational firms (see figure 1).

		

		Figure 1. International trade in pharmaceutical products in Mexico, 1993-2024, annual flows, 

		millions of USD
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		Source: own elaboration based on SE (2025).

		On the other hand, generic medicines are manufactured locally, based on a growing import of active pharmaceutical ingredients. This dependence on in-novative technologies, which are not produced in Mexico or the region, limits local production capacity and was exacerbated during the Covid-19 pandemic (see figure 2).

Figure 2. Exports and imports of active pharmaceutical ingredients. Mexico 2014-2023, 

		millions of USD
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		Source: own elaboration based on COMTRADE (2025).

		Among pharmaceutical firms in Mexico, it is possible to distinguish a small group with a base of technological capabilities in biotechnology, including a limited subset with experience in generics, biosimilars, and related innovation activities. Previous research on Mexican biotechnology firms has shown that some national firms possess technical capabilities, including system integration, test development, technological development activities, and linkages with science and technology organizations. However, these capabilities remain unevenly distributed and sectorally concentrated (Stezano and Oliver, 2019). This suggests that, even in a structurally dependent setting, some domestic firms have accumulated technological capabilities that may be activated under specific institutional and regulatory conditions.

		The persistent trade deficit in the Mexican pharmaceutical industry and the high dependence on imported technologies express a historical trajectory marked by a long-standing retreat in the national production of raw materials and active pharmaceutical ingredients (Oliver and Acosta, 2025). National capacity for the production and regulation of medical technologies has been very limited, both for Covid-19 vaccines in Mexico and for biological and synthetic products (Fichard and Schunk, 2024). This pattern is consistent with analyses of very late industrialization in biopharmaceutical activities (Lavarello et al., 2020).

		

		Institutional environment: industrial and science, technology, and innovation policies. 

		Over the past three decades, some semi-industrialized countries have narrowed technological gaps and integrated into regional and global biosimilar markets, building on prior bioprocessing capabilities and promoting industrial and STI policies. With different institutional and governance frameworks, Brazil, China, Cuba and India have followed trajectories of creative imitation in recombinant biotechnology. These experiences share two elements: i) policies that supported the strengthening of technological and R&D capabilities through specialized firms, state-owned companies, and/or public laboratories; and ii) the strategic use of public procurement and social security schemes so that health systems would promote productive –though not always technological– capabilities in biotechnology, starting with vaccine production (Gutman and Lavarello, 2017).

		

		In Mexico, public policy actions and programs that have influenced the development of the pharmaceutical sector show structural weaknesses: the ab-sence of a comprehensive long-term strategy, low levels of R&D investment, and the lack of specific incentives for local production. This has limited the impact of existing policies on the sector’s growth and innovation. The table 1 summarizes these challenges by strategic area.

Table 1. Areas and limitations of public policy in the development of the pharmaceutical (and biotech-nological) sector in Mexico

		
			
				
				
			
			
				
						
						Policy area

					
						
						Features

					
				

				
						
						Industrial and productive development

					
						
						Lack of a comprehensive industrial policy for the pharmaceutical sector. Although there are initiatives within general productivity and competitiveness programs, their implementation has been fragmented and has not had an impact on the sector. The absence of specific financial and regulatory incentives and of a long-term vision limits the growth of the industry and the local techno-productive and innovation capacity.

					
				

				
						
						Taxation

					
						
						Presence of tax incentives for the health industry, covering primary manufacturing, local packaging, and importation of finished products. Fiscal policy favors national production and foreign trade but lacks specific mechanisms to prioritize supply for the local market or to encourage generic production.

					
				

				
						
						STI

					
						
						Although Mexico has industrial capacity in manufacturing and technology, it faces major limitations in innovation due to low R&D investment. There is no long-term national agenda, and the sector is fragmented and disjointed. Beyond isolated institutional efforts and funding programs in health and innovation, limitations persist in investment and mechanisms for technological linkage, reducing the potential for the development of health technologies.

					
				

				
						
						Educational environments and human capital promotion

					
						
						Policies and programs focused on technical capabilities in innovation and production of health technologies are scarce and fragmented. Although there have been advances in higher education in recent decades, the lack of a comprehensive vision hinders the development of standardized structures in biotechnology, the pharmaceutical industry, and medical devices.

					
				

			
		

		Source: own elaboration based on Barraza and Arceo (2022).

		The current absence of a strategic vision and institutional coordination in Mexico’s productive and STI policies is the result of a process of structural transformation that contrasts with the role once played by the national pharmaceutical industry as a strategic sector for development. During the import substitution period, this sector consolidated an industrial and research base with significant technological capabilities, supported by effective coordination between the State and local firms.

		

		Starting in the 1980s, the shift toward neoliberal policies reoriented the pharmaceutical sector toward trade liberalization, deregulation and privatization. This facilitated the expansion of transnational companies, increased the country’s technological dependence, and weakened national actors (Gonsen, 1998). The signing of the North American Free Trade Agreement (Nafta) deepened this dynamic, inserting Mexico into global value chains from a subordinate position, without active policies to develop local technological capabilities (Oliver and Acosta, 2025). A central element in this shift was the intellectual property strategy adopted under the agreement, which established stricter regulations and limited third parties’ use of knowledge. It extended the effective duration of drug patents (Shadlen, 2009).

		The abandonment of a coherent industrial policy, together with the prioritization of public spending control over national drug production, contributed to the deterioration of the productive fabric and to a decrease in the number of firms with technological and innovation capabilities (Moreno-Brid, 2016). This structural weakness became critically evident during the pandemic, when national fragility in the supply of strategic health inputs became apparent. Although debates have emerged on the need to regain state capacity and strengthen national technological capabilities, major structural challenges persist. It is necessary to rethink the role of the State, rebuild technological capabilities, and design integrated policies that connect public health, R&D, innovation, and economic development (Mazzucato and Monaco, 2024).

		Temporary reconfiguration of rules and incentives during the health crisis

		During the Covid-19 pandemic, technology transfer regained importance as a mechanism to ensure global access to vaccines. Unlike the AIDS crisis –where generics played a central role– in the case of vaccines, which are biologics that are difficult to replicate, direct collaboration with developing firms was necessary. This transfer faced economic, technical, and regulatory barriers and had to be accelerated to respond to the health emergency. It was also affected by travel restrictions, supply-chain disruptions, and dependence on a few suppliers of critical inputs (Fonseca et al., 2023).

		Mexico’s response involved health and regulatory strategies led by the Ministry of Health, the General Health Council (CSG by its Spanish acronym), and the Federal Commission for the Protection against Health Risks (COFEPRIS by its Spanish acronym2). In March 2020, the CSG declared Covid-19 a serious disease requiring priority attention, enabling the declaration of a health emergency and granting the Secretary of Health authority to coordinate necessary actions. Following this recognition, exceptional measures were activated to ease regulatory and administrative processes (Barraza and Arceo, 2022).

		Among the first actions were presidential decrees authorizing the acquisition of goods and services without public bidding and the import of supplies without administrative requirements. This flexibility included health regulation, particularly the processes overseen by COFEPRIS, which had to provide technical advice to facilitate purchases within shortened timeframes. Legal deadlines for administrative procedures were suspended to prioritize emergency-related functions (Ministry of Health, 2020).

		In March 2021, a decree established extraordinary measures to accelerate the submission, evaluation, and approval of medical supplies and services. These measures included temporary certification of good manufacturing practices and simplified procedures for emergency use authorization of pharmaceutical treatments, including vaccines and medications. By March 2022, COFEPRIS had authorized ten Covid-19 vaccines, in addition to oral antivirals molnupiravir and paxlovid (COFEPRIS, 2025).

		At the same time, technological and production initiatives were promo-ted through public sector coordination. The Ministry of Economy supported projects involving public institutions, universities, and firms to develop domestic ventilators and diagnostic test materials. Various public health institutions and public hospitals, including those operated by the Ministries of Health, Defense, and the Navy, were authorized to purchase medical equipment through direct award mechanisms, under exceptions approved by the federal government (Barraza and Arceo, 2022). 

		Previous studies (Amaro, 2021; Barraza and Arceo, 2022; Stezano et al., 2022; Stezano and Oliver, 2023) have highlighted the role of these exceptional configurations in the technology transfer processes for the two vaccines analyzed in this article. This regulatory reconfiguration did not result in lasting changes to the instruments or policies of the pharmaceutical, medical supplies, or medical devices sectors. State mobilization remained temporary and limited to the emergency context.

		

		3. Case study: Liomont-Vaxzevria and Drugmex-Convidecia

		Methodology: fieldwork, case selection, design, and data collection strategies


		This study analyzes the processes of international technology transfer related to the production phases of two Covid-19 vaccines during the pandemic, with an emphasis on the role played by Mexican firms, their interactions with other actors, and their connections to institutional, organizational, and public policy levels in the productive and STI domains. The analysis follows a multiple case study strategy. Although their findings have limited generalizability, case studies enable in-depth analysis (Yin, 2003) of the evolution and complexity of innovation processes and have played a central role in shaping the innovation systems approach. This allows for a detailed and contextualized understanding of the structure and effectiveness of causal mechanisms in processes of productive, technological, and innovation development by distinguishing among causal capabilities, contextual conditions, and potential disarticulations between them (Fragkandreas, 2025).

		The fieldwork included four in-depth interviews with key informants from the two national firms involved, conducted as part of the research project documented in Oliver (2025). Secondary sources included analytical documents on the cases, relevant legal and administrative provisions issued during the pandemic in Mexico, and related news articles.

		The selection of cases was based on the following criteria: they had to involve technology transfer processes related to a Covid-19 vaccine, developed and/or produced during the pandemic, and include the participation of at least one Mexican company in one of the vaccine’s production phases.

		The methodology is grounded in sociological fieldwork within the framework of social studies of STI. This perspective highlights the social and relational nature of the economic and technological processes underpinning innovation, as well as the role of intermediary institutional and organizational actors and mechanisms in the social dynamics that shape them.

		

		Two cases of international vaccine technology transfer processes in Mexico during the Covid-19 pandemic

		During the Covid-19 pandemic, Mexico was involved in two international technology transfer processes through two national firms, Liomont and Drugmex, which were responsible for the fill-and-finish of the Vaxzevria and Convidecia vaccines, respectively.

		In the first case, the technology transfer came from AstraZeneca (AZ) –the developer of the vaccine alongside the University of Oxford– to the Mexican firm Liomont, which was assigned the final processing stage. The earlier stages, involving the production of the active pharmaceutical ingredient (API), were carried out in Argentina by mAbxience. This process was financed by the Carlos Slim Foundation (FCS, by its Spanish acronym) and coordinated by the governments of Argentina and Mexico during the health emergency.

		The project and its alignment with regulatory and production frameworks progressed rapidly. In August 2020, the initial agreement between AZ and the FCS was signed to finance the vaccine under a risk investment scheme. Four days later, the Mexican government announced its participation in the production of the vaccine for Latin America. Starting in September, the adaptation of Liomont and mAbxience plants began, including the acquisition of equipment and supplies and the start of the transfer process from AZ to both laboratories (FCS, 2023).

		With positive results in phases 2 and 3 of clinical trials, mAbxience began producing the first batch of active substance in November. In December 2020 and January 2021, the vaccine received emergency use authorization in Argentina and Mexico, respectively. On January 20, Liomont received the first shipment of active substance from Argentina. In February, the WHO also granted emergency authorization. By late March, Liomont released its first batch of vaccines, and in May, COFEPRIS approved the first four batches for distribution. Two days later, deliveries to Mexico and Argentina began. On November 9, 2021, the 100 million doses milestone was reached, and by the end of 2022, 150 million doses had been delivered (FCS, 2023; Stezano and Oliver, 2023).

		Laboratorios Liomont is a Mexican pharmaceutical firm founded in 1938 by the German chemist Martin Lewinberg. It operates three plants in Mexico, including its headquarters in Cuajimalpa, Mexico City, and another plant in the same area opened in 2019 for biotechnological production (Liomont, 2025). That same year, it inaugurated a new plant in Ocoyoacac, State of Mexico, notable for its use of isolator technology and a robotic distribution center (El Financiero, 2019). Currently, Liomont operates in 17 countries and produces more than 40 million medications annually (Enríquez, 2022).

		

		The technology transfer and funding from the FCS enabled the adaptation of Liomont’s plant in Mexico, which was equipped with a 2,000-liter-capacity infrastructure dedicated to biotechnological production and cell culture. Although Liomont did not develop the antigen technology, it stood out for its capacity to produce vaccines at scale and for its prior collaborations in influenza vaccine production (FCS, 2023). In this case, technology transfer did not involve the domestic development of the antigen or other upstream stages of vaccine production, but rather the transfer of operational protocols, plant adaptation requirements, quality-control procedures, and regulatory and organizational knowledge associated with fill-and-finish activities.

		Liomont has built strategic alliances centered on international cooperation, particularly with Southern Cone firms such as Sinergium and mAbxien-ce from Argentina. Its participation in collaborative arrangements with Latin American firms for vaccine production, such as Vaxzevria, positions it as a relevant actor in these regional initiatives. These alliances have included R&D components, particularly in neglected diseases such as Chagas and Zika, consolidating a regional vision of business collaboration based on previous successful experiences (Stezano and Oliver, 2023).

		In the second case, the technology transfer process was established between the Mexican firm Drugmex and the Chinese CanSino Biologics. As in the previous case, the Mexican role was limited to the fill-and-finish stages. Prior to this process, Drugmex had experience producing injectables and significant manufacturing capacity, but no history of vaccine production. In the context of the pandemic, CanSino faced the challenge of scaling up its vaccine production through partnerships with regional partners. Drugmex was considered a strategic ally due to its infrastructure, pharmaceutical quality experience, and willingness to repurpose its plant.

		The collaboration began with Drugmex’s submission of technical information. After an expedited feasibility assessment, CanSino selected Drugmex as its regional partner. The Mexican company then dedicated its entire plant to the project, renegotiating prior contracts to commit to it (Stezano et al., 2022; Farías, 2024).

		From a regulatory standpoint, the production of Convidecia in Mexico required three conditions: obtaining emergency use authorization; securing Good Manufacturing Practices (GMP) certification from COFEPRIS for sterile biologics production; and batch approval for distribution. The phase 3 clinical trial began on November 6, 2020, with participation from the National Institute of Nutrition (INN by its Spanish acronym). Drugmex played a key role in designing and managing the regulatory process, alongside Epic, a contract research organization (CRO).

		

		The plant received its GMP certification on February 18, 2021, and a few days later, on March 22, the first batch of 955,720 doses was released. To achieve these results in such a short time, the company decided to proceed before official approval and to repurpose its facilities in advance, taking on significant risks to avoid delaying vaccine availability (Farías, 2024).

		Drugmex also strengthened its technical base with support from the Biotechnology Institute (IBT) of the National Autonomous University of Mexico (UNAM, by its Spanish acronym) and the Unit for Research and Development in Biotherapeutics of the National Polytechnic Institute (UDIBI-IPN by its Spanish acronym), forming a network of experts that provided advice during the technology transfer. The technical and production adjustments develo-ped included redesigning the plant layout, installing refrigeration systems, acquiring IBCs (intermediate bulk containers), and implementing single-use technology with Sartorius’s support. Additionally, the development of local suppliers was promoted in the face of global shortages; in this process, Tzinapu (Mexican) and Aptar (U.S.-based, with a plant in Querétaro) were key in supplying vials and stoppers, respectively (Stezano et al., 2022; Farías, 2024). By the end of the process, Drugmex had completed the fill-and-finish of 35 million doses (Farías, 2024).

		Technology transfer in this case was concentrated in the downstream stages of vaccine production. It involved the transfer of fill-and-finish routines, plant adaptation and validation requirements, GMP-related procedures, quality-control practices, and the regulatory and organizational knowledge required to operate under emergency conditions.

		Drugmex is a Mexican pharmaceutical firm founded in 2008 with an initial investment of USD$10 million. Located in the El Marqués industrial park in Querétaro, it specializes in the production of sterile injectable medications, such as lyophilized products and ampoule solutions. The plant began operations with an annual capacity of three million units and a workforce of 30 employees, with expansion plans from its early years (Castillo, 2023; Almanza, 2015; Stezano et al., 2022).

		Currently, Drugmex is part of Laboratorios Carnot and operates under that name. Carnot is a national firm with over 80 years of experience in the pharmaceutical sector and expansion plans in Latin America. In 2024, Carnot announced an investment of MXN$2.4 billion for the construction of a new plant in the state of Hidalgo, specializing in medications for gastroentero-logy and gynecology, with the aim of exporting to more than 15 countries (Villegas, 2024; Castillo, 2023), during and beyond the pandemic emergency period.

		

		4. Analysis and discussion

		Technological capabilities of national firms in vaccine manufacturing

		Regarding the technological profile of the vaccines and their link to local technological capabilities, the analysis of the cases allows us to infer that the two Mexican firms involved possess a relatively complex level of technical competencies. Otherwise, neither Liomont nor Drugmex would have been able to participate in the handling of vaccines that use non-replicating viral vector platforms. This technological platform, used in both vaccines, is considered part of the new generation of vaccines due to its greater efficacy, faster production, and lower risk of virulent reversion (Ghattas et al., 2021).

		In both cases, participation in vaccine-related technology transfer during the pandemic did not emerge from an absence of prior capabilities, but from the activation, adaptation, and selective strengthening of pre-existing technological capabilities under exceptional institutional and regulatory conditions. The pandemic context accelerated learning and productive adjustment based on capabilities, infrastructure, and organizational experience accumulated before the health emergency.

		Access to these technologies was not the result of endogenous developments, and participation was limited to the final production stages: the fill-and-finish phase (see table 2). This phase is key in vaccine manufacturing: it involves the sterile filling of vials, their hermetic sealing, lyophilization when required, labeling, packaging, and pre-distribution quality verification. An error in this stage can compromise the sterility, stability or safety of the final product.

Table 2. Value chain of the production of two vaccines in Mexico during the pandemic: roles and coverage levels of national firms

		
			
				
				
				
				
			
			
				
						
						Vaccine

					
						
						Vaxzevria

					
						
						Convidecia

					
				

				
						
						Mexican firm supplying the Health System.

					
						
						Liomont

					
						
						Drugmex

					
				

				
						
						Value chain: upstream production

					
						
						Active ingredient (API)

					
						
						Non-replicating chimpanzee adenovirus (ChAdOx1) vector modified to carry the spike (S) protein

					
						
						Non-replicating recombinant type 5 adenovirus (Ad5) expressing the SARS-CoV-2 spike (S) protein

					
				

				
						
						API purification

					
						
						No

					
						
						No (plans to do so in the future)

					
				

				
						
						Value chain: downstream production

					
						
						Formulation

					
						
						No

					
						
						No (plans to do so in the future)

					
				

				
						
						Fill, seal, and package.

					
						
						Yes

					
						
						Yes

					
				

				
						
						Quality control

					
						
						Yes

					
						
						Yes

					
				

				
						
						Distribution and post-market

					
						
						Distribution

					
						
						Pandemic context: carried out by the Ministry of Health

					
						
						Pandemic context: carried out by the Ministry of Health

					
				

				
						
						
						Not applicable

					
						
						Not applicable

					
				

			
		

		Source: own elaboration.

		From a regulatory standpoint, plants dedicated to vaccine packaging must comply with strict standards: they cannot share facilities with penicillin production, in accordance with GMP and international regulations (WHO, FDA), as well as national technical provisions issued by COFEPRIS. Although the participation of Liomont and Drugmex yielded good results in both cases, Mexico faces structural limitations in productive infrastructure. Compared with integrated models adopted in Brazil (Fiocruz, Butantan) and Argentina (mAbxience, Laboratorio Richmond), two shortcomings persist in Mexico: i) low investment in aseptic technology and automation, and ii) weak value chain articulation among input suppliers, formulators and packaging firms (González, 2025).

		

		Neither Liomont nor Drugmex participated in key stages such as the production of the active pharmaceutical ingredient (API), its purification or product formulation. The API was imported: from Argentina, produced by mAbxience, in the case of Vaxzevria, and from China, produced by CanSino, in the case of Convidecia. This reflects the structural dependence of Mexican firms on imported inputs, both for formulation and final packaging. Critical inputs include active ingredients, excipients (adjuvants, preservatives, stabilizers), and technological products such as vials, syringes, and ampoules. Although the processes are carried out in accordance with GMP standards and international regulations, the near absence of domestic production in these areas affects supply security. During the pandemic, this weakness manifested as supply interruptions for items such as bioreactors, media bags, tubing, and filters, causing significant delays (Fichard and Schunk, 2024).

		

		Institutional environment: industrial and STI policies. 

		In an institutional environment characterized by weak science-industry linkages and low investment in R&D, Liomont and Drugmex have stood out for their connections with their productive and institutional environments.

		Liomont has built strategic international alliances for cooperation, establishing itself as a key player in regional consortia for vaccine production. In addition to its participation in Vaxzevria, Liomont has been involved in R&D projects on neglected diseases such as Chagas and Zika. These alliances are part of a regional vision for business collaboration, informed by previous successful experiences (Oliver, 2025).

		Drugmex, following its acquisition by Grupo Carnot, has begun developing a network of technical and scientific collaborations. In the case of the Con-videcia vaccine, Drugmex strengthened its capabilities to handle the transfer process through specialized assistance from Mexican institutions with R&D capabilities in vaccines (INN, UDIBI, and IBT). These linkages, together with the process of adapting and expanding its production plant, entailed learning processes for the company, reinforced through the incorporation of qualified technical personnel (Stezano et al., 2022).

		Joint R&D projects between science and industry in Mexico’s vaccine sector remain exceptional. The National Laboratory of Vaccinology and Tropical Viruses (LNVVT, by its Spanish acronym), created after the pandemic, could play a relevant role in this regard in the medium term3. Another area with potential to strengthen these linkages is the Master’s Program in Vaccine and Biotherapeutic Science and Technology at the National School of Biological Sciences of the IPN, which is aimed at training highly specialized personnel.4

		

		Strengthening R&D in vaccines and firms’ technological capabilities to meet international regulatory standards throughout the value chain demands specific sectoral support.

		The structural deficit in vaccine production and regulatory capacities in Mexico is well known. National firms lack manufacturing capabilities that cover all phases of development, production, and control. At the same time, COFEPRIS –the regulatory authority– does not yet have all the technical competencies required to supervise these processes, according to the perspective of Mexican firms in the sector. This limitation restricts national development in a strategic area and accentuates external dependence. Targeted support schemes –in R&D, training, capacity building, and technical strengthening of COFEPRIS– could constitute a first step toward a more robust sectoral innovation system for vaccines.

		Regulatory and institutional transformations in the context of the pandemic

		As previously noted, the Mexican government adopted a set of exceptional measures in response to the health emergency caused by the Covid-19 pandemic.5 These measures directly impacted the development of the technology transfer processes analyzed here. A key factor in both cases was the speed with which COFEPRIS evaluated the vaccines and their technological platforms. Vaxzevria and Convidecia received emergency use authorization on January 4 and February 8, 2021, respectively (Barraza and Arceo, 2022).

		In the case of Convidecia, in addition to the emergency authorization, the approval of protocols for conducting phase III clinical trials in Mexico was also relevant. Drugmex also benefited from the extraordinary measures that empowered COFEPRIS to promptly coordinate the processes of submission, evalua-tion, and authorization of health supplies and medical establishments. This enabled the firm to obtain GMP certification as an establishment that helped mitigate Covid-19 (Farías, 2024). This set of extraordinary and exceptional measures adopted during the health emergency is summarized in table 3.

Table 3. Exceptional measures by the Mexican Government during the pandemic: 2020-2022

		
			
				
				
			
			
				
						
						Date

					
						
						Measure

					
				

				
						
						March 2020

					
						
						The declaration of Covid-19 as a serious disease enabled the declaration of a health emergency.

					
				

				
						
						Extraordinary powers were granted to the Secretary of Health to coordinate all necessary actions.

					
				

				
						
						March-April 2020

					
						
						Presidential decrees authorizing purchases without public bidding and imports without standard administrative procedures.

					
				

				
						
						April 2020

					
						
						Flexibilization of health regulation and immediate technical assistance by COFEPRIS. As part of this process, by March 2022, COFEPRIS had already authorized ten vaccines and two oral antiviral treatments.

					
				

				
						
						Suspension of legal deadlines in administrative procedures to prioritize essential functions.

					
				

				
						
						Since mid-2020

					
						
						Public promotion of technological initiatives (ventilators, diagnostic tests) coordinated by the Ministry of Economy.

					
				

				
						
						Special powers granted to public institutions (IMSS, ISSSTE, SEDENA, SEMAR, SSA) to acquire medical equipment through direct award, including advance payments.

					
				

				
						
						March 2021

					
						
						Decree establishing extraordinary measures to accelerate the evaluation and authorization of medical supplies.

					
				

				
						
						Temporary certification of good manufacturing practices and simplified procedures for COFEPRIS emergency use authorization.

					
				

			
		

		Source: own elaboration based on Barraza and Arceo (2022); Secretaría de Salud (2020); COFEPRIS (2025); Oliver (2025).

		

		In recent years, the pharmaceutical, health supply, and medical technology sectors in Mexico have lacked specific policies or programs to strengthen their capacity. The predominant industrial policy in the country over the past three decades has focused primarily on export-oriented manufacturing. This model prioritizes the technological modernization of sectors considered strategic due to their performance in global markets, particularly export-oriented maquiladora industries such as the automotive, aerospace, and electrical-electronic sectors (Stezano, 2024).

		In this context, one of the most relevant instruments has been the Program for the Manufacturing, Maquiladora and Export Services Industry (IMMEX, by its Spanish acronym). This program offers tax and customs benefits to exporting firms, allowing the temporary importation of inputs for transformation and assembly, and the subsequent export of the final product. IMMEX is primarily aimed at industrial plants located in the border region with the United States.

		

		In the case of Vaxzevria, AZ, being registered in the IMMEX program enabled it to rapidly import critical supplies for its local production. This made it possible to respond more swiftly to the global shortage of materials that affected supply chains during the pandemic (Barraza and Arceo, 2022).

		5. Conclusions


		This article examined the firm-level, institutional, and regulatory conditions that enabled Mexican firms to participate in fill-and-finish stages through international technology transfer arrangements during the Covid-19 pandemic. Based on the comparative analysis of the two cases, three main findings emerge:

		
				Both cases reveal a limited profile of technological capabilities in the initial phases of active pharmaceutical ingredient (API) formulation and purification (upstream), but significant strengths in later stages (downstream), such as final formulation and fill-and-finish;

				Both firms stand out as exceptional cases within the national landscape: Liomont has developed R&D activities through international cooperation, while Drugmex (now Carnot) has incorporated capabilities through training and the recruitment of specialized human capital. This occurs in a national context marked by fragmented productive and STI policies and a lack of specific incentives to foster the development of national vaccine producers; and

				The pandemic context activated flexible regulatory conditions, institutional support, and public –private partnerships that enabled the technology transfer processes analyzed. These three factors– policy, business capacities, and institutional flexibility– were decisive to the success of the experiences studied. That is, the convergence of actors, technological capabilities, and institutions (Fonseca et al., 2023).

		

		These findings are broadly consistent with recent studies that emphasize the interaction among actors, institutions, and firm capabilities in enabling vaccine technology transfer during global health emergencies (Fonseca et al., 2023). At the same time, the Mexican cases qualify optimistic interpretations of technology transfer as a straightforward pathway to broader technological upgrading. They suggest that participation in downstream stages may generate important learning opportunities and productive strengthening, while still falling short of upstream integration, technological autonomy, and the consolidation of complete domestic value chains (Lavarello et al., 2020). The main policy challenge, then, is not only to preserve the downstream technological capabilities activated during the pandemic, but also to address the structural conditions that continue to limit upstream integration, domestic input production, and sustained coordination among industrial, STI, and regulatory institutions.

		

		In Mexico, the segment of vaccine-producing firms reflects a historical process of neglect and the weakening of accumulated capacities in the public sector, with the private sector failing to replace them. Trade liberalization and the absence of a long-term industrial policy explain much of this loss of self-sufficiency.

		Beyond the main findings, the cases may also suggest the emergence of incipient capability clusters in some segments of vaccine-related manufacturing in Mexico, particularly in downstream activities. Liomont has consolidated its position as a relevant industrial actor, especially in downstream phases. Although it does not participate in API production, it has invested in modern infrastructure, has accumulated packaging experience, and has strengthened its business model through international alliances. Drugmex, for its part, is more recent in the vaccine field and, through its collaboration with CanSino and Mexican R&D institutions, strengthened its industrial experience. Nevertheless, both firms remain highly dependent on imported inputs (excipients, packaging materials, and APIs), exposing them to logistical, regulatory, and geopolitical risks.

		Restrictions derived from the TMEC and internal regulatory barriers also limit the sector. In this context, it is essential to adopt an industrial policy focused on the national production of strategic inputs, combining tax incentives, public financing, and coordination with universities and research centers (González, 2025). Direct subsidies could support basic research, especially within scientific and academic environments. Likewise, R&D tax credits for national firms would reduce the initial costs of investing in R&D (Kazaz et al., 2021).

		Another critical aspect is the high uncertainty faced by national firms when investing in production facilities and R&D laboratories in the absence of purchase guarantees. To mitigate this risk, the Mexican government should establish mechanisms that link business investment to multiyear public procurement schemes for routine-use vaccines. This strategy would help sustain technological capabilities and ensure continuity of production. In this regard, it is key to promote purchasing and pricing agreements that stimulate demand and to design public procurement mechanisms that strengthen the national manufacturing base (PAHO, 2024; BCG, 2024).

		

		For Liomont and Drugmex, these instruments would create favorable conditions for investing in proprietary technological platforms (Anupindi et al., 2022). Strengthening endogenous technological capabilities requires combining enabling regulatory frameworks, strategic investment, and sustained incentives that promote vaccine innovation.

		The cases studied suggest that Mexican firms could have carried out fill-and-finish even without the pandemic’s exceptional conditions. Technological advancement does not depend solely on technological capabilities: it involves disputes, negotiations, and coordination among actors. Every productive and STI policy has a strong political component: mobilizing interests, negotiating boundaries, and translating languages (Fonseca et al., 2023). Based on the above, two problematic areas for national development emerge: i) health autonomy as a condition for guaranteeing the right to health, and ii) health as a strategic sector for strengthening Mexico’s productive and tech-nological base, with the potential to generate investment, employment, knowledge, and innovation.

		Informed consent

		The interviewees participated voluntarily and with informed consent. The results are presented in anonymized form, preserving the confidentiality of the information provided during the interviews.
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NOTES
		
			
					1	The first category includes vaccines from the following technological platforms: live attenuated or attenuated vaccines with replication capacity, whole inactivated vaccines, virus-like particles (VLPs), synthetic peptide vaccines, toxoid vaccines, polysaccharide vaccines, and conjugated polysaccharide vaccines. Meanwhile, next-generation vaccines and their technological platforms include bacterial vector vaccines, viral vector -based vaccines, synthetic DNA vaccines, and mRNA-based vaccines (Ghattas et al., 2021).


					2
	COFEPRIS is the Mexican federal authority that regulates medicines, medical devices, and biotechnological products; it authorizes generics, research protocols, and production licenses. It oversees health risks in accordance with the General Health Law and promotes public health through the control and monitoring of medical supplies (Stezano and Oliver, 2023).


					3	The National Laboratory of Virology and Tropical Vaccines (LNVVT, by its Spanish acronym) was inaugurated in 2022 by the IPN and Conacyt (now Secihti) to strengthen scientific infrastructure in biocontainment following the pandemic (El Financiero, 2022). Located at the ENCB-IPN, it specializes in tropical viral diseases and vaccine development. With biosafety level 3 (BSL-3), it conducts advanced research, preclinical trials, and clinical monitoring of biopharmaceuticals. Its infrastructure allows work with hazardous pathogens thanks to certified HVAC systems and HEPA filters (LNVVT, 2025).


					4	The master’s Program in Vaccines and Biotherapeutics at IPN trains scientists with a comprehensive vision of the development, regulation, and production of these technologies. Aimed at professionals in fields such as medicine, biology, or engineering, it covers everything from design to clinical studies and pharmacovigilance. The program lasts two years, has a professional orientation, and offers admission every semester. Graduates can join the productive, regulatory, or academic sectors within national and international frameworks (SEPI-IPN, 2025).


					5	These multiple actions created to facilitate the response to the Covid-19 pandemic from a health regulation perspective had a limitation stemming from the way in which the decrees, administrative measures, and various additional provisions were issued. The multiplicity of fragmented agreements and regulations with cross-references increased the complexity of health regulation. In the final phases of the pandemic and afterward, there was no orderly or systematic effort to summarize and/or integrate the various regulations into the existing regulatory framework, and this challenge remains in strengthening health regulation in the face of future pandemics (Barraza and Arceo, 2022).
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		Resumen. Se prueba la hipótesis del efecto refugio, la cual propone que el desempleo impulsa el autoempleo en condiciones de precariedad ante la falta de opciones laborales formales. Con un modelo Threshold (Bai y Perron, 2003; Faria et al., 2010) se identifican dos regímenes diferenciados. En recesiones, cuando el crecimiento del PIB es menor al valor de umbral de -0.275%, el desempleo y el PIB aumentan el autoempleo; en las expansiones, el efecto del desempleo es negativo, el PIB eleva el autoempleo de oportunidad y aparecen otras variables que lo reducen significativamente. Los hallazgos indican que el autoempleo en México es predominantemente por necesidad y no por oportunidad, constituyendo una vía de refugio y de precarización del mercado laboral.

		Palabras clave: umbral; autoempleo; desempleo; ciclo económico; precariedad laboral.

		Clasificación jel: C32; J23; J64; E32; J81.

		Self-employment, asymmetry and the refuge effect in Mexico, 2005-2024

		Abstract. This study tests the refuge effect hypothesis, which argues that unemployment promotes self-employment under precarious conditions due to a lack of formal job opportunities. Using a Threshold model (Bai and Perron, 2003; Faria et al., 2010), two differentiated regimes are identified. During recessions, when GDP growth falls below the threshold value of -0.275%, both unemployment and GDP increase self-employment. During expansions, the effect of unemployment is negative, GDP increases opportunity-driven self-employment and other variables emerge that significantly reduce it. The findings indicate that self-employment in Mexico is predominantly out of necessity rather than opportunity, serving as a refuge and a source of insecurity in the labor market.

		Key words: threshold; self-employment; unemployment; economic cycle; job insecurity.

		

		La precariedad no es solo la ausencia de empleo estable, 

		sino la erosión silenciosa de una vida digna.

		The Precariat: The New Dangerous Class 

		(Guy Standing, 2011)

		1. Introducción

		México enfrenta una paradoja estructural en su mercado laboral. Por un lado, registra una de las tasas de desempleo más bajas entre los países de la OCDE –2.8% en 2023, nivel similar al de Polonia (2.8%) y Corea (2.7%) (OCDE, 2023a)–; por otro lado, presenta una de las tasas de autoempleo más altas, alcanzando el 31.4%, solo por debajo de Colombia (46.6%) y por encima de Grecia (31%) (OCDE, 2023b). Esta forma de inserción laboral, sin embargo, suele ser precaria ante la estrechez de oportunidades formales. En 2024, de los 12.9 millones de trabajadores autoempleados, aproximadamente 9.3 millones (72%) se encontraban en condiciones críticas de ocupación, es decir, trabajadores con jornadas laborales insuficientes o excesivas y con ingresos bajos (INEGI, 2025a). Esta proporción ha aumentado de manera sostenida desde 2005, cuando era del 53.6%, lo que evidencia una degradación progresiva en la calidad del autoempleo. 

		En un contexto como el mexicano, caracterizado por una alta informalidad y un deterioro persistente de las condiciones laborales, resulta necesario comprender de qué manera el autoempleo se relaciona con el desempleo y el crecimiento económico, así como identificar en qué circunstancias puede funcionar como mecanismo de refugio frente a choques adversos. Este análisis es fundamental para distinguir un autoempleo que surge ante la falta de alternativas laborales formales de otro asociado a trayectorias de mayor productividad y oportunidad, lo que aporta elementos clave para el diseño de políticas públicas orientadas a elevar la calidad del autoempleo y a mitigar sus manifestaciones más precarias. 

		La literatura sobre el fenómeno del autoempleo distingue dos tipos: el motivado por necesidad y el impulsado por oportunidad. El primero surge como respuesta al aumento del desempleo o a la insatisfacción laboral, por lo que se denomina de refugio; mientras que el segundo obedece al deseo de in-dependencia o superación personal (Gilad y Levine, 1986) que se acercaría a una concepción empresarial o emprendedora. En línea con la primera hipótesis, Thurik et al. (2008) introdujeron el concepto de efecto refugio, el cual sostiene que el desempleo empuja a las personas desempleadas hacia el autoempleo como estrategia de subsistencia. Esta idea fue formalizada por Golpe y Stel (2008) quienes argumentan que, durante las recesiones, la falta de empleo asalariado incrementa el autoempleo por necesidad.

		

		Nuestro estudio se alinea con la idea anterior y plantea que la relación entre el desempleo y el autoempleo es asimétrica a lo largo del ciclo económico. En particular, proponemos que, durante las fases de contracción, el aumento del desempleo tiende a impulsar el autoempleo como mecanismo de refugio; es decir, el autoempleo se entiende como una forma precaria de inserción laboral que se intensifica cuando el PIB se contrae o en situaciones tanto de bajo crecimiento como de cambio tecnológico, aunque este último no se analiza en este trabajo. En este sentido, nuestro estudio somete a prueba esta hipótesis evaluando si el autoempleo tiende a incrementarse cuando el PIB decrece por debajo de cierto umbral y el desempleo se eleva.

		Para evaluar esta hipótesis, se emplea un modelo Threshold (Bai y Perron, 2003; Faria et al., 2010), que permite identificar de manera endógena distintos regímenes del ciclo económico a partir del crecimiento trimestral anualizado del PIB. Este enfoque resulta adecuado porque no impone relaciones lineales entre el desempleo, el crecimiento económico y el autoempleo, sino que permite detectar cambios en su comportamiento según la fase del ciclo económico, lo que permite identificar asimetrías en dicha relación, así como comparar la dinámica del autoempleo en periodos de contracción y expansión. 

		El periodo analizado (2005Q1-2024Q4) fue seleccionado porque abarca dos contracciones económicas muy importantes (2009 y 2020), además de ser el periodo más largo con datos oficiales disponibles para las variables y de ofrecer suficientes observaciones para una estimación adecuada bajo la metodología elegida. Cabe mencionar que el periodo de análisis inicia en 2005 porque es el año en que entra en operación la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (Enoe), de manera que es el primer año con información laboral trimestral homogénea y compatible en todas las variables empleadas en el estudio.

		Los resultados muestran que, en las fases recesivas, tanto la caída del PIB como el aumento del desempleo impulsan el autoempleo por necesidad en 0.22 y 0.93 puntos porcentuales (pp), respectivamente, lo que confirma la existencia del efecto refugio. En contraste, durante las fases expansivas, el efecto del desempleo sobre el autoempleo se reduce a la mitad (-0.48pp), mientras que el PIB lo eleva de manera marginal (0.05pp), lo que sugiere un efecto de oportunidad débil. De esta manera, se demuestra ampliamente que el efecto refugio es mucho mayor que el efecto oportunidad.

		

		Además de esta introducción, el trabajo se organiza en cinco secciones. La segunda revisa la literatura, los principales conceptos teóricos sobre la relación entre desempleo y autoempleo, así como los fundamentos teóricos del efecto refugio. La tercera analiza importantes regularidades estadísticas del mercado laboral mexicano que explican la hipótesis de asimetría. En la cuarta sección se presenta la metodología econométrica, donde se detalla el modelo Threshold. La sección cinco contiene el análisis y la discusión de los resultados estadísticos. Finalmente, se presentan las conclusiones y se plantean algunas recomendaciones de política pública.

		Cabe aclarar que el objetivo de este estudio es caracterizar la relación empírica entre el autoempleo, el desempleo y el crecimiento económico, así como evaluar su comportamiento asimétrico a lo largo del ciclo económico. Por ello, no se analizan explícitamente los mecanismos asociados al desplazamiento laboral ni los efectos del cambio tecnológico sobre la estructura ocupacional, pues requieren información distinta, modelos específicos y un enfoque analítico más detallado, los cuales rebasan el alcance del presente trabajo. Tampoco se profundiza en los determinantes sociales del autoempleo por necesidad y por oportunidad más allá de su manifestación cíclica, ya que su estudio implica aproximaciones cualitativas y estructurales complementarias. No obstante, dichos temas son fundamentales para comprender la dinámica a largo plazo del mercado laboral y constituyen líneas de investigación relevantes que podrían ampliar los resultados aquí obtenidos.

		2. Revisión de literatura

		

		En el estudio del autoempleo se distinguen dos tipos principales: el autoempleo por necesidad y por oportunidad. De acuerdo con Lawless et al. (2024), los individuos que ingresan al autoempleo debido al aumento del desempleo como estrategia de subsistencia, son considerados autoempleados por necesidad. En contraste, quienes optan por el autoempleo desde una posición laboral estable, motivados por una oportunidad de negocio (emprendedurismo), se clasifican como autoempleados por oportunidad. El primer tipo suele estar asociado con menor productividad y sin capacidad de generar empleos, a diferencia del segundo, que representa una opción empresarial con mayor productividad y capacidad de generar empleos subordinados (Fairlie y Fossen, 2019).

		En contextos de contracciones económicas, el aumento del desempleo tiende a incrementar el autoempleo por necesidad. Thurik et al. (2008) acuñaron el concepto de efecto refugio para describir que, ante la falta de empleo asalariado, las personas recurren al autoempleo por necesidad como alternativa de subsistencia. Para documentar este fenómeno, estos autores emplearon un modelo de vectores autorregresivos de dos ecuaciones donde los cambios en el autoempleo y el desempleo se explican por los rezagos de sí mismos y de la otra variable; con una muestra de veintitrés países de la OCDE (entre 1974 y 2002) confirmaron la existencia simultánea del efecto refugio y del efecto oportunidad, matizando que el primero se intensifica en economías con alta informalidad, precariedad y escasa protección social, como podría ser el caso de México. Así, este tipo de autoempleo funciona básicamente como una válvula de escape/refugio frente a la exclusión del mercado laboral formal y a la falta de seguro de desempleo. Sin embargo, el enfoque adoptado no distingue entre las fases del ciclo económico ni identifica umbrales endógenos que separen periodos de contracción y expansión, por lo que no permite analizar si la relación entre desempleo y autoempleo es asimétrica a lo largo del ciclo económico.

		

		Diversos estudios han documentado que en México el autoempleo responde principalmente a motivos de subsistencia. Ramírez et al. (2013), con un modelo panel de efectos aleatorios, muestran que en las entidades federativas con menor desarrollo económico el autoempleo tiende a ser de subsistencia, ya que predominan emprendimientos de pequeña escala y bajo valor agregado. Por su parte, Saavedra et al. (2023) estudian la relación entre desempleo y emprendimiento mediante modelos de panel dinámico para las entidades federativas de México entre 2005 y 2019. Sus resultados indican que el desem-pleo asalariado impulsa el autoempleo por necesidad, especialmente en el sector terciario. 

		Por otro lado, Ramírez-Urquidy (2022), utilizando distintas especificaciones de modelos panel, encuentra que, en periodos de bajo crecimiento económico, el autoempleo por oportunidad tiende a disminuir y el autoempleo por necesidad tiende a incrementarse. Adicionalmente, González et al. (2018), analizan la dinámica del emprendimiento de 2005 a 2017 mediante un Modelo de Corrección de Error (MCE) y regresiones en primeras diferencias, sus resultados indican que la pérdida de empleo en empresas de mayor tamaño impulsa el crecimiento de las microempresas, confirmando un mecanismo de empuje al autoempleo. Estos estudios refuerzan la idea de que el autoempleo actúa como amortiguador durante las crisis y de que la mayoría de estos emprendimientos son familiares, con baja inversión, escasa planificación y valor agregado limitado. No obstante, estos estudios aplicados a México no capturan cambios estructurales, rupturas de régimen o relaciones que evolucionan con el tiempo, lo que justifica nuestra metodología econométrica que permite detectar cambios de régimen en las fluctuaciones del ciclo económico. 

		

		En la literatura internacional, diversos trabajos han documentado que la relación entre el desempleo y el autoempleo no es lineal ni estable a lo largo del tiempo. Congregado et al. (2010) con un modelo de cointegración con umbral (Hansen y Seo, 2002) aplicado a datos trimestrales de España, muestran que, a partir de un umbral que caracteriza fases recesivas, el trabajo por cuenta propia aumenta, mientras que, en fases expansivas, disminuye. Faria et al. (2010) han demostrado que la relación entre el desempleo y el autoempleo no es lineal, sino asimétrica y dependiente del ciclo económico. A partir de un modelo Smooth Transition Autoregressive with Exogenous Transition (STAR-EXT) para nueve países de la OCDE, encuentran que el vínculo entre autoempleo y desempleo es bidireccional y no lineal; en las fases recesivas, el desempleo impulsa el autoempleo, mientras que enobserva que el vínculo entre autoempleo y desempleo es bidireccional y no lineal: en las fases recesivas, el desempleo impulsa el autoempleo, mientras que en las fases expansivas, dicha relación se debilita y se invierte. 

		En conjunto, estos trabajos indican que la dinámica desempleo-autoempleo varía entre regímenes, lo que refuerza la pertinencia de utilizar un modelo de umbrales que permita identificar los puntos en los que dicha relación cambia. En este marco, Golpe y Stel (2008) y Parker (2009) distinguen entre el recession-push effect, que ocurre cuando el desempleo, durante una recesión, empuja a las personas hacia el autoempleo como alternativa de subsistencia, y el prosperity-pull effect, que se manifiesta cuando, en un contexto de crecimiento económico, el autoempleo de tipo empresarial (emprendedurismo) aumenta debido a la mayor demanda de bienes y servicios, menor riesgo de fracaso y mayor disponibilidad de financiamiento (Fossen, 2021).

		Esta distinción es especialmente relevante para el caso mexicano, donde el crecimiento del autoempleo ha coincidido con un aumento sostenido de la Tasa de Condiciones Críticas de la Ocupación1 (TCCO) desde mediados de la década pasada. Esta tendencia sugiere que el incremento del autoempleo es particularmente de subsistencia y precario, lo que puede contribuir al deterioro de las condiciones laborales y a la persistencia de ocupaciones precarias en el país. 

		

		3. Análisis de hechos estilizados 

		En México, una forma común de aproximarse al fenómeno del autoempleo es a través del concepto de trabajo independiente. Según el INEGI (2025b), esta categoría se divide en dos subgrupos: los trabajadores por cuenta propia y los empleadores. Los primeros son aquellos que operan su propio negocio o actividad económica sin contratar trabajadores remunerados, mientras que los segundos dirigen un negocio y emplean al menos a una persona. Esta distinción permite asociar a los trabajadores por cuenta propia con el autoempleo por necesidad. De acuerdo con Acs et al. (2008) y Ramírez-Urquidy (2022), los trabajadores por cuenta propia suelen desempeñarse en actividades de baja productividad, muchas veces informales, con escasa inversión y sin acceso a seguridad social. 

		Diversos indicadores permiten caracterizar el trabajo por cuenta propia como una forma de inserción laboral precaria. De acuerdo con datos del INEGI (2025a), en 2024, el 53% de este tipo de ocupación percibía hasta un salario mínimo, cuando en 2005 era del 31.2%. Además, menos del 1% de ellos contaba con acceso a servicios de salud, proporción que se ha mantenido prácticamente sin cambios desde 2005. Con el fin de tener mayor claridad sobre esta relación, en la Figura 1 se analiza la evolución de la proporción de autoempleados en TCCO a partir del cruce de variables del INEGI (2025a)2 y se observa que esta proporción ha aumentado de forma sostenida, pasando de 54% en 2005 a 71% en 2024, lo que refuerza la hipótesis de precarización del autoempleo. A partir del año 2016, parecen haberse producido cambios significativos en el mercado laboral, que reflejan, entre otras cosas, un aumento notable de la intensidad de esta importante relación. 

		Por otra parte, la evolución de las tasas de autoempleo y de desempleo, así como el crecimiento económico, también revelan patrones relevantes. En la figura 2 se muestran variables muy relevantes para nuestro objetivo. Por un lado, la tasa de autoempleo, que se expresa como la población trabajadora por cuenta propia respecto de la Población Económicamente Activa (PEA); por otro lado, la tasa de desempleo es la población sin empleo pero que lo busca activamente y, finalmente, el crecimiento del PIB es la tasa de crecimiento trimestral anualizada (INEGI, 2025a). 

		

		Figura 1. Autoempleados en precariedad laboral y TCCO, 2005Q1-2024Q4

		[image: A graph shows a steady increase in the number of people who have been diagnosed with a disease.
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		Fuente: cálculos propios con datos del INGEI (2025a).

		Figura 2. Tasas de desempleo, de autoempleo y crecimiento económico, 2005Q1-2024Q4

		[image: A graph shows a line that goes up and down, with a small spike in the middle.
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		Nota: series normalizadas para la tasa de desempleo y tasa de autoempleo. 

		Fuente: cálculos propios con datos del INEGI (2025a).

		

		Para hacer las series visualmente comparables, dado que están expresadas en diferentes unidades y magnitudes, las dos primeras se normalizaron utilizando el siguiente procedimiento: [image: ], que representa el valor observado, la media aritmética y la desviación estándar, respectivamente, estas variables se grafican en el eje izquierdo. El crecimiento del PIB se presenta en su escala original en el eje derecho. 

		Como se puede ver, durante la Gran Recesión de 2009 se observa un aumento relevante en la tasa de desempleo, seguido, con cierto rezago, de un incremento en la tasa de autoempleo. En contraste, durante la crisis de 2020, el autoempleo y el crecimiento disminuyeron, lo cual puede explicarse por el cierre masivo de actividades económicas y la salida de muchas personas del mercado laboral. Es posible que el aumento posterior del autoempleo se deba a la inactividad.

		Además de estos patrones cíclicos, existe un factor estructural que podría ayudar a explicar por qué, aun en contextos de desaceleración económica y débil creación de empleo formal, la tasa de desempleo en México se mantiene en niveles históricamente bajos. El Banco Nacional de México [Banamex] (2025) señala que la ausencia de un seguro de desempleo obliga a muchas personas a incorporarse rápidamente a cualquier actividad generadora de ingresos, aunque sea precaria, lo que refuerza el recurso al autoempleo. Esta dinámica contribuye a entender la coexistencia de un bajo crecimiento, la caída del empleo formal y una tasa de desempleo persistentemente reducida desde 2016, fenómeno que se intensificó a partir de 2021.

		Por otro lado, destaca que, frente a la reducción de la tasa de desempleo desde finales de 2020, cuando se elevó el autoempleo, ambas emprendieron poco después una trayectoria de reducción a pesar del debilitamiento del crecimiento del PIB. Llama poderosamente la atención que desde 2016 la relación entre ambas tasas, con la excepción del totalmente atípico fenómeno del Gran Encierro de 2020, parece tener un giro muy relevante en la medida en que, desde entonces, en términos de tendencia y a pesar de que ambas se reducen, la tasa de autoempleo sistemáticamente supera a la otra, lo que parece asociarse a un importante debilitamiento de la actividad económica.

		Una hipótesis explicativa apunta al efecto de los programas sociales que han reducido de manera muy relevante la tasa de participación total y por sexos (Banamex, 2025), como se muestra en la figura 3. En ella se observa con claridad este efecto diferenciado en la medida que la tasa masculina comenzó a caer desde 2023Q1, la total desde 2023Q4 y la femenina (muy poco) desde 2024Q2.

		

		Figura 3. Tasa de participación total y por sexo, media móviles, 2016Q1-2025Q1

		[image: A graph shows the relationship between two variables, with one variable decreasing and the other increasing.
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		Fuente: cálculos propios con datos del INEGI (2025a). Datos suavizados con medias móviles de 4 trimestres (Brooks, 2019). 

		Con el fin de avanzar en nuestra hipótesis de asimetría, es plausible proponer que generalmente, en periodos de contracción económica, las tasas de desempleo y de autoempleo crecen y a la inversa. Los diagramas de dispersión de la figura 4 muestran la relación en dos regímenes económicos distintos. En fases de contracción, la correlación es muy alta, positiva y significativa mientras que en fases expansivas es sustancialmente menor (0.91 vs -0.32), negativa y también estadísticamente distinta de cero. Para distinguir estas dos fases se utiliza el criterio de crecimiento del PIB menor y mayor que cero.

Figura 4. Tasas de desempleo y autoempleo según régimen económico, 2005Q1-2019Q4

		[image: A graph shows the relationship between two variables, with a line connecting the two points.
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		Fuente: cálculos propios con datos del INEGI (2025a).

		El análisis de estos diagramas se centró en el periodo 2005Q1–2019Q4 para capturar la relación de interés previa al COVID-19, que afectó por completo al mercado laboral. Efectivamente, al hacer el análisis estadístico de todo el periodo, las relaciones se vuelven no significativas; y al analizar solo el periodo 2020Q1–2024Q4 se observa un cambio importante en el comportamiento. En fases de contracción, la correlación es -0.388, pero no significativa (p-valor = 0.5164). En cambio, en periodos de crecimiento, la correlación se vuelve positiva y significativa (0.5947, p-valor = 0.0193), lo que sugiere que el autoempleo creció en contextos de recuperación económica posteriores a la pandemia. Estos hallazgos respaldan la hipótesis de que, en la economía mexicana, durante las contracciones, el autoempleo responde principalmente a la necesidad de subsistencia y justifican el uso de un modelo econométrico que capture estas asimetrías.

		

		Por último, en la figura 5, se muestra la evolución del componente cíclico de las tasas de autoempleo y de desempleo. Para obtener dichos componentes, se utilizó el filtro Hodrick-Prescott con un parámetro de suavizado λ = 1 600. Los ciclos fueron posteriormente normalizados para facilitar la comparación visual y se presentan en el eje izquierdo, mientras que el crecimiento del PIB se utilizó en sus cifras originales en el eje derecho. Esta gráfica también respalda nuestra hipótesis, ya que mientras el componente del autoempleo muestra una tendencia al alza desde mediados de la década pasada, el del desempleo y el de la trayectoria del crecimiento del PIB, disminuyen. Adicionalmente, aunque desde 2019 el componente cíclico del autoempleo muestra una tendencia general a la baja, esta ha sido menos pronunciada que la del desempleo. Esto sugiere que el autoempleo ha funcionado como una forma predominante de inserción laboral frente al debilitamiento del crecimiento económico.

		En conjunto, estos hechos motivan el uso de un modelo de umbral que permita estimar endógenamente el punto a partir del cual cambia la relación desempleo–autoempleo entre contracciones y expansiones. La siguiente sección desarrolla la metodología empleada y reporta el valor estimado del umbral.

		

		Figura 5. Crecimiento del PIB y tasas de autoempleo y desempleo (ciclos), 2005Q1-2024Q4

		[image: A graph shows a downward trend, possibly indicating a decline in a particular metric.

Contenido generado con IA]

		Fuente:cálculos propios con datos del INEGI (2025a).

		4. Aspectos econométricos

		La simetría es un supuesto simplificador muy restrictivo ampliamente utilizado tanto en la teoría económica como en la práctica econométrica. Este supuesto implica que las variables responden de manera lineal y uniforme ante distintos contextos, lo cual no siempre refleja la realidad, caracterizada por ser muy dinámica y cambiante.

		Para capturar este tipo de relaciones, es conveniente emplear metodologías que permiten captar asimetrías en las relaciones, como el modelo Threshold propuesto por Bai y Perron (2003) que distingue distintos regímenes según el comportamiento de los datos. 

		Esta técnica econométrica permite encontrar m valores de umbral y los parámetros asociados a cada m + 1 regímenes, ya que realiza regresiones por tramos, no asociadas al tiempo (observaciones consecutivas), sino a las características de los datos o estados en las variables (Enders, 2015). En lugar de asumir una única relación entre desempleo y autoempleo, esta técnica permite detectar endógenamente cambios estadísticos relevantes en las relaciones entre variables, dependiendo del estado de la economía, representado por el crecimiento del PIB, ya sea en fase de contracción o de expansión. 

		Bai y Perron (2003) suponen un conjunto de información con T observaciones y que existe al menos una variable de umbral estimable qt. Para el caso más simple en que solo existe un umbral y, por tanto, dos regímenes, el modelo se puede expresar como: 
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		Donde yt es la variable dependiente; Xt son los regresores cuyos coeficientes son constantes entre regímenes; Zt son regresores con coeficientes específicos por régimen; γ1 es el umbral y e t es el término de error. 

		Para simplificar la notación se puede utilizar una función indicadora que toma el valor 1 si la condición se cumple y 0 en caso contrario. Así, el modelo puede reescribirse como:
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		Este planteamiento permite estimar un único modelo que incorpora los  m + 1 regímenes, facilitando la comparación estadística entre ellos. El valor del umbral se estima endógenamente mediante un procedimiento recursivo que minimiza la suma de los errores al cuadrado dentro de cada régimen. Una vez identificado el valor específico del umbral, se estiman los parámetros de cada régimen por mínimos cuadrados ordinarios. 

		En nuestro caso particular, esto permite evaluar si la relación entre el desempleo y el autoempleo cambia significativamente entre contextos recesivos y expansivos. Dado nuestro interés, el valor de umbral depende exclusivamente del crecimiento del PIB. Este modelo es especialmente adecuado para el caso mexicano, donde se espera que, en contracciones, el desempleo tenga un efecto positivo sobre el autoempleo (efecto refugio) y un efecto nulo o muy bajo en fases de crecimiento (efecto oportunidad).

		Aunque el modelo Threshold permite capturar de manera flexible relaciones no lineales y diferencias en el comportamiento de las variables según la fase del ciclo económico, también presenta limitaciones que conviene señalar. En primer lugar, la estimación del umbral puede ser sensible al tamaño de la muestra y a la incorporación o exclusión de periodos atípicos, como la crisis de 2009 o la pandemia de 2020, lo cual puede modificar el punto de quiebre estimado y la magnitud de los efectos (Bai y Perron, 2003). Además, Chan (1993) muestra que los modelos de umbral pueden perder precisión cuando hay pocos datos en uno de los regímenes, como sucede típicamente en las fases recesivas. 

		

		Por otra parte, dado que la actividad económica y el mercado laboral se retroalimentan mutuamente, existe la posibilidad de cierta simultaneidad entre el crecimiento y las variables laborales; si bien este riesgo no invalida los resultados, sí implica que deben interpretarse con cautela (Hansen, 1996; Caner y Hansen, 2004). Estas consideraciones no restan pertinencia al enfoque Threshold para identificar asimetrías, pero sí justifican complementar el análisis con ejercicios de robustez, como el que se presenta al final de la sección siguiente, especialmente cuando la información en la fase de contracción es menor que la de expansión.

		5. Análisis y discusión de resultados

		Tomando como base las investigaciones previas y acorde a la hipótesis que se quiere probar, se establece que la tasa de autoempleo(st), medida como la población trabajadora por cuenta propia respecto de la PEA, está en función de la tasa de desempleo (ut) y la tasa de crecimiento anual del PIB ([image: ]). Donde el valor de umbral depende de la variable [image: ]. Todas las series son de frecuencia trimestral para 2005Q1-2024Q4 y se obtuvieron del INEGI (2025c).

		De acuerdo con Bai y Perron (2003), es preferible trabajar con series estacionarias, ya que esto permite obtener estimaciones consistentes y confiables de los puntos de quiebre. Esta consideración metodológica ha sido aplicada por Duncan (2015) y Melas y Michail (2021), quienes señalan que el modelo Threshold requiere que las series no presenten raíces unitarias, por ello, se transforman a primeras diferencias las variables tasa de autoempleo (∆ st) y la tasa de desempleo (∆ut) tras confirmar su no estacionariedad en niveles, mientras que el PIB se expresa en tasa de crecimiento anual ([image: ]), la cual es estacionaria (véase tabla 1). Así, nuestras variables de interés son estacionarias debido a la manera en que se expresan.

		La tabla 2 reporta la presencia de un umbral y, por tanto, de dos regímenes; mientras que la tabla 3 reporta que el valor de ese umbral en el crecimiento del PIB ([image: ]) es -0.275%. Dicho valor, si bien puede considerarse pequeño en términos absolutos, indica el punto a partir del cual se activa el mecanismo del efecto refugio: ante la disminución en la actividad económica a partir de dicho valor crítico, una parte de la población ocupada transita al autoempleo por necesidad al no encontrar alternativas en el sector formal. En este sentido, el umbral no debe interpretarse como un indicador de recesión, sino como el punto a partir del cual pequeñas contracciones propician un cambio de régimen en la relación autoempleo-desempleo.

[image: aragon t1]
		De igual forma, en la tabla 3 se reportan los resultados econométricos que prueban nuestra hipótesis central. En principio, resulta relevante que la estimación detecte que el 83% del tiempo (63 trimestres) la economía mexicana se ubicó en expansión y el 17% restante (13 trimestres) en contracción. En el régimen recesivo opera un efecto doble sobre el aumento del autoempleo, en virtud de que los coeficientes de la variación de la tasa de desempleo y del crecimiento del PIB lo aumentan en 0.93 y 0.22 puntos porcentuales (pp), respectivamente, lo que prueba ampliamente la hipótesis del efecto refugio.

		

	[image: aragon t2t3]
		En contraste, en el régimen expansivo, y a diferencia del anterior, opera un efecto triple. Por un lado, el coeficiente de variación de la tasa de desempleo sobre el autoempleo es negativo (-0.48pp), mientras que el crecimiento del PIB lo eleva marginalmente (0.05pp), que puede atribuirse al efecto oportunidad. Por último, y a diferencia del otro régimen, la constante de regresión es significativa y reporta un coeficiente considerable (-0.35pp) que sugiere la influencia de otras variables no contempladas en nuestra especificación, las cuales inciden en la reducción de la tasa de autoempleo y exceden el alcance de este estudio.

		

		Estos resultados confirman que el autoempleo en México responde de manera asimétrica al ciclo económico, con una clara manifestación del efecto refugio en contextos de recesión y refleja una realidad del mercado laboral mexicano que, ante la falta de empleo formal, las personas se ven obligadas a recurrir al trabajo por cuenta propia como única alternativa de subsistencia, situación en la que prevalece la precariedad reflejada por el gran aumento en la TCCO desde mediados de la década pasada.

		Con fines de interpretación económica, resulta útil contextualizar el coeficiente de 0.93 estimado para el régimen recesivo. Dado que la tasa promedio de autoempleo en México es cercana al 31.4%, un incremento de un punto porcentual en la tasa de desempleo implica un aumento relativo de aproximadamente 3% en el autoempleo respecto a su nivel promedio. Este valor es consistente con la idea del efecto refugio: en episodios de contracción económica, incluso aumentos moderados del desempleo se traducen en un ajuste significativo hacia el autoempleo como mecanismo de subsistencia. 

		Por su parte, el coeficiente del crecimiento del PIB (0.22) implica que la disminución de un punto porcentual en esta variable incrementa el autoempleo en alrededor del 0.7% en términos relativos respecto al promedio. Esto muestra que, en contextos de contracción económica, ambos factores, el desempleo y la actividad económica, presionan al alza el autoempleo por necesidad. 

		En lo que respecta al régimen expansivo, las magnitudes confirman que el ajuste relativo del autoempleo, provocado por un aumento equivalente a un punto porcentual en la tasa de desempleo, se reduce a la mitad, mientras que el crecimiento del PIB tiene un efecto reducido sobre el autoempleo. En conjunto, esta evidencia refuerza el carácter asimétrico de la relación ya que en periodos de crecimiento económico no se observa un mecanismo de autoempleo por oportunidad. De esta manera, el hallazgo de que el aumento de la tasa de desempleo durante fases recesivas incrementa en casi una unidad la tasa de autoempleo (0.93pp) muestra que el autoempleo en México no es una elección de superación personal o independencia económica, sino una respuesta forzada por la falta de oportunidades laborales formales. 

		Por otro lado, el hecho de que el crecimiento económico tenga un efecto menor sobre el autoempleo (0.05pp) en el régimen expansivo sugiere que el autoempleo por oportunidad es poco importante, resultado similar al de Davari et al. (2022), por lo que el entorno económico, aun cuando sea favorable, es insuficiente para impulsar el empleo formal y reducir el trabajo por cuenta propia y, por tanto, para disminuir la precariedad. Esta situación puede estar relacionada con diversas barreras como el acceso limitado al financiamiento, la baja escolaridad de los emprendedores y la falta de redes de apoyo institucional (Ozerkek y Dogruel, 2015). 

		

		Adicionalmente, como prueba complementaria de robustez frente a las posibles debilidades de la técnica econométrica empleada, se reestima el modelo excluyendo los trimestres asociados a la pandemia (2020Q2–2021Q2), cuyos resultados se presentan en la tabla 1A del apéndice. El nuevo valor de umbral ([image: ]) aumenta a 1.893, lo que indica que el punto que distingue entre un efecto de refugio y de oportunidad se asocia a un escenario de bajo crecimiento, más que a una contracción, como en la primera estimación. Si bien, los coeficientes pierden significancia estadística en el régimen recesivo ([image: ] < 1.893), la asimetría se mantiene; por otro lado, la pérdida de significancia es lógica y congruente con la literatura en torno al recession-push effect y a lo analizado en la figura 4 de los hechos estilizados, llama la atención, sin embargo, que en el régimen expansivo se refuerzan los efecto reportados en la tabla 3; con lo cual, al eliminar los fuertes y atípicos efectos de la pandemia, se duplica el efecto oportunidad. En conjunto, los resultados refuerzan la naturaleza predominantemente de necesidad del autoempleo en México y su mecanismo asimétrico, más marcado cuando la economía enfrenta choques severos.

		6. Conclusiones y recomendaciones de política

		Este estudio analizó la relación entre las tasas de desempleo y de autoempleo en México (2005Q1-2024Q4) desde una perspectiva asimétrica, utilizando un modelo Threshold (Bai y Perron, 2003) que permite identificar dos regímenes a partir de la estimación de un valor de umbral de crecimiento económico de [image: ] = -0.275%.

		Los resultados empíricos muestran que, en contextos de recesión, cuando el crecimiento económico cae por debajo de ese valor de umbral ([image: ]), opera un doble efecto de elevación de la tasa de autoempleo derivado de que la tasa de desempleo tiene un efecto positivo muy alto (0.93), al tiempo que el PIB también lo tiene (0.22) sobre la tasa de autoempleo. Este hallazgo confirma ampliamente la existencia del efecto refugio, en el cual el autoempleo surge como una estrategia de subsistencia ante la falta de empleo formal. En contraste, en las expansiones opera un triple efecto sobre la tasa de autoempleo. Por un lado, el efecto de la tasa de desempleo es mucho menor (-0.48 vs 0.93); por otro, el crecimiento parece generar autoempleo de oportunidad, pero de manera muy marginal (0.05); y, por último, aparecen otros factores que recoge la constante de regresión con un parámetro importante (-0.35). Si bien este último efecto no se analiza en detalle, es plausible sugerir que el autoempleo disminuye cuando el mercado laboral ofrece mayores oportunidades de empleo asalariado vinculadas al crecimiento económico.

		

		Lo más relevante de este análisis es que prueba categóricamente que el autoempleo en México es predominantemente de necesidad, no de oportunidad. Esta forma de inserción laboral, lejos de representar una vía de emprendimiento innovador, refleja una respuesta forzada a la exclusión del mercado formal, que carece de seguridad social. En consecuencia, el crecimiento del autoempleo ha estado acompañado de un aumento sostenido de la proporción de trabajadores en condiciones críticas de ocupación. Como ya se mencionó, hacia 2024Q1, más del 70% de los autoempleados se encontraban en TCCO lo que evidencia un proceso sistemático de precarización estructural del trabajo, al menos desde mediados de la década pasada. Esta situación contribuye al aumento de la vulnerabilidad económica de la población mexicana y acentúa la desigualdad social y económica.

		Asimismo, y de acuerdo con Banamex (2025), es de llamar la atención que el incremento de los programas sociales parece haber reducido de manera muy relevante la tasa de participación desde comienzos de esta década, lo que también parece explicar la tendencia a la reducción de las tasas de desempleo y de autoempleo, aun en presencia del debilitamiento del dinamismo de la actividad económica.

		Las implicaciones de política de estos resultados son que fomentar el emprendimiento sin tener en cuenta que la mayor parte es de subsistencia conlleva a una precarización cada vez mayor del mercado laboral. Por ello, es fundamental promover un autoempleo orientado a la innovación y a la creación de empleo, para que tenga repercusiones favorables en la economía. Tal como mencionan Congregado et al. (2010), las políticas deben diferenciar entre el autoempleo por necesidad y por oportunidad, y priorizar la calidad del emprendimiento sobre la cantidad.

		Adicionalmente, incentivar a los desempleados a emprender sin preparación ni otro tipo de apoyo, no constituye una opción productiva ni eficiente desde el punto de vista económico, debido a que el autoempleo, lejos de ser una opción laboral de mejores condiciones, está contribuyendo a la precarización del trabajo, especialmente en épocas de contracción económica. Los hallazgos concuerdan con los de Saavedra et al. (2023) y Ramírez et al. (2013), quienes encuentran que el autoempleo es básicamente de refugio y profundiza la precariedad del mercado laboral. 

		

		Por ello, resulta necesario ofrecer capacitaciones y asesorías para desempleados que deseen emprender, con el objetivo de mejorar la calidad del autoempleo (Faria et al., 2010; Thurik et al., 2008). Asimismo, se requiere ampliar el acceso a la seguridad social para trabajadores independientes y establecer un seguro de desempleo, ya que la falta de este tipo de protección orilla a las personas a aceptar rápidamente cualquier actividad, aunque sea precaria, o bien a abandonar el mercado laboral, en algunos casos impulsadas por los programas sociales (Banamex, 2025). Sin estas medidas, el autoempleo seguirá siendo un refugio precario ineludible para quienes no encuentran cabida en el mercado laboral formal. 

		Por otro lado, mientras no se apliquen políticas que impulsen el crecimiento económico, el autoempleo seguirá siendo el refugio de muchos desempleados que no tienen alternativa, con grandes posibilidades de caer en condiciones críticas, lo que contribuirá a mantener bajas tasas de productividad y crecimiento; elevará la inequidad en el mercado laboral y deteriorará las condiciones de vida del grueso de la población.

		Apéndice 

		Tabla 1A. Modelo Threshold. Dos regímenes.

		Variable dependiente: autoempleo 

		(primera diferencia) 2005Q1-2024Q4
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		Fuente: elaboración propia.
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NOTAS
			
					1	TCCO refiere al porcentaje de la población ocupada que se encuentra trabajando menos de 35 horas a la semana por razones de mercado, más la que trabaja más de 35 horas semanales con ingresos mensuales inferiores al salario mínimo y la que labora más de 48 horas semanales ganando hasta dos salarios mínimos (INEGI, 2025a).


					2	Debido a que el INEGI no publica una variable específica de autoempleados en condiciones críticas, la construimos a partir de los tabulados interactivos de la ENOe (INEGI, 2025a), siguiendo lo más fielmente posible la definición oficial de la TCCO. Así, se considera en esta categoría a los trabajadores por cuenta propia que: 1) trabajan menos de 35 horas semanales, 2) laboran más de 35 horas con ingresos de hasta un salario mínimo y 3) trabajan más de 48 horas con ingresos de entre uno y hasta dos salarios mínimos.


			

		
		
		
	
Política Editorial

Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economíaconstituye un espacio académico para la difusión de conocimientos respecto a temas de problemas del desarrollo bajo el contexto actual. Desde la publicación de su primer número (octubre-diciembre, 1969) hasta el día de hoy, el objetivo central del debate es la problemática en torno al desarrollo económico a partir de una visión rigurosa, multidisciplinaria e interdisciplinaria. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía es una publicación perió-dica crítica a los enfoques ortodoxos y destaca la Teoría del Desarrollo bajo la perspectiva de América Latina.



Los objetivos de la revista son los siguientes:



1) La publicación de artículos que reflejen la relevancia de los paradigmas que proponen explicar las causas del desarrollo y subdesarrollo, sobre todo, en el espacio latinoamericano. Con base en lo anterior, busca la discusión y difusión respecto a los enfoques teóricos y comunes del pensamiento económico sustentados en un riguroso análisis conceptual y metodológico.

2) Lograr que la revista sea un medio participe en el debate teórico económico y propositivo, nacional e internacional, respecto a temáticas relevantes para el estudio y conocimiento de los problemas del desarrollo a los que se aboca.



I. Aspectos generales



Primero.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía es una publicación científica, así como órgano principal de difusión académica del Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) perteneciente a la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Se integra por un circuito autónomo de edición, un Comité Editorial y una Comisión Consultiva.



Segundo.El contenido de la revista se compone de las siguientes secciones:



1) Artículos. Los textosharánreferencia en su contenido a los problemas del desarrollo en los ámbitos de su teoría, así como de la economía política, la economía aplicada y políticas económicas.

2) Índice Anual.Comprende listado de los títulos publicados a lo largo del año y aparece en el último número.

3) Políticas Editoriales para la recepción de originales.Lineamientos a seguir por los autores en sus textos. Permanentes en la publicación.

4) Información.De carácter eventual durante el año.

5) Editorial.Texto dirigido a la comunidad por parte del director de la revista y aparece eventualmente.



Tercero.Los artículos que sean publicados por Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía deberán ser inéditos y producto de una investigación original con resultados relevantes para el estudio de las temáticas de los problemas del desarrollo. Los textos seleccionados se someterán, sin excepción, al arbitraje anónimo por desatacados especialistas en la materia.



Cuarto.El resultado del proceso de arbitraje podrá ser de tres tipos:




1) Positivo,

2) Condicionado a modificaciones, y

3) Negativo.




Un artículo será publicado cuando cuente por lo menos con dos dictámenes positivos.



Quinto.Las contribuciones serán aceptadas tanto en el idioma español como en inglés.



Sexto. Los artículos serán recibidos a través de la página electrónica <https://www.probdes.iiec.unam.mx>, en el menú “Para autores” y seleccionando la opción “Envíos”. En caso de tener alguna duda o problema para acceder, favor de escribir a la siguiente dirección de correo electrónico:revprode@unam.mx

Los artículos enviados a la revista no deberán de estar sometidos de manera simultánea a otro proceso de aprobación en algún órgano de difusión nacional o extranjero, ya sea impreso o electrónico.

Una vez aceptado el material y previo a su publicación el(la) autor(a) deberá comprometerse de forma escrita, mediante firma, en una carta de cesión de derechos sobre la obra. Antes de iniciar el proceso de arbitraje, el artículo será revisado por el Comité Editorial para determinar si tiene la calidad y pertinencia necesaria en su contenido para continuar con el proceso. El(la) autor(a) será informado(a) al respecto en un plazo no mayor a 20 días naturales.




II. Aspectos Específicos



Primero.El artículo deberá cumplir las siguientes características: original en formato Microsoft Word, tamaño carta, con márgenes en tipo normal e interlineado a doble espacio en todas las partes del documento, sin agregar espacios adicionales antes o después de los párrafos. Como fuentes se sugiere el uso desan serif y serifcomo:Calibride 11 puntos,Arialde 11 puntos,Lucida Sans Unicodede 10 puntos,Times New Romande 12 puntos,Georgiade 11 puntos oComputer Modern normalde 10 puntos.

El artículo no deberá contener datos que identifiquen la adscripción institucional o bien la identidad del autor, incluyendo citas a sus trabajos previos en primera persona.



Segundo.Los artículos no deberán exceder las 8 300 palabras incluyendo resumen, tablas, figuras, notas a pie y bibliografía.



Tercero. El artículo deberá incluir un resumen de no más de 120 palabras en el idioma en que esté escrito, cinco palabras clave contenidas y localizables en cuerpo del texto y que sean de relevancia (omitir el uso de nombres de países o instituciones), y al menos, tres clasificaciones del códigoJEL.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economíase encargará de la traducción del resumen al idioma inglés o español, según corresponda.



Cuarto.En el caso de los artículos que utilicen la lógica de la estructura matemática, el resumen deberá hacer explícito cuál es el problema económico al que se pretende dar solución y cuál es el modelo matemático utilizado para tal fin. Los supuestos y las conclusiones del análisis se expresarán con palabras y no solamente con signos matemáticos.



Quinto.Las tablas y figuras harán referencia a los contenidos del texto y valores en ellas reflejados; deberán enumerarse por orden de aparición, así como tener un llamado localizable e insertarse en el texto con las siguientes características: número correspondiente y título en negritas, notas a pie: explicativas o específicas usando una fuente de 10 puntos; crédito o fuente de dónde se obtuvo, por ejemplo: elaboración propia o crédito correspondiente de autoría. Las abreviaturas usadas deberán aclararse en una nota a pie de figura o tabla.

Los elementos gráficos habrán de explicarse por sí solos (sin tener que recurrir al texto para su comprensión) y presentarse en escala de grises en resolución de 300DPI, y en cualquiera de los siguientes formatos: .jpg, .tiff, o .eps y se entregarán en archivo independiente, de acuerdo a su formato digital. Cuando se incluyan fórmulas matemáticas deberán estar en formato editable (no como imagen).



Sexto.El uso de las notas a pie de página deberán de considerar su inserción en el texto y su extensión no deberá exceder un par de líneas aclaratorias y no incluir párrafos textuales (salvo que sea indispensable), para aparecer en la página correspondiente.



Séptimo. En el caso del uso de citas textuales, el autor deberá de considerar la siguiente clasificación:



	1) Citas largas: se consideran así debido a sus extensión máxima de 200 palabras, se presentan en un párrafo independiente con sangría de 2.54 cm sin uso de itálicas.

	2) Citas cortas: se consideran así debido a su extensión menor a 40 palabras y al uso de comillas para ser insertadas en un párrafo del texto. No se deberá iniciar un párrafo con una cita corta, previo deberá de darse un contexto para su uso.



Octavo.Cuando se utilice una cita con énfasis en un autor corporativo (institución, organización, etcétera) la primera mención en el texto aparecerá el nombre completo precedido de la sigla correspondiente:




(Secretaría de Educación Pública [SEP], 2018, p. 38)



A partir de la segunda mención, se utilizará sólo la sigla correspondiente:




(SEP, 2018, p. 38)



Noveno.Las citas bibliográficas deben presentarse en llamadas entre paréntesis dentro del texto, mismas que deben corresponder clara y correctamente en la lista de referencias bibliográficas al final del trabajo.



1) Las referencias dentro del texto se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor y el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Blancas, 2015)




Las referencias dentro del texto cuando tienen dos autores se consignarán como a continuación se señala: entre paréntesis el apellido del primer autor y el apellido del segundo autor, luego el año de publicación de la obra coincidente con la referencia final, por ejemplo:




(Giraldo y Fernández, 2016)



En caso de ser más de dos autores se pondrá la abreviatura et al., después del primer apellido del autor principal, y será a partir de la primera mención en el texto, por ejemplo:

(Giraldo et al., 2016)



Sin embargo, en el listado de referencias bibliográficas al final del trabajo, deberán de aparecer los apellidos y abreviaturas correspondientes a todos los autores de la obra.



	4)	De haber dos o más obras de un mismo autor en el listado de referencias bibliográficas y que coincidan en el mismo año de edición, cada una se diferenciará usando las letras a, b, c, etcétera, por ejemplo:



(Giraldo, 2016a)



	5)	En caso de una cita directa se agregarán las páginas del texto después del año, con las siglas p. o pp., según corresponda, por ejemplo:

	




(Giraldo, 2016, pp. 48-49)



	6)	En caso de usar fuentes secundarias con énfasis en el autor deberá de aparecer de la siguiente manera:

	




Rosales (2001, como se cita en López y Hurtado, 2015)



	7)	Si es una fuente secundaria con énfasis como se citó en la página deberá de aparecer de la siguiente manera:

	




(Rosales, 2001, como se cita en López y Hurtado, 2015, p. 21)



Décimo.Todos los artículos incluirán una lista de referencias bibliográficas al final del trabajo ordenada alfabética y cronológicamente (de la publicación más antigua a la más reciente), cuidando de no omitir ninguna de las referencias usadas en el trabajo.




1) Libros



Se iniciará con a) el apellido del autor o nombre completo de la institución, b) abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con las usadas en el texto,c)entre paréntesis el año de publicación,d)título de la obra en itálicas,e)editorial. En caso de que la obra sea un clásico o cuente con varias ediciones, se recomienda que el año de la primera publicación aparezca al final de la referencia.



Rosales, I., López, A. y Morales, M. J. (eds.) (2014).Conceptos básicos de Biología. Editorial Plaza Porrúa.



Shakespeare, W. (2004).Hamlet(J. M. Valverde, ed. y trad.). Planeta. (Original publicado en 1969).



2) Capítulos de libros



Se iniciará cona)el apellido del autor o nombre completo de la institución,b)abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto,c)entre paréntesis el año de publicación,d)título del capítulo o entrada,e)continuando con la palabra “En” y precedido de la abreviatura del nombre del autor e inmediato su apellido,f)de tener responsabilidad como editor, coordinador, etcétera, se pondrá la abreviatura correspondiente entre paréntesis,g)título del libro en itálicas,h)páginas consultadas entre paréntesis, i) nombre de la editorial.



García, L. y Álvarez, S. (2014). De campesinidades, resistencias y tensiones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj. En B. Marañón (coord.).Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina(p. 34). UNAM-IIEc.




3) Artículo en revista



Se iniciará cona)el apellido del autor o nombre completo de la institución,b)abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto,c)entre paréntesis el año de publicación,d)título del artículo,e)título de la revista en itálicas,f)volumen y número en itálicas.



Rodríguez, V. (2015). Límites de la estabilidad cambiaria en México.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 46(181).



4) Artículos con DOI (Digital Object Identifier)



Se iniciará cona)el apellido del autor o nombre completo de la institución,b)abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto,c)entre paréntesis el año de publicación,d)título del artículo,e)título de la revista en itálicas,f)volumen y número en itálicas,g)doiasignado.



Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 47(186). http://dx.doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2016.186.55886



5) Artículos sin DOI



Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 47(186). https://www.probdes.iiec.unam.mx/index.php/pde/article/view/55886



Nota: en el caso de las referencias electrónicas, se sugiere que de no tener certeza de que sea consultable o permanente no se incluya en la lista de referencias consultadas.



6) Informe de agencia gubernamental y organización



Se iniciará cona)el apellido del autor o nombre completo de la institución,b)abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto,c)entre paréntesis el año de publicación,d)título del informe,e)entre paréntesis serie (de tenerla),f)oficina de gobierno u organización que emite el informe,g)sitio web para consulta.



Concha, T., Ramírez, J.C. y Acosta, O. (2017). Tribulación en Colombia: reformas, evasión y equidad. Notas de Estudio. (Serie Estudios y Perspectivas 35). Oficina de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe en Bogotá. http://bit.ly/34oLur0




Nota: en caso de que el documento no cuente con el nombre del autor o autores, se incluirá el nombre completo de la organización en el sitio del autor.



7) Referencias legales



Se usará un sistema básico de referencia, así se iniciará cona)el nombre completo del órgano u organismo emisor,b)fecha de la emisión entre paréntesis (año, día y mes),c)título o nombre completo de la ley o norma en itálicas,d)fuente de la publicación donde se aloja,e)sitio web para consulta.



Congreso de los Estados Unidos de Colombia (1873, 26 de mayo).Ley 84 de 1873. Código Civil de los Estados Unidos de Colombia. Diario Oficial no. 2867. http://bit.ly/2Ny4HA0



8) Recursos electrónicos



En el caso de los recursos tomados de la web se deberán citar según su formato. Habrá de considerarse que la fecha de consulta sólo se agregará en caso de que el contenido no tenga fecha de publicación o de actualización.



8a) Para libros



Del Valle, M. C. (2016).América Latina: su arquitectura financiera. http://www.iiec.unam.mx/publicaciones/libros_electronicos/am%C3%A9 rica-latina-su-arquitectura-finanicera



8b) Para trabajos de grado o tesis



Se iniciará cona)el apellido del autor o los autores,b)nombre abreviado del autor o los autores,c)año de la publicación entre paréntesis,d)título de la tesis en itálicas,e)tipo de grado y nombre de la institución que la otorga entre corchetes,f)repositorio o base de datos en la que se aloja.



Espinosa, G. (2018).La inflación y el crecimiento económico en México. Consideración del umbral inflacionario y simultaneidad, 1993-2017[Tesis de maestría, Colegio de la Frontera Norte]. https://www.colef.mx/posgrado/wp-content/uploads/2018/10/TESIS-Espinosa-Tapia-Gilberto.pdf



8c) Para artículo de prensa en línea



Herrera, E. (2019, 28 de octubre). La economía no va mal, pero el agro sí.Razón Pública. https://bit.ly/2WxhuXv



8d) Para páginas de internet



Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012). Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV Trimestre. http://www.inegi.org.mx



Undécimo.El cumplimiento a las presentes políticas editoriales será indispensable desde el momento del envío del texto original. Las colaboraciones aceptadas serán sometidas a un proceso de corrección de estilo previo a su publicación y estarán sujetas a la disponibilidad de espacio en cada número. En ningún caso se devolverá originales al autor ni la revista incurrirá en responsabilidad alguna.



Duodécimo.El Comité Editorial de Problemas del Desarrollo. Revista Lati-noamericana de Economía se reserva el derecho a modificar el título de los artículos para su publicación.



Nota: cualquier situación no prevista en las presentes normas de publicación serán resueltas por el Comité Editorial.








Editorial Policy




Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, a Latin American Journal of Economics, provides an academic forum for analyzing the theory of development in the current context. Since the publication of the first issue in October-December, 1969, the aim of the journal has been to discuss economic development issues from a rigorous multidisciplinary and interdisciplinary perspective. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía is a journal that is critical of orthodox approaches and highlights the theory of development from a Latin American perspective.



The journal has the following objectives:



1) To publish articles that reflect the relevance of paradigms which explain the causes of development and under-development, particularly in Latin America, and with this in mind, to promote the discussion and dissemination of all theoretical approaches and schools of economic thought, based on analysis that is conceptually and methodologically rigorous.

2) To participate in national and international debate on economic theory through topics relevant to the study of development issues.



I. General Points



First.Problemas del Desarrollo, RevistaLatinoamericana de Economía, is a scientific journal, the leading publication for the Institute of Economic Research (IIEc) at the National Autonomous University of Mexico (UNAM). It comprises an autonomous publishing circle, an Editorial Committee and an advisory panel.



Second.The journal comprises the following sections:



1)Articles.Relating to the theory of development within the realms of economic theory, political economy, applied economics and economic politics.

2)Annual Index. Consists of a list of titles published throughout the year and appears in the last issue of each year.

3)Editorial Policy for submitting originals.Guidelines for authors to follow in the texts. Permanent features of the publication.

4)Information. Occasional during the year.

5)Editorial.Text directed towards the community on the part of the Journal Editor and appearing occasionally.



Third.Articles submitted to Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía should not have been previously published and should be the product of research related to development issues. Articles published shall be submitted, without exception, to anonymous arbitration by renowned specialists in the subject.



Fourth.The result of the arbitration process may result in one of three outcomes:



1) Positive,

2) Conditional upon modification, or

3) Negative.



An article shall be published only after it has received at least two positive appraisals.



Fifth.Contributions are accepted both in Spanish and English.



Sixth.Articles should be submitted via the journal webpagehttps://probdes.iiec.unam.mx/index.php/pde/about/submissionsthrough the “Para autores” tab, by selecting the “Envíos” option. Any issues or queries should be addressed to the journal email: revprode@unam.mx.

Articles submitted may not be simultaneously submitted to any other national or international publication, in printed or electronic format.

Once an article is accepted and prior to publication, the author must sign a letter transferring the rights of the work.

Before proceeding to arbitration, the article shall be reviewed by the Editorial Committee to determine its quality and suitability for publication. The author shall be informed of the outcome in no more than 20 calendar days.



II. Specific Guidelines



First.Upon submittal, the article must adhere to the following requirements: be presented in Microsoft Word format, on letter-sized paper, with standard margins, double spaced, justified and without additional spaces before and after paragraphs. The following fonts are suggested: 11 point Calibri, 11 point Arial, 10 point Lucida Sans Unicode, 12 point Times New Roman, 11 point Georgia or 10 point Computer Modern (normal).

The article should not include information that enables the affiliated insti-tution or author to be identified, including citations to previous works in the first person.



Second. Articles should not exceed 8 300 words including the abstract, tables, figures, footnotes and bibliography.



Third.The article should include an abstract of no more than 120 words in the paper’s original language, five relevant key words derived from the main body of the text (omitting names of countries or institutions) and at least threeJELclassifications. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía shall translate the abstract into English or Spanish.



Fourth.Where a mathematical structure is used in articles, the abstract should make explicit the economic issue the article is addressing, and the mathematical model used for this purpose. The assumptions and conclusions of the analysis should be expressed in both written and mathematical form.



Fifth.Figures and tables should relate to the content of the text and values be reflected in the text. Graphics must be numbered in the order in which they appear in the text and an indication should be given as to where they appear in the text. Graphics should be inserted into the text including the following: corresponding number and title in bold. Graphic foot notes: explanatory notes should be written in a 10 point font and include a credit or source, for example: author’s own or corresponding source. Abbreviations used should be clarified in a footnote beneath the figure or table.

Graphics should be self-explanatory, without the need to refer to the text for comprehension. They should be presented in grayscale, at a resolution of 300DPI, and in any of the following formats: .jpg, .tiff, or .eps. Graphics should be submitted in a separate file in the appropriate digital format. Where mathematical formulae are used, they should be presented in an editable format (not image).




Sixth.Footnotes should be inserted directly into the text and should not be more than a couple of lines long, rather than paragraphs of text, unless absolutely necessary, so that they appear on the relevant page.



Seventh.Where textual citations are included, they should appear in the following way:



1) Large citations: maximum length of 200 words, should appear after a 0.5 inches indent in an independent paragraph, not in italics.

2) Short citations: of less than 40 words should appear in quotation marks inserted into a paragraph of text. A paragraph should not start with a short quote, rather the quote should be put in context.



Eighth. When a citation is used from a corporate author (institution, organization, etc.) the name should appear in full the first time it is used, followed by the acronym:

(Secretaría de Educación Pública [SEP], 2018, p. 38)



From the second mention, the name should appear as follows:

(SEP, 2018, p. 38)



Ninth. Bibliographic citations should be presented in the text in parentheses and a clear, complete reference provided in the bibliography at the end of the work.



	1)	Citations in the text should be presented in the following way: the surname of the author in parentheses and the year of publication, for example:



(Blancas, 2015)



	2)	Where more than two authors are cited in the text, the authors should be listed in the following way: the surname of author one and author two in parentheses, then the year of publication, corresponding to the final reference, for example:

	




(Giraldo and Fernández, 2016)




	3)	Where more than two authors are cited, the abbreviation et al. should be used after the first author’s surname, from the first mention in the text; for example:



(Giraldo et al., 2016)

	

	However, the final reference should include the complete surnames and abbreviations of all the authors





	4)       	If two or more works are cited in the bibliography by the same author and these were edited in the same year, each should be differentiated with the letters a, b, c etc., for example:



(Giraldo, 2016a)



	5)	Where a direct quote is included, the page numbers should be indicated after the year followed by the abbreviation pp. For example:

	




(Giraldo, 2016, pp. 48-49)



	6)	Where secondary sources are used with the focus being on the author, the citation should appear as follows:

	




Rosales (2001, as cited in López and Hurtado, 2015)



	7)	Where secondary sources are used with emphasis on the page number, the citation should appear in the following way:

	




(Rosales, 2001, as cited in López and Hurtado, 2015, p. 21)



Tenth.All articles should include a bibliography of references at the end of the work, ordered alphabetically and chronologically (from oldest to newest publication), taking care not to omit any other references used in the paper.



1) Books



Books should be listed as follows: (a) surname of the author or complete name of the institution; (b) initials of first name of author or acronym/initialism of institution which should correspond to the initials used in the text; (c) the year of publication in parentheses; (d) the title of the work in italics; (e) publisher. If the publication is a classic or has several editions, we recommend the year of the first publication is referenced at the end.



Rosales, I., López, A. and Morales, M.J. (2014).Conceptos básicos de Biología. Editorial Plaza Porrúa.



Shakespeare, W. (2004).Hamlet(J. M. Valverde, ed. and trad.). Planeta. (Original publication 1969).



2) Book chapters



Book chapters should be listed as follows: (a) author/s of the chapter by surname or complete name of the institution; (b) initials of first names or acronym/initialism of institution corresponding to initials used in text; (c) year of publication in parentheses; (d) chapter or entry title; (e) followed by the word “In” followed by the author’s abbreviated name and surname; (f) whether responsible as editor, coordinator, etc., with corresponding abbreviation in parentheses; (g) title of the book in italics; (h) pages consulted in parentheses; (i) name of editorial, for example:



García, L. and Álvarez, S. (2014). De campesinidades, resistencias y tensiones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj. In B. Marañón Pimentel (coord.),Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina(p. 34). UNAM-IIEc.



3) Journal articles



Journal articles should be listed as follows: (a) author/s surname or full name of the institution; (b) initials of author’s first name or acronym/initialism of institution corresponding to initials used in text; (c) year of publication in parentheses; (d) article title; (e) name of the journal in italics; (f) volume and number in italics.



Rodríguez, V. (2015). Límites de la estabilidad cambiaria en Mexico.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 46(181).



4) Articles with DOI (Digital Object Identifier)



Articles with doi should begin with (a) the author’s surname or complete name of the institution; (b) initials of author’s first name or acronym/initia-lism of institution corresponding to initials used in text; (c) year of publication in parentheses; (d) title of the article; (e) journal name in italics; (f) number and volume in italics; (g)DOI.



Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 47(186). http://dx.doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2016.186.55886



5) Articles without DOI



Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI.Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 47(186). Recovered from: https://www.probdes.iiec.unam.mx/index.php/pde/article/view/55886



Note: Electronic references, where the source may not be permanent or readily consulted, should not be included in the list of references consulted.



6) Report from a government agency or organization



Reports should begin with (a) the author’s surname or full name of the insti-tution; (b) initials of author’s first name or acronym/initialism of ins-titution corresponding to initials used in text; (c) year of the publication in parentheses; (d) report title; (e) series in parentheses, where applicable; (f) government office or organization that issued the report; (g) web page consulted.



Concha, T., Ramírez, J.C. and Acosta, O. (2017). Tribulación en Colombia: reformas, evasión y equidad. Working Paper. (Estudios y Perspectivas Series 35). Oficina de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe en Bogotá. http://bit.ly/34oLur0



Note: where the author/s of a document are not known, the full name of the institution should be included in place of the author name.



7) Legal references



A basic system of reference should be used, beginning with (a) the complete name of the organization or issuing authority; (b) date of issue in parentheses (year, day and month); (c) title or complete name of the law or regulation in italics; (d) date of publication where filed; (e) website to consult.



Congreso de los Estados Unidos de Colombia (1873, May 26).Ley 84 de 1873. Código Civil de los Estados Unidos de Colombia. Official Journal no. 2867. http://bit.ly/2Ny4HA0



8) Online resources



Resources taken from the internet should be cited according to their format. The date the article is consulted should only be included if the content has no publication date or date of update.



8a) Online books



Del Valle, M. C. (2016).América Latina: su arquitectura financiera. http://www.iiec.unam.mx/publicaciones/libros_electronicos/am%C3%A9 rica-latina-su-arquitectura-finanicera



8b) Research or theses



These should be presented in the following way: (a) author or authors by surname; (b) abbreviated name of author or authors, (c) the year of publication in parentheses; (d) thesis title in italics; (e) Undergraduate, Masters or Doctoral thesis and name of the institution in parentheses; (f) source or database.



Espinosa, G. (2018).La inflación y el crecimiento económico en México. Consideración del umbral inflacionario y simultaneidad, 1993-2017[Masters Thesis, Colegio de la Frontera Norte]. https://www.colef.mx/posgrado/wp-content/uploads/2018/10/TESIS-Espinosa-Tapia-Gilberto.pdf



8c) Online press articles



Herrera, E. (October 28, 2019). La economía no va mal, pero el agro sí.Razón Pública. https://bit.ly/2WxhuXv



8d) Webpages



Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012). Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV Trimestre. http://www.inegi.org.mx



Eleventh. These guidelines must be complied with from the point the original text is submitted. Accepted articles will be edited and proofread. Publication is subject to availability of space in each journal issue. Under no circumstances will originals be returned to the author, nor does the journal accept responsibility for them.



Twelfth.The Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía Editorial Committee reserves the right to change the titles of articles for publication.





Note: Any matter not covered by these publication guidelines will be resolved by the Editorial Committee. 
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Table 4. Sectoral structure of GHG emissions, 2005-2010 -growth period (Mt)

Sector/Hffect of Final demand
Domestic demand

DOLE DDME DDDE Total DD Exports Carbon intensity ~ Energy infensity  Technology
Agriculture 48 0.1 0.1 4.8 (4%) 3.4 (11%) -1.6 (15%) 1.5 (5%) 0 (-2%)
Mining and quarrying 1.2 0.1 0.0 1.3 (1%) 1.5 (5%) 0.7 (6%) -2.8 (2%) 0.2 (10%)
Food 10.2 0.1 0.8 9.5 (8%) 3.4 (11%) -3.6 (32%) -11.3 (8%) 0.1 (:5%)
Texiles 3.6 0.1 0.1 3.4 (3%) 0.7 (2%) 0.5 (5%) -4.3 (3%) 0.1 (4%)
Wood and paper 31 0.0 0.0 3.1(3%) 0.8 (3%) -2.2 (20%) -1.8 (1%) 0.2 (12%)
Metal products 2.2 0.2 0.6 2.6 (2%) 1.6 (5%) 0.5 (:5%) 4.7 (3%) 0.2 (1%
Chemical and petrochemical 6.8 0.1 0.3 7 (6%) 3.9 (13%) 16.3 (-146%) -28.4 (19%) 0.1 (3%
Transport equipment and machinery 52 0.0 0.2 5.4 (4%) 4.1(13%) 5.7 (52%) -3.4 (2%) 0.8 (45%)
Other Manufacturing 10.6 -0.2 1.1 11.5 (9%) 0.3 (1%) -5.8 (52%) -5.5 (4%) 0.5 (27%)
Transport 6.2 0.0 0.4 5.8 (5%) 2.1 (7%) -1.4 (13%) -7.3 (5%) 0 (2%)
Commercial and public services 65.7 0.2 0.5 65.3 (53%) 8.2 (27%) -3.4 (31%) -73.6 (49%) 0.4 (24%)
Electricity and gas 29 0.0 0.2 2.7 (2%) 0.6 (2%) -3 (27%) 0.6 (0%) 0.1 (:3%)
Total 1225 0.1 0.0 122.4 30.8 111 -151.2 -1.8

Source: own elaboration from the Eora MRIO database.
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Table 3. Sectoral structure of GHG emissions, 2000-2005 -recession period (Mt)

Sector/Effect of Final demand
Domestic demand

DOLE DDME DDDE Total DD Exports Carbon infensity ~ Energy infensity ~ Technology
Agriculture 8.6 -0.3 0.2 9.2 (4%) 0.5 (8%) -3 (20%) 16.1 (7%) -1.9 (15%)
Mining and quarrying 23 0.1 0.0 -2.4 (1%) 0.7 (9%) 0 (0%) 4.9 (2%) -1.7 (13%)
Food -18.0 -0.4 0.3 -18.7 (9%) 0.8 (11%) 3.221% 19.1 (8% -1.2 (10%)
Texiles -6.1 0.2 0.1 -6.1 (3%) 0.1 (2%) 0.2 (2%) 7.6 (3%) -0.4 (3%)
Wood and paper 5.2 0.0 0.0 -5.2 (3%) 0.2 (2%) 1.3 (8%) 4.9 (2%) 0.1 (1%)
Metal products 39 0.2 0.2 -3.9 (2%) 0.6 (9%) 0.5 (3%) 5.4 (2%) 1.5 (12%)
Chemical and pefrochemical 11.9 0.0 03 -12.2 (6%) 0.7 (9%) 22.7 (150%) 5.2 (2%) -2.0 (16%)
Transport equipment and machinery 8.9 0.0 0.4 -8.5 (4%) 0.5 (6%) 10.1 (67%) 1.8 (1% 0.3 (2%)
Other Manufacturing 7.1 0.2 1.6 -15.2 (7%) 0.4 (5%) 0.8 (5%) 16.1 (7%) 0.3 (:2%)
Transport -11.0 -0.1 0.0 -11.1 (5%) 0.8 (11%) 2.4 (16%) 10.8 (5%) -1.2 (9%)
Commercial and public services -111.6 0.3 0.9 -112.2 (54%) 2.6 (36%) 21.7 (144%) 142.1 (62%) 2.3 (18%)
Electricity and gas 5.0 0.0 0.0 5.1 (2% 0.2 (2%) 0.9 (-6%) 6.5 (3%) 0.3 (3%)
Total -209.7 0.1 0.1 -209.7 1.2 15.1 2301 127

Source: own elaboration from the Eora MRIO database.
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Tabla 2. Prueba Bai-Perron (2003) para la deteccion de regimenes, 200501-202404

Threshold Test  Estadistico F - Estadistico F escalado ~ Valor critico (Bai-Perron)

Ows. 1% 18.4 73.6 16.2
1vs.2 31 123 18.1

Nota: * significativo al 5%.
Fuente: elaboracion propia basada en las estimaciones.

Tabla 3. Modelo Threshold. Dos regimenes.
Variable dependiente: autoempleo
(primera diferencia), 200501-2024Q4

Variable Régimen recesivo Régimen expansivo
vi <0275 i = 0275
Au, 0.93 -0.48
4.56 (-3.60
9V, 0.22 0.05
9.60 3.23
c 0.03 -0.35
0.14 (-4.91
R?=0.85

Fuente: elaboracion propia.
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Table 2. Contributions of decomposition factors to GHG emissions changes (Mt and percentage of total
change)

Effect of 2000-2005 20052010 2010-2017  Sum 2000-2017
Domestic demand level effect -209.7 122.5 92.1

DDLE) (100%) (100% (116%) 49
Domestic demand mix effect 0.1 (0%) 1.1(1%)
(DDME) 0.1 (0% 0.8
Domestic demand distribution effect 0.1 (0%) -2.5 (-3%)
(DDDE) 0.0 (0% 24
Domestic demand (DD)° -209.7 122.4 90.7 34
Exports 1.2 30.8 4.4 33.6
Final Demand (FD) -202.5 153.2 86.3 37.0
Emission intensity 15.1 111 -105.3 -101.3
Energy intensity 230.1 -151.2 59.1 138 .0
Intermediate consumption structure 127 -18 8.1 -22.6
Sum (fotal emission change) 30.0 -11.0 32.0 51.0

Notes: DD = DDLE + DDME + DDDE; DD + X = FD.
Source: own elaboration from the Eora MRIO database.
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Tabla 4. Aranceles Promedio (%) - América Latina y el Caribe (2000-2022)

Socio comercial 2000 2005 2008 2010 2015 2018 2027
Mundo 12.95 528 4.44 5.98 5.36 3.27 3.64
América Latina y el Caribe 9.93 4.63 2.50 2.64 2.55 0.92 1.47
Estados Unidos 14.07 2.67 2.62 6.58 519 1.32 1.50
Europa y Asia Central 12.74 7.65 553 7.36 6.53 433 4.65
Asia Oriental y el Pacific ~ 14.08 9.27 8.06 7.26 6.41 5.64 5.81

Fuente: elaboracion propia con base en WITS (2025) del Banco Mundial.
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Tabla 3: Promedios bajos (%), pero profeccién estratégica selectiva

Sector Estados Unidos Reino Unido Alemania Japdn
2000 2022 2000 2022 2000 2022 2000 2022
Vehiculos y medios de 1.09 0.88 7.46 0.57 4.85 227 0.00 0.00
transporte
Textiles y prendas de vestir ~ 9.66 8.87 6.99 2.85 547 3.97 572 426
Productos de origen animal ~ 2.38 1.57 26.20 9.48 2565 1197 21.91 15.82
Productos de origen vegetal ~ 1.12 0.41 7.56 1.83 7.45 1.51 32.41 13.16
(alzado 12.85 12.58 6.47 4.47 6.03 6.98 25.93 9.68

Fuente: elaboracién propia con base en WITS (2025) del Banco Mundidl.
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Tabla 1. Tasas arancelarias promedio sobre productos manufacturados en paises desarrollados seleccionados
durante sus primeras etapas de desarrollo (promedio ponderado; en porcentaje del valor)

18207 16757 1913 1925 1931 1950
Francia R 12-15 20 A 30 18
Alemania® 812 44 13 20 2 26
Japén* R 5 30 n.a. n.c. n.a.
Suecia R 35 20 16 A 9
Reino Unido 4555 0 0 5 n.. 23

Estados Unidos 3545 4050 44 37 48 14
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Tabla1. Pruebas de raiz unitaria, 2005Q1-202404

Sy u Vi
Nivel A Nivel A Nivel Ve

Augmented Dickey-Fuller Test

Tl -6.461 -8.081 -2.761 -3.338 -5.000 5.214
(0.000) (0.000) (0.216) (0.068) (0.000) (0.000)

Cons -5.997 -7.885 -1.951 2913 -1.162 -5.251
(0.000) (0.000) (0.307) (0.048) (0.687) (0.000)

N -1.083 -7.780 -0.558 2919 1.937 -4.923
(0.434) (0.000) (0.472) (0.004) (0.987) (0.000)

Phillips-Perron Test

Tl 6471 -7.012 -2.093 -3.198 -5.000 -5.240
(0.000) (0.000) (0.541) (0.092) (0.000) (0.000)

Cons -5.959 -7.018 -1.898 2.9 -1.818 -5.278
(0.000) (0.000) (0.331) (0.040) (0.369) (0.000)

N -1.015 -7.001 0.730 -3.003 3.003 -4.991
(0.276) (0.000) (0.397) (0.003) (0.999) (0.000)

Notas: Hy = 3 raiz unitaria; Tl = tendencia e infercepto; Cons = constante; N = nada; s, es la tasa de autoempleo; u, la tasa
de desempleo, y y, la tasa de crecimiento trimestral anualizada del PIB. Para la prueba ADF se ufilizd el criterio de Schwartz
(10 retardos mdximos) y para la prueba PP se utilizé el criterio de Bartlett Kemel (3 retardos mdximos). Se concluye que, con
excepcion de 7, los ofras dos variables son | (1) en niveles y estacionarios en sus primeras diferencics.

Fuente: elaboracion propi.
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Table 5: Sectoral structure of GHG emissions, 2010-2017 -stagnation period- (Mf)

Sector/Fffect of Final demand
Domestic demand

DOLE DDME DDDE Total DD Exports Carbon intensity ~ Energy intensity  Technology
Agriculture 39 21 0.3 5.6 (6%) 0(1%) 0.7 (1%) -7 (12%) 3.3 (-40%)
Mining and quarrying 11 0.5 0.2 4(2%) 1.2 (:29%) 1.4 (1%) -4.5 (8%) 3.7 (46%)
Food 79 20 0.2 9.8 (11%) -1.5 (34%) -41.8 (40%) 38.7 (66%) -1.9 (23%)
Textiles 27 0.7 0.2 8(2%) 0.2 (5%) 1.5 (11%) 11.4(19%) 0.4 (5%)
Wood and paper 23 -0.2 0.2 8 (2% 0(1%) 2.6 (3%) 3.1 (5%) 1.4 (17%)
Metal products 1.7 0.1 0.7 0.9 (1%) 0.8 (18%) -2.5 (2%) 3.2 (5%) 0.2 (3%)
Chemical and petrochemical 54 0.6 0.8 5.1 (6% -1.9 (44%) -15.9 (15%) 15.3 (26%) 0.8 (10%)
Transport equipment and machinery 38 0.9 11 8 (2% -1.9 (42%) -35.7 (34%) 37.3(63%) 0.4 (5%)
Other Manufacturing 7.6 0.1 -3.6 4.1 (5%) 0.2 (:5%) 9.4 (9%) 12,6 (21%) -0.4 (5%)
Transport 46 0.3 0.2 .8 (5%) -0.2 (5%) -1.3(1%) 1.2 (2%) -0.5 (6%)
Commercial and public services 49.0 -3.5 51 50.6 (56%) 0.5 (-12%) 1.4 (1%) -21.6 (37%) 9.4 (117%)
Electricity and gas 2.2 0.9 0.0 3(3%) 0.2 (:5%) 0.2 (0%) -3 (5%) 0.4 (-5%)
Total 92.1 11 2.5 90.7 44 1053 59.1 8.1

Source: own elaboration from the Eora MRIO database.s
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